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ÍNDICE TEMÁTICO 
 
Una organización privada promovió demanda de amparo indirecto 
contra la Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias, específicamente, los artículos 4°, fracción V; 5°, 
fracciones VI, IX y XIV; 40; 115, último párrafo; 142, fracción VIII; así 
como el Capítulo III “De las Personas Facilitadoras y su Certificación” y 
los artículos transitorios; el Juzgado de Distrito dictó sentencia en la que 
sobreseyó el juicio por falta de interés, actualizándose la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII. 
 
En desacuerdo, la quejosa interpuso recurso de revisión y el Tribunal 
Colegiado de Circuito levantó el sobreseimiento al concluir que la 
quejosa sí tiene interés –jurídico y legítimo– para reclamar los artículos 
de la ley en cita y reservó jurisdicción a este Alto Tribunal para resolver 
la cuestión de constitucionalidad subsistente. 
 

 

 Apartado Criterio y decisión Págs. 

I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE 
Se precisan los antecedentes 
relevantes del asunto. 
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II. COMPETENCIA 

El Pleno de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 
es competente para resolver el 
presente asunto. 
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III 
LEGITIMACIÓN, 
OPORTUNIDAD Y 

No se realiza pronunciamiento 
en relación con la legitimación 
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PROCEDENCIA DEL 
RECURSO 

y la oportunidad, en virtud de 
que el Tribunal Colegiado tuvo 
por cumplidos estos 
presupuestos procesales. 
Asimismo, se determina que es 
procedente el recurso de 
revisión. 
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IV. 
CAUSAS DE 
IMPROCEDENCIA 

Se agotó el estudio relativo  
20-21 

V. 
MATERIA DEL RECURSO Y 
PRECISIÓN DE LA LITIS 

Constitucionalidad de la Ley 
General de Mecanismos 
Alternativos de Solución de 
Controversias en lo particular 
de sus artículos 4°, fracción V; 
5°, fracciones VI, IX y XIV; 40; 
115, último párrafo; 142, 
fracción VIII; así como el 
Capítulo III “De las Personas 
Facilitadoras y su Certificación” 
y, los artículos transitorios. 
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VI. 
 

ESTUDIO DE FONDO 

VI.1 Parámetro constitucional 
aplicable a los MASC. 

VI.2 Primer Bloque: Alcance de 
la referencia al arbitraje en la 
LGMASC. 

VI. 3 Segundo Bloque: 
Prohibición del arbitraje en 
materia de justicia 
administrativa. 

VI.4 Tercer Bloque: Regulación 
de la mediación en la LGMASC 
y alcances constitucionales. 
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VII. DECISIÓN 

Se niega el amparo y la 
protección de la Justicia de 
la Unión solicitados por la 
parte quejosa **********, contra 
la Ley General de 
Mecanismos Alternativos de 
Solución de Controversias, 
publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el veintiséis de 
enero de dos mil veinticuatro, 
particularmente sus artículos 
4, fracción V; 5, fracciones 
VI, IX y XIV; 40; 115, último 
párrafo; 142, fracción VIII; así 
como el Capítulo III “De las 
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Personas Facilitadoras y su 
Certificación”, así como los 
artículos transitorios 

 PUNTO RESOLUTIVO 

ÚNICO. En la materia del 
recurso de revisión de la 
competencia originaria de esta 
Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, se niega el amparo 
y la protección de la Justicia 
de la Unión, por los 
razonamientos expuestos en el 
apartado VI de esta ejecutoria. 
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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión correspondiente al [SE AJUSTARÁ EN ENGROSE], 

emite la siguiente: 

 

SENTENCIA 

 

Mediante la cual se resuelve el recurso de revisión 60/2025, 

interpuesto por la **********, contra la sentencia de veintiuno de mayo de 

dos mil veinticuatro, dictada por el Juez Decimoquinto de Distrito en 

Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el juicio de amparo 

indirecto 484/2024. 

 

El problema jurídico que debe resolver esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación consiste en determinar la regularidad constitucional de la 

Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

veintiséis de enero de dos mil veinticuatro, particularmente sus 

artículos 4, fracción V; 5, fracciones VI, IX y XIV; 40; 115, último 
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párrafo; 142, fracción VIII; así como el Capítulo III “De las Personas 

Facilitadoras y su Certificación”, así como los artículos 

transitorios, en relación con los principios de seguridad jurídica, libre 

voluntad y autonomía, libre contratación, libertad de comercio, acceso a 

los mecanismos alternativos de solución de controversias, así como al 

derecho de igualdad y no discriminación. 

 

I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1. Ley reclamada. El veintiséis de enero de dos mil veinticuatro, se publicó 

en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias (en adelante LGMASC o 

Ley General), la cual, de conformidad con el artículo primero transitorio, 

entró en vigor al día siguiente de su publicación. 

 

2. Demanda de amparo. Mediante escrito presentado el once de marzo 

de dos mil veinticuatro1, la ********** (en adelante **********), por 

conducto de su representante legal **********, promovió juicio de amparo 

indirecto, contra las autoridades y respecto de los actos siguientes: 

 

Autoridades responsables 
 

a) Cámara de Diputados del congreso de la Unión. 
b) Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. 
c) Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Actos reclamados 
 
La LGMASC en su totalidad y específicamente, por lo contenido 
en sus artículos 4, fracción V; 5, fracciones VI, IX y XIV; 40; 115, 
último párrafo; 142, fracción VIII; así como el Capítulo III “De 

 
1 A través de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia 
Administrativa en la Ciudad de México. 
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las Personas Facilitadoras y su Certificación”, así como los 
artículos transitorios. 

 

3. La parte quejosa señaló como derechos fundamentales violados, los 

reconocidos en los artículos 1o., 5o., 14, 16, 17, 73 fracción XXIX-A, y 

134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como diversos tratados internacionales. 

 

4. Conceptos de violación. La parte quejosa expresó como conceptos de 

violación, los siguientes: 

 
Primer concepto de violación 
 
La quejosa sostiene que la LGMASC vulnera el principio de seguridad 
jurídica al no precisar si su contenido incluye o no la regulación del 
arbitraje. Afirma que la única interpretación constitucionalmente válida 
es aquella en que la LGMASC se limita a reconocer al arbitraje como 
un MASC en sentido enunciativo, sin regularlo, pues su marco jurídico 
corresponde al Código de Comercio, al Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares y a los tratados internacionales 
aplicables, en particular, la Convención de Nueva York, la Convención 
de Panamá y el T-MEC, que garantizan el acceso pleno al arbitraje. 
 
Alega que los artículos 4 y 5 de la LGMASC generan una antinomia: 
mientras el primero enumera al arbitraje como MASC y remite 
expresamente a otras normas para su regulación, el segundo define los 
MASC como procedimientos no jurisdiccionales orientados a la 
avenencia y las concesiones recíprocas, características propias de los 
medios autocompositivos (como la mediación o la conciliación) e 
incompatibles con la naturaleza heterocompositiva del arbitraje. Esta 

contradicción, afirma, deja a la **********–institución que administra 

arbitrajes– sin certeza sobre el marco normativo aplicable a sus 

servicios. 
 
Citando el Amparo en Revisión 38/2018, de la extinta Primera Sala de 
este Alto Tribunal, sostiene que el principio de seguridad jurídica impide 
que las normas coloquen al gobernado en estado de indefensión o 
incertidumbre, de modo que deben permitir “saber a qué atenerse” 
respecto de su aplicación. En ese sentido, si la LGMASC pretendiera 

regular también al arbitraje, la ********** quedaría en un estado de 

incertidumbre que vulneraría los artículos 1, 14, 16 y 17 
constitucionales. 
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Propone, por ello, una interpretación sistemática, funcional, 
histórica y conforme de la LGMASC: 
 

Sistemática, porque el artículo 4, fracción V, al remitir al Código 
de Comercio y a los tratados internacionales, muestra que el 
arbitraje sólo se menciona, pero no se regula dentro de la 
LGMASC, la cual está estructurada para medios 
autocompositivos. 
 
Funcional o teleológica, porque la intención legislativa fue 
fortalecer la cultura de la paz mediante medios como la 
mediación, la conciliación o la negociación, sin alterar la 
regulación del arbitraje que ya existe en el Código de Comercio 
conforme a la Ley Modelo de la CNUDMI. 
 
Conforme, porque antes de declarar inconstitucional una norma, 
debe preferirse la interpretación que la armonice con la 
Constitución, en este caso, entendiendo que la LGMASC es una 
norma de remisión respecto del arbitraje. 

 
Adicionalmente, argumenta que, de aplicarse las disposiciones 
autocompositivas de la LGMASC al arbitraje, se actualizarían 
violaciones a la seguridad jurídica, legalidad, fundamentación y 
motivación, y se restringiría el acceso al arbitraje como MASC tutelado 
en el artículo 17 constitucional, al someterlo a un régimen diseñado 
para mecanismos distintos. 
 
En suma, sostiene que la falta de claridad y congruencia de los artículos 
4 y 5 genera incertidumbre jurídica y contradice tanto la Constitución 
como los tratados internacionales. Por ello, solicita que se determine 
que la LGMASC no regula el arbitraje, sino que se remite al Código de 
Comercio y demás normas aplicables; cualquier otra interpretación, 
afirma, resultaría contraria a los principios de seguridad y certeza 
jurídica, legalidad y acceso a los medios alternativos de solución de 
controversias. 
 
Segundo concepto de violación 
 
La quejosa impugna el artículo 115, último párrafo, de la LGMASC –
que dispone: “En ningún caso será aplicable el arbitraje en materia de 
justicia administrativa”– por considerarlo inconstitucional. Afirma que 
esa prohibición tajante carece de claridad y vulnera los artículos 1, 5, 
14, 16, 17, 73 y 133 constitucionales, así como tratados internacionales 
(Convención de Nueva York, Convención de Panamá y T-MEC), al 
introducir una restricción discriminatoria contra un subgrupo de MASC 
(el arbitraje en materia administrativa) que, por mandato del artículo 17, 
debe gozar de igual protección que los demás mecanismos. 
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Sostiene, primero, que la falta de definición de “justicia administrativa” 
y de “justicia” torna incierta la extensión de la prohibición: no se sabe si 
el precepto sólo alude a materias que ya eran inarbitrables (por ejemplo 
ciertos actos de autoridad como la rescisión administrativa), o si amplía 
el catálogo de asuntos vedados, abarcando toda controversia vinculada 
con la función administrativa, incluso cuando la administración pública 
actúa en plano contractual o comercial (como en contrataciones 
públicas). Esa ambigüedad impide “saber a qué atenerse”, 
actualizando una violación a la seguridad jurídica (arts. 14 y 16). 
 
Añade que la prohibición es excesiva e irrazonable porque la propia 
LGMASC ya contiene, en el artículo 128, limitaciones generales y 
uniformes aplicables a todos los MASC respecto de materias que no 
pueden tramitarse por esta vía. En cambio, el artículo 115, último 
párrafo, individualiza al arbitraje para restringirlo en bloque dentro de la 
“justicia administrativa”, lo que implica trato desigual entre MASC que 
el artículo 17 no autoriza. A su juicio, el diseño constitucional no 
distingue entre mecanismos y, por ende, no permite imponer 
estándares diferenciados que desincentiven el acceso al arbitraje. 
 
Sustenta, además, que la Constitución y el marco legal –según 
interpretación directa de la SCJN– admiten la arbitrabilidad de disputas 
en materia administrativa, particularmente cuando versan sobre 
derechos disponibles y la administración pública actúa en relaciones 
contractuales. Cita, como ejemplos de reconocimiento legal de 
cláusulas arbitrales en el ámbito público, diversas leyes sectoriales 
(Petróleos Mexicanos, CFE, Obras Públicas, Hidrocarburos, 
Adquisiciones, Aguas Nacionales, Comercio Exterior, entre otras) y 
alude a precedentes que reafirman la naturaleza constitucional de los 
MASC y su aplicabilidad en materias “públicas” o “administrativas” (por 
ejemplo sobre acuerdos conclusivos fiscales; reconocimiento de los 
MASC como institución de rango constitucional; proscripción de 
formalismos que obstruyan su acceso). Señala también decisiones que 
validan la posibilidad de que dependencias federales y empresas 
productivas del Estado pacten MASC, incluido el arbitraje, y criterios 
que exigen respeto judicial a la decisión política de someter 
controversias a árbitros. 
 
En el plano convencional, argumenta que el T-MEC (art. 31.22) obliga 
a fomentar, facilitar y promover el arbitraje y otros MASC, y que la 
Convención de Nueva York y la Convención de Panamá exigen 
reconocer acuerdos arbitrales y laudos, sin discriminaciones por 
materia distintas de las compatibles con el orden público y con los 
límites legales internos sobre arbitrabilidad objetiva. A su entender, una 
veda absoluta del arbitraje en “justicia administrativa” contraría ese 
marco al desincentivar el uso del arbitraje, permitir el desconocimiento 
de acuerdos arbitrales válidos y crear un trato desigual para laudos 
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relacionados con esa materia, en violación de los artículos 1, 17 y 133 
constitucionales. 
 
Asimismo, invoca el principio de autonomía de la voluntad (art. 5 
constitucional) para sostener que la restricción impide a las partes 
estructurar sus relaciones contractuales –incluida la cláusula arbitral– 
en el ámbito administrativo, aun cuando ello sea lícito y útil para la 
gestión pública. Remite a pronunciamientos de la SCJN que reafirman 
la libertad de contratar y la prohibición de injerencias discrecionales 
injustificadas en el contenido y contrapartes de los contratos. Afirma, 
además, que el dictamen legislativo de la LGMASC no ofrece 
motivación reforzada para una restricción de tal calado –que impacta 
expectativas legítimas y una institución jurídica consolidada–, por lo 
que el precepto carece de justificación. 
 
Concluye que el artículo 115, último párrafo, es inconstitucional porque: 
(i) es ininteligible en su alcance; (ii) discrimina al arbitraje frente a otros 
MASC, pese a gozar todos del mismo grado de protección 
constitucional; (iii) desconoce el desarrollo legal y jurisprudencial que 
admite la arbitrabilidad en materia administrativa cuando versa sobre 
derechos disponibles; (iv) vulnera la autonomía de la voluntad; y (v) 
contraviene obligaciones convencionales. Reconoce, sin embargo, que 
existiría una lectura alternativa que salvaría la constitucionalidad, 
entendiendo la frase impugnada como una remisión a los límites 
tradicionales de la arbitrabilidad objetiva (esto es, que sólo quedarían 
fuera los asuntos expresamente no disponibles por disposición legal); 
pero insiste en que no hay claridad suficiente para confirmar esa 
interpretación, lo cual reactiva la violación a seguridad jurídica, acceso 
a MASC y autonomía, por la incertidumbre normativa que el propio 
texto genera. 
 
Tercer concepto de violación 
 
La quejosa afirma que la LGMASC es inconstitucional porque prohíbe, 
de manera injustificada, la mediación privada no certificada, lo que 
constituye una exclusión implícita de ese tipo de MASC y vulnera los 
artículos 1, 5, 14, 16, 17, 73 y 133 constitucionales (seguridad jurídica, 
autonomía y libertad de contratación, y acceso a los MASC). Sostiene 
que, antes de la LGMASC, coexistían al menos tres modalidades: 
mediación privada, mediación certificada y mediación 
administrativa/pública; con la nueva ley, el diseño normativo induce a 
entender que sólo es posible la mediación con certificación, dejando 
fuera la mediación privada no certificada. 
 
Apoya esa lectura en dos ejes. Primero, en el régimen sancionatorio 
del artículo 142, fracción VIII, que prevé sanción para quien se 
desempeñe como persona facilitadora sin certificación vigente; y, 
segundo, en la definición de “persona facilitadora” del artículo 5, 
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fracción XIV, que la concibe como persona física certificada (tanto en 
ejercicio público como privado). Como los MASC regulados por la 
LGMASC se canalizan a través de personas facilitadoras y éstas deben 
estar certificadas, la combinación de normas conduce a que la 
mediación practicada sin certificación quede proscrita o, al menos, 
sujeta a incertidumbre. A ello suma que, según el dictamen legislativo, 
la LGMASC sólo abarca la mediación certificada (gestionada por 
centros públicos o privados con personas facilitadoras certificadas), sin 
mención expresa de la mediación estrictamente privada; en términos 
prácticos: “mediación privada: no se incluye; mediación certificada: 
permanece (a veces denominada ‘privada’ pero con certificación); 
mediación administrativa/pública: subsiste”. 
 
Sostiene que esa exclusión implícita lesiona el derecho de acceso a los 
MASC del artículo 17 Constitucional –según criterios que le reconocen 
igual dignidad que al acceso a la jurisdicción y proscriben formalismos– 
pues una ley general no puede restringir ni diferenciar el régimen entre 
subgrupos de MASC. Añade que, tratándose de derechos disponibles 
(v.gr., controversias mercantiles), las partes pueden acordar resolver 
mediante mediación privada; prohibirla contraviene la autonomía de la 
voluntad y la libertad de contratar del artículo 5. 
 
En el plano convencional, afirma que el artículo 31.22 del T-MEC 
compromete a México a fomentar, facilitar y promover la mediación 
(junto con otros MASC) en disputas comerciales internacionales entre 
particulares y a disponer procedimientos que la faciliten. Sostiene que 
el bloque de constitucionalidad (arts. 1, 17 y 133) impide que una ley 
secundaria desconozca tal compromiso: si la LGMASC no reconoce ni 
autoriza la mediación privada no certificada, incurre en exclusión 
implícita u omisión legislativa incompatible con ese estándar y con la 
premisa jurisprudencial de que todos los MASC gozan del mismo nivel 
de protección constitucional. 
 
Finalmente, concluye que la LGMASC, como sistema normativo, es 
inconstitucional por: (i) restringir sin justificación el acceso a los MASC 
(art. 17) al prohibir o sancionar la mediación privada no certificada (art. 
142, fracción VIII); (ii) afectar la autonomía y libertad de contratación 
(art. 5) al impedir que particulares pacten mediación privada; (iii) incidir 
ilegítimamente en una actividad lícita sobre derechos disponibles, 
incluso con impacto en la libertad de comercio invocada al amparo del 
propio artículo 5; y (iv) carecer de motivación reforzada para una 
restricción de tal alcance, a la luz de los antecedentes legislativos (arts. 
14 y 16). A su juicio, el artículo 73, fracción XXIX-A sólo faculta al 
Congreso a fijar principios y bases de los MASC, no a excluir por vía 
interpretativa una modalidad (mediación privada no certificada) ni a 
desconocer el mandato convencional de promoción de la mediación. 
Por todo ello, solicita que se reconozca la inconstitucionalidad de la 
LGMASC en la medida en que prohíbe o sanciona la mediación privada 



AMPARO EN REVISIÓN 60/2025 

8 
 

no certificada y que, en consecuencia, se habilite su práctica como 
derecho dispositivo de las partes. 
 
Cuarto concepto de violación 
 
La quejosa sostiene que la LGMASC es inconstitucional al no prever 
un régimen transitorio específico para la mediación privada, lo que 
genera un vacío normativo y un estado de incertidumbre jurídica 
respecto a la situación de quienes practicaban esa actividad antes de 
la entrada en vigor de la ley. Afirma que esa omisión vulnera los 
artículos 1, 5, 14, 16, 17, 73 y 134 constitucionales, así como el artículo 
31.22 del T-MEC, por afectar la igualdad ante la ley, la libertad de 
comercio, la autonomía de la voluntad y el acceso a los MASC. 
 

Explica que la ********** (**********) se encuentra particularmente 
afectada, pues tiene una doble función: (i) es una cámara empresarial 
obligada a prestar servicios de arbitraje conforme a la Ley de Cámaras 
Empresariales y sus Confederaciones, y (ii) debe tramitar 
procedimientos de mediación conforme a su propio Reglamento de 
Mediación, actividad que históricamente ha realizado bajo la modalidad 
privada y no certificada. La ausencia de disposiciones transitorias sobre 
esta figura coloca tanto a la institución como a sus mediadores en 
indefinición jurídica, al desconocerse si pueden continuar sus funciones 
o deben suspenderlas hasta que exista regulación secundaria. 
 
Sostiene que los diecisiete artículos transitorios de la LGMASC 
únicamente regulan los plazos para emitir legislación secundaria y las 
consecuencias para los MASC certificados, pero no contemplan la 
transición de la mediación privada. Los transitorios segundo y tercero 
otorgan un año al Congreso y a las entidades federativas para realizar 
adecuaciones normativas; el cuarto prevé la aplicación directa de la ley 
en caso de omisión; el quinto dispone que los procedimientos iniciados 
con anterioridad se sigan tramitando conforme a la norma previa; y el 
décimo mantiene la vigencia de las certificaciones emitidas. Ninguno, 
sin embargo, regula la situación de los mediadores privados no 
certificados, lo que implica que una actividad previamente lícita y 
consolidada habría quedado, de un día para otro, suspendida o carente 
de sustento legal. 
 
Argumenta que la omisión transitoria produce múltiples violaciones 
constitucionales: 
 

a) A los artículos 14 y 16, por generar incertidumbre sobre el 
estatus legal de la mediación privada y la continuidad de quienes 
la ejercen, lo que contraviene el principio de seguridad jurídica y 
de certeza normativa. 
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b) Al artículo 1, por tratar de manera desigual y discriminatoria a 
un tipo específico de MASC –la mediación privada– frente a la 
mediación certificada, pese a que todos los mecanismos deben 
gozar del mismo nivel de protección constitucional. 
 
c) Al artículo 17, en relación con el 31.22 del T-MEC y el 133, por 
restringir el acceso efectivo a los MASC e impedir que los 
mediadores no certificados continúen ejerciendo su profesión y 
ofreciendo servicios de mediación. 
 
d) A los artículos 5 y 134, por vulnerar la libertad de trabajo, 
comercio e industria y el principio de autonomía de la voluntad, 
así como los derechos laborales y profesionales de quienes 
ejercen la mediación privada, en contravención además de los 
artículos 3, 6 y 7 del Protocolo de San Salvador. 
 
e) Finalmente, la falta de transición discrimina a los mediadores 
no certificados, que quedan excluidos de los beneficios y 
garantías aplicables a los mediadores certificados, sin 
justificación objetiva o razonable. 

 
En suma, la quejosa considera que el régimen transitorio de la 
LGMASC es contrario a la Constitución y a los tratados internacionales, 
al no prever la situación jurídica de la mediación privada ni de los 
mediadores que la practican, dejando un vacío legal que afecta 

directamente la continuidad de los servicios que presta la **********y el 

ejercicio profesional de sus mediadores. A su juicio, esa omisión rompe 
la igualdad, lesiona la seguridad jurídica, impide el acceso pleno a los 
MASC y restringe injustificadamente el ejercicio de derechos que la 
Constitución y los tratados internacionales protegen en condiciones de 
neutralidad y no discriminación entre tipos de mecanismos alternativos. 
 
Quinto concepto de violación 
 
La quejosa sostiene que la LGMASC es inconstitucional porque 
impone, como requisito indispensable, la certificación para intervenir en 
MASC, lo que constituye una regulación excesiva y desproporcionada 
que impide y desincentiva su uso. Afirma que ello vulnera, 
principalmente, los artículos 5 y 17 constitucionales (autonomía de la 
voluntad, libertad de comercio y acceso a los MASC), además del 
artículo 133 en relación con compromisos internacionales. 
 
Parte de las definiciones del artículo 5: 
 

“Certificación” (fracc. V): autorización otorgada por poderes 
judiciales o tribunales de justicia administrativa para intervenir en 
MASC (públicos o privados, y abogacía colaborativa). 
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“Persona facilitadora” (fracc. XIV): persona física certificada cuya 
función es propiciar comunicación y avenencia en los MASC. 

 
Con base en esas nociones –y en el Capítulo III (Personas Facilitadoras 
y su Certificación) y su Segunda Sección (de la Certificación), así como 
en el artículo 142, fracción VIII (sanción por desempeñarse sin 
certificación)– sostiene que la LGMASC condiciona el acceso a los 
MASC a un formalismo que no se justifica ni por el diseño constitucional 
de bases mínimas ni por el objetivo de promover estos mecanismos. 
 
Argumenta que el acceso a los MASC no debe verse obstaculizado por 
rigorismos: el artículo 17 concibe a los MASC como institución de rango 
constitucional y autoriza una ley general para fijar principios y bases 
mínimas; en ese marco, la certificación universal opera como un filtro 
desproporcionado que complica la habilitación de particulares y 
contradice la lógica de flexibilidad propia de la mediación. Añade que 
la tutela judicial efectiva vinculada al fondo del conflicto debe prevalecer 
sobre formalismos que no guardan proporción con los fines 
perseguidos. 
 
Detalla los agravios específicos del esquema de certificación: 
 
Autonomía y libertad de contratación (art. 5): las partes deberían poder 
pactar procedimientos sin certificación cuando versan sobre derechos 
disponibles; el modelo legal anula esa posibilidad. 
 
Acceso a MASC (art. 17): la exigencia generalizada, extendida en todo 
el Capítulo III y reforzada con sanción (art. 142, VIII), desincentiva la 
mediación no certificada que, a su juicio, debiera ser asequible. 
 
Compromisos internacionales (art. 133): el art. 31.22 del T-MEC exige 
fomentar, facilitar y promover arbitraje, mediación y otros MASC; un 
régimen de barreras de entrada obstaculiza ese mandato. 
 
Irracionalidad práctica: en controversias con intervinientes extranjeros, 
exigir una certificación local resulta irrazonable y restrictiva para la 
operatividad real de los MASC. 
 
En materia de libertad de comercio e industria (art. 5), afirma que el 
legislador sólo puede limitar el ejercicio de actividades lícitas con 
medidas idóneas y proporcionales. A su juicio, la certificación uniforme 
falla ese escrutinio porque: 
 
(a) el dictamen legislativo no explica por qué imponer un mismo 
requisito para todas las prestaciones en MASC, cuando hay casos que 
no requieren mediación certificada; ello carece de la motivación 
reforzada exigible cuando se reconfigura una institución (desplazando 
la mediación privada a favor de la certificada). 
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(b) la medida no es idónea ni proporcional: debió distinguirse entre 
mediación privada (ámbitos de derechos disponibles) y materias de 
orden público e interés social que sí justificarían certificación. Al no 
hacerlo, el Capítulo III (y, en particular, su Segunda Sección) no supera 
el test constitucional frente a autonomía y libertad de comercio. 
 
Concluye que el régimen de certificación previsto en la LGMASC –por 
el artículo 5, el Capítulo III y la sanción del 142, fracción VIII– quebranta 
los artículos 1, 5, 17 y 133 constitucionales: excede las “bases 
mínimas”, impone formalismos que desincentivan los MASC y restringe 
injustificadamente la práctica de la mediación y la libre disposición de 
las partes para elegir el tipo de mecanismo y quién los auxilie, aun 
cuando se trate de derechos disponibles. 
 
Sexto concepto de violación 
 
La quejosa impugna el artículo 40, fracción II, de la LGMASC, que exige 
nacionalidad mexicana para obtener la certificación como persona 
facilitadora, por considerarlo inconstitucional y discriminatorio. Sostiene 
que la restricción vulnera el artículo 1 constitucional (igualdad y no 
discriminación) y diversos tratados internacionales, además de afectar 
el acceso a los MASC (art. 17), la libertad de trabajo/comercio (art. 5) y 
el bloque de constitucionalidad (art. 133). 
 
Expone su interés directo: de conformidad con sus Reglamentos de 

Mediación y de Arbitraje, la ********** frecuentemente nombra 

mediadores y árbitros, incluso en controversias internacionales. Cita 
reglas de designación que consideran idóneo nombrar árbitros de 
nacionalidad distinta a la de las partes cuando el arbitraje es 
internacional; por analogía, la exigencia de nacionalidad mexicana para 
“personas facilitadoras” entorpece la operación de MASC con 
participación de profesionales extranjeros. 
 
Transcribe la restricción: artículo 40, fracción II, (“contar con 
nacionalidad mexicana…”). Recuerda que, bajo la propia LGMASC, la 
certificación es un requisito indispensable para actuar como persona 
facilitadora; por tanto, la barrera por nacionalidad opera como exclusión 
total de personas extranjeras en MASC autocompositivos. 
 
En el plano constitucional y convencional, afirma que la medida 
quebranta el derecho a la igualdad y no discriminación (art. 1 CPEUM; 
CADH, PIDESC, Protocolo de San Salvador y la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial), que prohíben tratos diferenciados por origen 
nacional sin justificación objetiva y razonable. Invoca también criterios 
de la SCJN sobre igualdad que permiten tratos diferenciados sólo si 
superan un test de razonabilidad. 
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Sostiene que la restricción de nacionalidad no supera el test de 
igualdad (jurisprudencia que estructura el análisis en finalidad válida, 
idoneidad e indispensabilidad/menor restricción): 
 

Finalidad constitucional válida: el legislador no explicitó 
motivación reforzada ni objetivo constitucional que exija reservar 
la facilitación de MASC a mexicanos; tratándose de actividades 
no adjudicativas y de mínima intervención judicial, no se advierte 
razón relacionada con orden público que justifique la exclusión. 
 
Idoneidad: la facilitación no impone decisiones ni adjudica 
derechos/obligaciones (a diferencia del juez o, en su caso, del 
laudo arbitral); por ello, no es idóneo cerrar el acceso por 
nacionalidad para proteger intereses públicos. 
 
Menor restricción: existían alternativas menos gravosas (p. ej., 
no imponer requisito de nacionalidad en materias disponibles o 
en mediación privada; reservar eventuales requisitos más 
estrictos sólo para ámbitos sensibles de orden público o interés 
social). La prohibición general es sobre-inclusiva y 
desproporcionada. 

 
Añade que la regla profundiza problemas ya expuestos en conceptos 
previos: si la LGMASC excluye o dificulta la mediación privada no 
certificada, la exigencia de nacionalidad mexicana para obtener la 
certificación ahonda el cerramiento del sistema, desincentiva MASC 
con componentes internacionales y contraría prácticas usuales en la 
resolución de disputas transnacionales. 
 
Concluye que el artículo 40, fracción II, al impedir que personas 
extranjeras obtengan certificación para actuar como personas 
facilitadoras, es inconstitucional por: (i) establecer un trato diferenciado 
por nacionalidad sin fundamento constitucional ni motivación reforzada; 
(ii) no ser idóneo para el fin supuesto y no constituir la medida menos 
restrictiva; (iii) vulnerar los derechos a la igualdad y no discriminación, 
la libertad de trabajo/comercio y el acceso a los MASC; y (iv) 
contravenir compromisos convencionales que prohíben distinciones 
por origen nacional en el goce de derechos y en el ejercicio profesional. 
En consecuencia, solicita declarar la inconstitucionalidad de la 
exigencia de nacionalidad mexicana como requisito de certificación 
para personas facilitadoras. 

 
5. Radicación y admisión. Por auto de doce de marzo de dos mil 

veinticuatro, el Juzgado Decimoquinto de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México, al que por razón de turno 
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correspondió conocer de la demanda, la registró bajo el expediente 

484/2024 y admitió a trámite. 

 

6. Sentencia recurrida. Una vez concluido el procedimiento, el Juez de 

Distrito celebró la audiencia constitucional el seis de mayo de dos mil 

veinticuatro y dictó sentencia el veintiuno de mayo siguiente, en la que 

sobreseyó en el juicio, al estimar actualizada la causa de 

improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de 

Amparo2, al tenor de las siguientes consideraciones: 

 
• Señaló que se actualizaba la causal de improcedencia invocada por la 

Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, atinente a que la parte 
quejosa no contaba con interés legítimo. 

• Al respecto, precisó que de los preceptos reclamados se advertía que 
contemplaban las bases, principios generales y distribución de 
competencias en materia de mecanismos alternativos de solución de 
controversias, para promover, impulsar y regular la utilización de los 
servicios de dichos mecanismos como un medio de acceso a la justicia, 
con el objeto de prevenir y, en su caso, solucionar los conflictos por 
medio de las personas facilitadoras en el ámbito público o privado, así 
como personas abogadas colaborativas, certificadas. Asimismo, que en 
la resolución de controversias o conflictos en materia de justicia 
administrativa, en ningún caso era aplicable el arbitraje. 

• Por otra parte, señaló que la parte quejosa indicó que era una asociación 
civil cuyo objeto social, esencialmente, se relaciona con actuar de 
mediador o árbitro en los conflictos mercantiles entre los empresarios o 
entre éstos y los particulares, entre otras. Por ello, se precisó que no 
resultaba indispensable que demostrara ser destinataria de la obligación 
primaria impuesta por la norma cuestionada, sino que esa obligación 
repercutía en un perjuicio diferenciado, el cual tenía que estar vinculado 
con su objeto social. Sin embargo, que debía demostrar la frustración en 
la obtención de un beneficio o la generación de un perjuicio con el 
seguimiento de la obligación impuesta por los artículos reclamados. 

• En ese sentido, se destacó que la asociación quejosa sostenía que las 
normas combatidas –en su carácter de autoaplicativas–, vulneran 
derechos y contienen prácticas discriminatorias en razón de la 

 
2 “Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente: 

[…] 

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la persona quejosa, en los 
términos establecidos en la fracción I del artículo 5o. de la presente Ley, y contra normas generales 
que requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia; 

[…]” 
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nacionalidad, que atentan contra el derecho a la igualdad y la no 
discriminación, entre otros. No obstante, se estimó que no acreditaba la 
afectación suficiente exigida por el concepto de interés legítimo, pues el 
perjuicio debía considerarse cualificado por un contexto adicional que lo 
torna objetivo, concreto y real, siendo que por su sola vigencia no 
impacta colateralmente al objeto social de la parte quejosa, relevando 
en su esfera de derechos una afectación jurídicamente relevante, con 
motivo de esa posición frente al orden jurídico. 

• En ese mismo sentido, en vinculación al interés legítimo de la parte 
quejosa para combatir las normas reclamadas, respecto del requisito 
indispensable relacionado con acreditar que ha ejercido actividades en 
defensa de los derechos que hace valer, se estimó que las constancias 
de autos eran insuficientes para probar que ha ejercido dicha facultad. 

• Por lo tanto, se consideró que las normas reclamadas no trastocaban el 
interés legítimo de la asociación civil quejosa, al no acreditar ubicarse en 
esa especial posición frente a las mismas, de modo que ante la 
insubsistencia obtenga un beneficio directo y cierto, en tanto no justificó 
fehacientemente un elemento de su interés legítimo, en concreto, que 
ha realizado la defensa de los derechos que hizo valer y se relacionan a 
su objeto jurídico. 

• En relación con lo aducido por la quejosa en cuanto a que las normas 
contienen un mensaje discriminatorio, en tanto restringen la certificación 
de personas facilitadoras a contar con nacionalidad mexicana, se dijo 
que tampoco se daban los supuestos para tener por acreditado su 
interés con motivo de esa afectación de estigmatización, debido a que 
no se exhibió alguna prueba fehaciente para evidenciar que llevan algún 
mecanismo en el que intervenga una persona facilitadora de diversa 
nacionalidad, a alguna persona vinculada con su objeto social. 

• En ese sentido, se precisó que el hecho de que la asociación civil 
quejosa tuviera por objeto social actuar de mediador o árbitro en los 
conflictos mercantiles entre los empresarios o entre éstos y los 
particulares, no constituía automáticamente un supuesto en el que se 
identifique de manera clara o factible de determinar, las personas físicas 
integrantes de la colectividad que resintieran la afectación a su esfera 
jurídica y respecto de las cuales pudiera acudir en representación de sus 
derechos. Por lo que no existía una afectación cierta en su esfera jurídica 
apreciada bajo un parámetro de razonabilidad y no solo como una 
posibilidad, ente lo cual, una eventual sentencia de protección 
constitucional no implicaría la obtención de un beneficio determinado. 

• En consecuencia, se determinó que la parte quejosa carecía de interés 
legítimo para promover el juicio de amparo, actualizándose la causal de 
improcedencia contenida en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de 
Amparo, por lo que procedió a sobreseer en el juicio de amparo. 
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7. Recurso de revisión. Inconforme, mediante escrito presentado vía 

electrónica el cinco de junio de dos mil veinticuatro, la parte quejosa3 

interpuso recurso de revisión en el cual, en esencia, planteó lo 

siguiente: 

 

• Primero. La sentencia recurrida rompe con el principio de exhaustividad 
de las sentencias, al no analizar ni considerar debidamente los 

argumentos de la ********** respecto del interés legítimo que posee para 

la promoción del juicio de amparo. 

• Segundo. La sentencia recurrida adolece de falta de exhaustividad y 
rompe con el principio de fundamentación y motivación, al no considerar 

que la ********** sí ejerce su objeto social. 

• Tercero. La sentencia recurrida violó el principio de exhaustividad al no 
estudiar la legitimidad de la quejosa para reclamar cada porción 
normativa de la LGMASC. 

• Cuarto. La sentencia recurrida está indebidamente fundada y motivada 

por considerar que la ********** no demostró la obtención de un beneficio 

o la existencia de un perjuicio. 

• Quinto. La sentencia recurrida erróneamente considera que la ********** 
tuvo que demostrar un estándar adicional para reclamar una norma por 
violar principios de no discriminación e igualdad. 

 

8. Radicación y admisión del recurso de revisión. Del recurso de 

revisión correspondió conocer al Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, el que por acuerdo de tres 

de julio de dos mil veinticuatro, lo registró con el expediente R.A. 

321/2024 y lo admitió a trámite. 

 

9. Recurso de revisión adhesiva. Mediante acuerdo de diez de julio de 

dos mil veinticuatro, el Tribunal Colegiado del conocimiento admitió a 

trámite la revisión adhesiva interpuesta por la Cámara de Diputados 

del Congreso de la Unión4. 

 
3 Por conducto de Galo Martín Márquez Ruiz, autorizado en términos amplios del artículo 12 de la 
Ley de Amparo. 
4 El recurso fue signado por el Subdirector de Amparos, en representación de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, en el cual en su único agravio, en esencia, fortaleció las 
consideraciones de la sentencia recurrida, relacionadas con la actualización de la hipótesis de 
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10. Resolución del Tribunal Colegiado. En sesión de seis de noviembre 

de dos mil veinticuatro, el Tribunal Colegiado del conocimiento resolvió 

el recurso de revisión en el sentido de revocar el sobreseimiento 

decretado en el juicio; declarar infundada la revisión adhesiva; y, 

por otro lado, reservar jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en relación con el tema de constitucionalidad subsistente 

respecto de la LGMASC, ello atento a las siguientes consideraciones: 

 
• El Tribunal Colegiado al analizar de manera conjunta los agravios, 

calificó de fundados los planteados por la parte quejosa e infundados los 
formulados por la Cámara de Diputados –recurrente adhesivo–.  

• Al respecto, precisó que la quejosa reclama la LGMASC, arguyendo 
diversos argumentos de inconstitucionalidad que se encuentran 
divididos en los bloques temáticos siguientes: 

- Artículo 115, último párrafo, por establecer que es improcedente 
el arbitraje en materia de justicia administrativa. 

- Artículos 5, fracciones V, XI y XIV; 21, 30, fracciones I y IV; 38, 39, 
40, fracción II; Capítulo “De la Certificación”, así como los demás 
relacionados de la Ley, que establecen la obligación de obtener 
un certificado para ejercer como “persona facilitadora”, 
prohibiendo así el ejercicio de la mediación privada. 

- Artículo 40, fracción II, el cual establece que, para obtener la 
certificación como persona facilitadora, es necesario contar con la 
nacionalidad mexicana. 

- Régimen transitorio, por no prever lo que sucederá con las 
personas que actualmente ejercen como los mediadores privados, 
dejándolos en incertidumbre jurídica y en un estado de 
desigualdad frente a los mediadores que obtengan la certificación 
correspondiente. 

• Así, advirtió que la quejosa sostenía que la ley es inconstitucional, en 
virtud de que: a) declara la improcedencia de los mecanismos 
alternativos de solución de controversias en materia de justicia 
administrativa; y, b) establece que las personas facilitadoras, es decir, 
aquellas que fungen como conciliadoras, mediadoras o árbitras, deben 
contar con una certificación, cuya obtención se encuentra condicionada, 
entre otros requisitos, a la acreditación de la nacionalidad mexicana; sin 
perjuicio que el régimen transitorio genera incertidumbre respecto de 
aquellas personas que, previo a la entrada en vigor de la ley, actuaban 
como mediadores privados. 

 

improcedencia relativa a la falta de afectación a los intereses jurídicos o legítimos de la quejosa –
artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo–. 
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• Precisado lo anterior, procedió a analizar las pruebas aportadas por la 
parte quejosa, concluyendo que eran suficientes para acreditar su 
interés jurídico y legítimo. 

• De dicho análisis destacó que la ********** es una cámara empresarial 
constituida en términos de la Ley de Cámaras Empresariales y sus 
Confederaciones, cuyo objeto consiste, según el artículo 4, en 
representar, promover y defender nacional e internacionalmente las 
actividades de la industria, el comercio, los servicios y el turismo, así 
como colaborar con el gobierno para lograr el crecimiento 
socioeconómico, así como la generación y distribución de la riqueza. 
Asimismo, que en términos del artículo 7, fracción V, las cámaras 
empresariales pueden fungir como árbitros y mediadores en actos 
relacionados con actividades comerciales. 

• Que, en esos términos, en la reforma al estatuto social de la **********, 

se estableció como uno de sus objetos actuar como árbitro y mediador 
en conflictos comerciales. De igual manera, que fue aprobado el Estatuto 

de la Comisión de Mediación y Arbitraje de la **********, cuyo artículo 2, 

numeral 1, inciso a), prevé entre sus facultades, la de intervenir para 
designar a los mediadores y árbitros. 

• Conforme a ello, concluyó que al estar facultada para realizar actos 
relacionados con la materia que regula la LGMASC, la quejosa 
ostentaba un interés presuntivo para reclamar su contenido, para lo cual 
precisó la forma en que repercute en su esfera jurídica. 

• Así, se estimó que la promovente tiene interés jurídico para reclamar las 
disposiciones que establecen la improcedencia del arbitraje en materia 
de justicia administrativa, al considerar que se tratan de normas que 
repercuten en su esfera jurídica de forma directa e inmediata, al 
impedirle ejercer uno de sus objetos sociales, a saber: actuar como 
árbitro en controversias del orden administrativo, ya que con el inicio de 
la vigencia de la ley se modificó una situación jurídica en perjuicio de la 
quejosa que le impide ejercer plenamente su objeto social. 

• Por otro lado, respecto de las normas que prevén los requisitos 
necesarios para actuar como persona facilitadora, concluyó que a la 
promovente le asiste un interés legítimo, pues si bien los artículos 
reclamados no le causaban un perjuicio directo e inmediato a su esfera 
jurídica, sí le generaban una afectación indirecta en virtud de su especial 
situación frente al ordenamiento jurídico. 

• En efecto, se señaló que si bien estaban dirigidas a establecer los 
requisitos que deben cumplir los individuos que desean ejercer como 
personas facilitadoras, lo cierto es que repercuten indirectamente en la 
esfera jurídica de la quejosa, en tanto que para ejercer su objeto como 

ente mediador y árbitro, la ********** se auxilia de personas físicas 

especializadas en la materia que realizan tales funciones en su 
representación, quienes son seleccionados por la Comisión de 
Mediación y Arbitraje Comercial, conforme al artículo 8 del Reglamento 

de Arbitraje de la **********. 
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• En ese sentido, se determina que la quejosa tiene interés legítimo para 
reclamar las disposiciones de la LGMASC que prevén los requisitos para 
ejercer como persona facilitadora. Por tanto, revocó el sobreseimiento 
decretado por el Juzgado de Distrito. 
Otras causas de improcedencia. 

• El Tribunal Colegiado procedió a desestimar las diversas causas de 
improcedencia hechas valer por las autoridades responsables. 
Competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 

• Finalmente, el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento ordenó 
reservar jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para 
resolver el tema de constitucionalidad subsistente respecto de la Ley 
General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, al 
considerar que no se encontró jurisprudencia, ni precedentes sobre la 
constitucionalidad de los preceptos reclamados. 

• De ahí que subsistía la competencia originaria de esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para conocer de este amparo en revisión. 

 

11. Trámite ante la Suprema Corte. En proveído de Presidencia de once 

de febrero de dos mil veinticinco, se determinó que este Alto Tribunal 

asumió la competencia originaria para conocer del recurso de 

revisión, se admitió a trámite y registró como el expediente 60/2025, 

asimismo, se turnó a la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, perteneciente a la 

entonces Primera Sala. 

 

12. Avocamiento. El cuatro de marzo de dos mil veinticinco, la entonces 

Ministra Presidenta de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, acordó el avocamiento del asunto y ordenó el envío de 

los autos a la ponencia de la Ministra ponente. 

 

13. Conservación del turno. El cuatro de septiembre de dos mil 

veinticinco, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo 

General número 1/2025 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que regula la recepción, registro y turno de los 

asuntos de su competencia, y en su artículo sexto transitorio estableció 

que, por decisión del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

y a fin de aprovechar el conocimiento y estudio de los asuntos turnados 
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a las Ministras Lenia Batres Guadarrama, Yasmín Esquivel Mossa y 

Loretta Ortiz Ahlf, en la anterior integración, se determinó que continúen 

con el conocimiento de dichos asuntos, sin que sea necesario un nuevo 

acuerdo de returno. 

 

14. Al haber concluido las sesiones y funciones de las Salas de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, el asunto se listó para que fuera resuelto 

por el Pleno de este Tribunal. 

 

II. COMPETENCIA 
 

15. La Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente 

para conocer del presente amparo en revisión en términos de lo 

dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), y 83 

de la Ley de Amparo; 16, fracción III, y Tercero transitorio de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial Federal vigente, en relación con el punto 

Segundo, fracción VIII, inciso a), del Acuerdo General 2/2025, del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de 

dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia 

y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales; por 

tratarse de un recurso de revisión interpuesto en contra de una 

sentencia dictada en un juicio de amparo indirecto en el que subsiste un 

tema de constitucionalidad respecto del cual se tiene la competencia 

originaria, y sobre el que no existe precedente obligatorio que resuelva 

íntegramente lo planteado en el presente asunto. 

 

III. LEGITIMACIÓN, OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA DEL 
RECURSO. 
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16. No resulta necesario analizar la oportunidad de los recursos de 

revisión, ni la legitimación de los recurrentes, toda vez que dichos 

presupuestos procesales ya fueron estudiados por el Tribunal 

Colegiado del conocimiento, mismos que tuvo por cumplidos. 

 

17. En cuanto a la procedencia del recurso, se tiene por acreditada, pues 

el recurso principal se interpuso contra la sentencia dictada en un juicio 

de amparo indirecto, en términos del artículo 81, fracción I, inciso e), de 

la Ley de Amparo, y la revisión adhesiva, se hizo valer por la parte que 

obtuvo resolución favorable, a fin de robustecer el sentido del fallo 

recurrido, conforme lo establece el numeral 82 de la ley de la materia. 

 

IV. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

 

18. En términos del considerando noveno5 de la resolución dictada por el 

Tribunal Colegiado del conocimiento, se estimó agotado el estudio de la 

procedencia del juicio de amparo indirecto, precisándose que no 

quedaba pendiente de estudio ningún otro motivo de improcedencia, ni 

de oficio se advertía la actualización de alguno de ellos. 

 
19. Por tales motivos, este Tribunal Pleno tiene por concluido el estudio 

de la procedencia del juicio, sin que se advierta la actualización de 

 
5 Al respecto, se precisó que no procedía el estudio de los argumentos de improcedencia formulados 
por las autoridades responsables al rendir los informes justificados, ya que estaban dirigidos a 
demostrar que: i) la quejosa no acreditó la forma en que se afecta su esfera jurídica, ii) las normas 
reclamadas son de naturaleza heteroaplicativa y iii) los actos reclamados son de realización futura e 
incierta. Ello al considerarse que tales aspectos fueron analizados y desestimados al reconocer que 
la quejosa tiene interés –jurídico y legítimo– para reclamar las disposiciones de la Ley General de 
Medios Alternativos de Solución de Controversias, como normas autoaplicativas. 

En cambio, se desestimó por inoperante la causa de improcedencia hecha valer por la Cámara de 
Diputados, prevista en el artículo 61, fracción XXIII, de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 
107, fracción I, de la Constitución Federal (principio de relatividad), al estimarse que la determinación 
de los efectos del amparo es una cuestión que corresponde al dictado de la sentencia, de manera 
que no era posible sobreseer en el juicio argumentando una posible violación al principio de 
relatividad, ya que, en todo caso, era obligación del órgano jurisdiccional buscar los mecanismos 
adecuados a fin de garantizar la reparación a los derechos de las parte quejosa, aun cuando ello 
implique proteger de manera eventual a terceras personas. 
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algún motivo de improcedencia de manera oficiosa distinto a los ya 

examinados. 

 

V. MATERIA DEL RECURSO Y PRECISIÓN DE LA LITIS 

 

20. En principio, es preciso señalar que en el caso no será materia de 

estudio del presente recurso de revisión lo resuelto por el Tribunal 

Colegiado de Circuito en cuanto a la no actualización de la causa de 

improcedencia referente a la vulneración al principio de relatividad de 

las sentencias de amparo. Tampoco será materia de estudio el recurso 

de revisión adhesivo interpuesto por la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, porque sus agravios dirigidos a robustecer la 

sentencia recurrida ya fueron desestimados por el Tribunal Colegiado 

del conocimiento. 

 

21. Por consiguiente, derivado de que el Tribunal Colegiado del 

conocimiento levantó el sobreseimiento decretado por el Juez de 

Distrito y dado que no existen causas de improcedencia pendientes de 

estudio, ni que de oficio se advierta la actualización de alguna, lo 

procedente es analizar los conceptos de violación propuestos por la 

parte quejosa respecto de la inconstitucionalidad de la ley reclamada. 

 

22. En ese sentido, la materia del recurso de revisión, competencia 

originaria de este Tribunal Pleno, consiste en determinar la 

regularidad constitucional de la Ley General de Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias, específicamente, los 

artículos 4, fracción V; 5, fracciones VI, IX y XIV; 40; 115, último 

párrafo; 142, fracción VIII; así como el Capítulo III “De las Personas 

Facilitadoras y su Certificación”, así como los artículos 

transitorios, en relación con el principio de seguridad jurídica, a la libre 
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voluntad y autonomía, libre contratación, libertad de comercio, acceso a 

los mecanismos alternativos de solución de controversias, así como al 

derecho de igualdad y no discriminación. 

 

VI. ESTUDIO DE FONDO 
 

23. El presente asunto tiene por objeto analizar la constitucionalidad de 

diversos preceptos de la Ley General de Mecanismos Alternativos de 

Solución de Controversias (LGMASC), a partir de los planteamientos 

formulados por la parte quejosa, relativos a la supuesta vulneración de 

los derechos consagrados en los artículos 1o., 5o., 14, 16, 17, 73 y 133 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 

de diversos instrumentos internacionales, entre ellos el Tratado entre 

México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC), la Convención de Nueva 

York de 1958 y la Convención de Panamá de 1975. 

 

24. La quejosa sostiene, en esencia, que el legislador federal, al expedir la 

LGMASC con fundamento en el artículo 73, fracción XXIX-A, de la 

Constitución, indebidamente estableció restricciones y requisitos que 

desnaturalizan los mecanismos alternativos de solución de 

controversias (MASC), pues lejos de promoverlos como vías accesibles 

de justicia, los obstaculiza mediante disposiciones ambiguas o 

excesivamente restrictivas. 

 

25. En atención a la forma en que la demanda fue planteada, el análisis de 

fondo se desarrollará con base en los tres bloques temáticos en los que 

la propia quejosa estructuró sus conceptos de violación: 

 

a) Primer Bloque: Arbitraje, relativo a la inclusión y definición de 

este mecanismo en los artículos 4 y 5 de la LGMASC; 
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b) Segundo Bloque: Justicia administrativa, concerniente a la 

prohibición contenida en el artículo 115, último párrafo, de la ley 

impugnada; y 

 

c) Tercer Bloque: Mediación, certificación y facilitadores, 

referido a las disposiciones que regulan la mediación y establecen 

requisitos para las personas facilitadoras, incluyendo la exigencia 

de certificación, nacionalidad mexicana y la ausencia de un 

régimen transitorio. 

 

26. Dado que los tres bloques temáticos planteados por la parte quejosa 

comparten un contexto constitucional y legislativo común relativo a la 

naturaleza, finalidad y alcances de los mecanismos alternativos de 

solución de controversias, previo a su análisis individual resulta 

necesario desarrollar un marco general que permita identificar los 

elementos esenciales del modelo constitucional de los MASC, así como 

su evolución normativa y su configuración a partir de la reforma de dos 

mil diecisiete6. Este marco servirá como parámetro de referencia para 

el estudio específico de cada uno de los planteamientos. 

 

VI.1 Parámetro constitucional aplicable a los MASC 

 

A. Antecedentes constitucionales y legislativos 

 

 
6 Para tal efecto, se retomarán –en aquello que resultan pertinentes– los criterios desarrollados 
recientemente por este Alto Tribunal, particularmente en la Acción de Inconstitucionalidad 35/2025, 
resuelta en sesión de cuatro de noviembre de dos mil veinticinco, por unanimidad de votos en lo 
relativo al apartado “VI.1 Parámetro constitucional relacionado con los mecanismos alternativos de 
solución de controversias.” 
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27. Previo a su incorporación expresa en el texto constitucional, los 

mecanismos alternativos de solución de controversias –especialmente 

la conciliación, la mediación y el arbitraje– habían sido utilizados en el 

derecho mexicano como instrumentos de resolución de conflictos, 

particularmente en materia civil y mercantil, aunque con un desarrollo 

fragmentado y sin un reconocimiento constitucional expreso. 

 

28. Uno de los primeros antecedentes normativos se encuentra en la 

reforma de mil novecientos ochenta y nueve al Código de Comercio7, 

mediante la cual se integró al ordenamiento la figura del arbitraje 

comercial como medio alternativo para la solución de controversias 

mercantiles. Con ello, se sentaron las bases para una regulación 

moderna del arbitraje, inspirada en estándares internacionales, pero 

limitada a un ámbito específico del derecho privado. 

 

29. En el plano local, en mil novecientos noventa y siete, y aun sin existir un 

mandato constitucional que lo previera, se promulgó en el Estado de 

Quintana Roo la primera ley en el país que reguló de manera general 

los Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. La 

denominada Ley de Justicia Alternativa del Estado de Quintana Roo 

contempló de manera específica la mediación, la conciliación y el 

arbitraje en asuntos de derecho privado y entre particulares, con el 

propósito de descongestionar la impartición de justicia en dichos 

ámbitos dentro de la entidad. Para tales efectos, la ley dispuso la 

creación de un Centro de Asistencia Jurídica, concebido como un 

 
7 Véase Exposición de Motivos del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones del Código de Comercio, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de enero 
de 1989, donde se explica la incorporación del Título Cuarto del Libro Quinto (“Del Procedimiento 
Arbitral”) como primera regulación sistemática del arbitraje comercial en México, así como su 
alineación con la Convención de Nueva York (1958), la Convención de Panamá (1975) y la Ley 
Modelo de la CNUDMI (1985). 
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órgano desconcentrado del Poder Judicial local, encargado de 

sustanciar este tipo de procedimientos8. 

 

30. Ahora bien, aunque la Ley de Justicia Alternativa del Estado de 

Quintana Roo contemplaba la obligatoriedad de agotar un 

procedimiento conciliatorio previo a acudir a la instancia judicial, es 

importante aclarar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación si bien 

no analizó directamente dicha legislación local, al estudiar una 

disposición federal que imponía un requisito similar (Ley General de 

Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros), determinó que 

imponer obligatoriamente una etapa conciliatoria previa al acceso a los 

tribunales contraviene la garantía de justicia pronta y expedita 

prevista en el artículo 17 constitucional, pues introduce una 

restricción no prevista por la Constitución al derecho de acudir 

directamente ante los órganos jurisdiccionales del Estado9. 

 

31. A pesar de ello, varias legislaturas locales expidieron leyes de justicia 

alternativa, lo que generó un mosaico normativo heterogéneo, sin una 

técnica legislativa uniforme ni parámetros constitucionales que dotaran 

de unidad al sistema. Fue hasta la reforma constitucional del 

dieciocho de junio de dos mil ocho que los MASC aparecieron de 

manera expresa en la Constitución Federal, aunque exclusivamente en 

el ámbito penal, como parte de la adecuación al sistema acusatorio oral. 

 

 
8 Artículo 5°. Se crea el Centro de Asistencia Jurídica como Órgano Desconcentrado del Poder 
Judicial del Estado, encargado de sustanciar procedimientos de conciliación, mediación o arbitraje 
que pongan fin a los conflictos de carácter jurídico de naturaleza exclusivamente privada; así como 
proporcionar ayuda técnico-legal a aquellas personas que carecen de recursos para contratar 
abogados o defensores particulares. 
9 Consideración que encuentra apoyo en la tesis aislada P. CXII/97 del Pleno de este Alto Tribunal, 
de rubro siguiente: “JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA. LA OBLIGATORIEDAD DE AGOTAR UN 
PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO, PREVIAMENTE A ACUDIR ANTE LOS TRIBUNALES 
JUDICIALES, CONTRAVIENE LA GARANTÍA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 
CONSTITUCIONAL.”. Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época. Tomo VI, Julio de 1997, página 15. Registro digital 198208. 
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B. Doctrina constitucional sobre la justicia restaurativa 

 

32. Ahora bien, dicha reforma ha sido motivo de múltiples pronunciamientos 

de este Alto Tribunal, entre los que destacan contradicción de tesis 

220/201610 y los amparos en revisión 100/2021,11 244/202212 y 

797/2023.13 En dichos precedentes la extinta Primera Sala determinó 

que, a partir de ella, nació un nuevo sistema de justicia penal, un cambio 

de paradigma que obligó a replantear por completo los elementos que 

definen la manera en que se administra justicia. 

 

33. Es decir, con dicha reforma el poder constituyente no sólo modernizó el 

procedimiento penal, al establecer que será acusatorio y oral, orientado 

por los principios de publicidad, contradicción, concentración, 

continuidad e inmediación14; sino que también introdujo la justicia 

restaurativa y con ello creó nuevos caminos de solución para encausar, 

a través de los mecanismos alternativos, todos aquellos asuntos que 

podrían encontrar mejor solución que en el juicio. 

 

 
10 Resuelta en sesión correspondiente al día uno de febrero de dos mil diecisiete, por unanimidad de 
cinco votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Presidenta Norma Lucía 
Piña Hernández, en cuanto al fondo del asunto. 
11 Resuelto en sesión correspondiente al día uno de diciembre de dos mil veintiuno, por unanimidad 
de cinco votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández (Ponente) y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá quien se reserva el derecho de formular voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
12 Resuelto en sesión correspondiente al dieciséis de noviembre de dos mil veintidós, por unanimidad 
de cuatro votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien se reservó su derecho a formular 
voto concurrente, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y la Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat (Ponente). Ausente el Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. 
13 Resuelto en sesión correspondiente al día treinta de octubre de dos mil veinticuatro, por mayoría 
de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá (Ponente), Ana Margarita Ríos Farjat, y el Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. En 
contra del emitido por el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
14 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. […] 
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34. Como fundamento de lo anterior, se precisó que el artículo 17 de la 

Constitución Política del país, en lo que aquí interesa, establece: 

 
“Artículo 17. […] 
Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de 
controversias. En la materia penal regularán su aplicación, 
asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en los que 
se requerirá supervisión judicial. 
[…]” 

 

35. Así, se destacó que, con la reforma constitucional referida, ahora la 

justicia restaurativa y la retributiva coexisten en el sistema penal 

acusatorio. 

 

36. En este sentido, se precisó que la justicia retributiva15 significa infligirle 

a la persona imputada un daño a través de una pena, en especial, la 

privación de su libertad como retribución del daño que generó con la 

comisión de un delito, con el objetivo primario de sanción y 

adicionalmente, como medida ejemplar de disuasión hacia todos los 

gobernados: así el Estado reacciona en contra de los gobernados que 

cometan delitos. 

 

37. En cambio, la justicia restaurativa16 implica volver las cosas al estado 

en que se encontraban antes del hecho delictivo. Buscar que la persona 

imputada repare el daño que ha causado, sin declararlo “culpable” e 

imponerle propiamente una sanción, dado que no persigue sancionar, 

sino sólo reparar. Si bien no deja de tener como presupuesto la comisión 

de un hecho considerado como delito, lo cierto es que no pretende 

 
15 ROXIN, Claus, Derecho Penal, Parte General, Tomo I, Thomson-Civitas, Navarra, 2007, págs. 81 
a 85. 
16 GORDILLO SANTANA, L.F., La Justicia Restaurativa y la Mediación Penal, Ed. Iustel, Madrid, 
2007, págs. 39-45; y CHRISTIE, “Conflicts as Property”, British Jornal of Criminology, vol. 17, núm. 
1, 1976. 



AMPARO EN REVISIÓN 60/2025 

28 
 

declarar una responsabilidad penal e imponer una pena aflictiva, 

especialmente la de prisión. 

 

38. Así, se, determinó que los procesos de justicia restaurativa se sustentan 

en un cambio de paradigma, entendido como un proceso en donde las 

partes involucradas en un conflicto originado por la comisión de un 

delito, acuerdan solucionarlo tratando las consecuencias del delito y sus 

implicaciones para el futuro, esto es, demanda que las partes envueltas 

en el conflicto sean los protagonistas, no un tercero, que en el juicio es 

el Estado: tanto como parte actora (Fiscal) como la autoridad decisora 

(persona juzgadora). 

 

39. Dicho de otro modo, mientras que la justicia retributiva se enfoca en 

el castigo del infractor, la justicia restaurativa se enfoca en reparar el 

daño causado a las víctimas y a la comunidad, involucrando a todas las 

partes del conflicto. 

 

40. Por lo anterior, los mecanismos alternativos de solución de 

controversias, surgen del modelo establecido por la justicia 

restaurativa, pues buscan procurar la reparación del daño y para 

lograrlo, si es necesario, se prescinde de la pena, como ocurre en la 

suspensión condicional del proceso, pero no siempre o al menos no de 

toda la pena, como en el procedimiento abreviado. 

 

41. Ahora bien, es importante destacar que, pese al carácter determinante 

de que se le da a la voluntad de las partes en los Mecanismos 

Alternativos, estos no llegan a considerarse un asunto privado. Es 

decir, si bien, la decisión de participar en un proceso restaurativo, a qué 

tipo de acuerdo va a llegar y algunas veces incluso la forma en la cual 

el proceso restaurativo será conducido, son decisiones exclusivas de 

las partes, el Estado no deja de conservar un rol significativo porque: a) 
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establece el marco legal dentro del cual se desarrollan los procesos 

restaurativos; b) decide qué casos pueden ser encausados; c) supervisa 

la legalidad en los procesos; y d) vela por el cumplimiento de los 

acuerdos. 

 

42. Ahora bien, los beneficios inmediatos hacia los partícipes, reparación 

del daño para la víctima y para la persona imputada evitar la tramitación 

de un proceso que culmine con la imposición de una pena, no son el 

único efecto relevante de los Mecanismos Alternativos. 

 

43. Por ejemplo, la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, al resolver la contradicción de tesis 141/2021,17 puntualizó 

que la incorporación de esas formas alternas de solución de 

controversias se justificó sobre la base de que en nuestro país se 

identificó el empleo de recursos públicos en persecuciones penales 

extensas, costosas y de muy cuestionable interés para la seguridad 

pública. 

 

44. Al respecto, afirmó que en el ámbito penal se decía que se rigen por una 

legislación violatoria de derechos humanos, como el de presunción de 

inocencia, al permitir juzgar a los gobernados privados de su libertad en 

la mayoría de los casos y en las que, en muchas ocasiones, el pago de 

la reparación del daño a cargo de la persona sentenciada queda sin 

cumplimentarse. 

 

45. En ese sentido, se expuso que las medidas alternas de solución de 

conflictos se consideraron como un punto de partida para fomentar la 

 
17 Resuelta en la sesión correspondiente al día tres de noviembre de dos mil veintiuno, por mayoría 
de tres votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández (Ponente) y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en contra de los emitidos por el Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat (Presidenta). El Ministro Pardo 
Rebolledo indicó que deja su proyecto original como voto particular, al cual se sumó la Ministra Ríos 
Farjat. 
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educación para la no violencia en los diferentes sectores de la sociedad 

y la resolución sana de conflictos, que propician una participación más 

activa de la población para encontrar otras formas de relacionarse entre 

sí, donde se privilegie la responsabilidad personal, el respeto entre las 

personas y la utilización de la negociación y la comunicación para el 

desarrollo colectivo. 

 

46. Lo anterior, porque con su implementación se consideró que podrían 

alcanzarse finalidades específicas y esenciales, como son: 

 

a) Evitar el riesgo de colapsar a las instituciones ante las exigencias 
legales y administrativas que implica el modelo de justicia, en 
tanto permiten despresurizar las altas cargas de trabajo de los 
órganos jurisdiccionales. 
 

b) Incrementar la eficiencia y racionalidad en la aplicación de 
recursos públicos para la persecución de los delitos, 
disminuyendo los costos, tanto para el sistema de justicia como 
para las partes involucradas, al centrar las capacidades 
institucionales en la investigación y persecución de ciertos delitos. 
 

c) Garantizar el acceso a la justicia pronta y expedita, al agilizar el 
desempeño de los tribunales en la solución de conflictos. 
 

47. Así, en el precedente mencionado también se sostuvo que de acuerdo 

con el proceso legislativo respectivo, la promoción de mecanismos 

alternos de solución de controversias en muchas ocasiones resultan 

más apropiados para los fines de la justicia, que la imposición de una 

pena de prisión, al restituir a la persona agraviada en el pleno goce de 

sus derechos y reconstruir el orden social quebrantado por medio de la 

restitución y no de la represión, por lo que la instancia penal debería ser 

la última a la que se recurra. 

 

C. Reforma constitucional de dos mil diecisiete 
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48. El punto de inflexión en la constitucionalización de los MASC fuera del 

ámbito penal ocurrió con la reforma publicada el cinco de febrero de 

dos mil diecisiete, mediante la cual se adicionó la fracción XXIX-A al 

artículo 73 constitucional18, otorgando al Congreso de la Unión la 

facultad de expedir la Ley General que estableciera los principios y las 

bases en materia de mecanismos alternativos de solución de 

controversias –con excepción de la materia penal–. 

 

49. La exposición de motivos que acompañó la iniciativa de dicha reforma 

constitucional identificó un problema estructural en el modelo de justicia 

cotidiana: la ausencia de criterios uniformes en la regulación de los 

mecanismos alternativos de solución de controversias, lo cual generaba 

asimetrías territoriales, falta de profesionalización y estándares dispares 

en cuanto a principios, procedimientos y perfiles de quienes los 

conducen. Se destacó que, si bien diversas entidades federativas 

habían desarrollado marcos normativos en la materia, la existencia de 

diferentes regulaciones o normativas en distintas jurisdicciones impedía 

contar con un sistema nacional coherente y accesible para todos los 

gobernados. 

 

50. Ante ello, se propuso habilitar al Congreso de la Unión para expedir una 

ley general que estableciera bases mínimas comunes para el 

funcionamiento de los MASC en el país, con el fin de garantizar 

condiciones homogéneas de acceso, calidad, profesionalización y 

eficacia, sin desplazar las facultades de las entidades federativas para 

desarrollar y ampliar dichos mecanismos conforme a sus necesidades 

locales. 

 
18 “Artículo 73. El congreso tiene facultad: 

[…] 

XXIX-A. Para expedir la ley general que establezca los principios y bases en materia de mecanismos 
alternativos de solución de controversias, con excepción de la materia penal. 

[…]” 
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51. Los trabajos realizados en el marco de la agenda de Justicia Cotidiana 

–particularmente los diagnósticos técnicos elaborados por instituciones 

académicas y organismos especializados– concluyeron que México 

requería un modelo que fortaleciera mecanismos autocompositivos, que 

constituyen instrumentos indispensables para mejorar el acceso a la 

justicia, reducir costos, evitar la saturación judicial y promover 

soluciones colaborativas basadas en diálogo, voluntariedad y 

corresponsabilidad. Se identificó que su eficacia dependía de contar con 

parámetros mínimos homogéneos, especialmente respecto de 

principios rectores, perfiles de facilitación y efectos jurídicos de los 

acuerdos alcanzados. 

 

52. La reforma constitucional de dos mil diecisiete elevó a rango 

constitucional su diseño institucional, al facultar al Congreso de la 

Unión para emitir una ley general que asegurara su operación bajo 

estándares comunes en todo el territorio nacional. La finalidad 

constitucional consistía, por lo tanto, en garantizar que los gobernados 

pudieran acceder a mecanismos alternativos de solución de 

controversias en condiciones de calidad, profesionalismo y 

homogeneidad, como parte integrante del derecho de acceso a la 

justicia reconocido en el artículo 17 de la Constitución. 

 

53. El constituyente configuró un modelo dual para la comprensión de los 

mecanismos alternativos de solución de controversias. Por un lado, el 

artículo 17 reconoce su utilización como una manifestación del derecho 

de acceso a la justicia, lo que implica que dichos mecanismos 

constituyen modalidades legítimas y constitucionalmente válidas para 

que las personas puedan resolver conflictos de manera eficaz, 

voluntaria y no adversarial. Por otro, el artículo 73, fracción XXIX-A, 

faculta al Congreso de la Unión para establecer las bases mínimas que 
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aseguren su funcionamiento bajo estándares homogéneos en todo el 

territorio nacional, respetando el diseño federal y la libertad normativa 

de las entidades federativas para desarrollar, adaptar o ampliar estos 

instrumentos. 

 

54. En este panorama, puede afirmarse que la evolución constitucional y 

legislativa delineó un tránsito gradual desde experiencias locales 

aisladas hacia un modelo nacional articulado. La reforma de dos mil 

diecisiete respondió a la necesidad de dotar al país de un marco 

normativo homogéneo que garantizara que los mecanismos alternativos 

–en cualquiera de sus manifestaciones– operaran bajo principios y 

estándares comunes, sin perder su naturaleza flexible, voluntaria y 

orientada a la solución colaborativa de conflictos. 

 

55. Así, el reconocimiento constitucional de los MASC y la habilitación al 

Congreso de la Unión para fijar las bases mínimas de su funcionamiento 

derivaron en la expedición de la Ley General en Materia de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, cuyo 

objeto consiste en establecer los elementos esenciales para su 

operación en todo el territorio nacional y armonizar su estructura 

institucional, sin desconocer la diversidad de prácticas y modelos 

existentes en las entidades federativas. 

 

D. Emisión de la LGMASC en dos mil veinticuatro 

 

56. En este contexto, el veintiséis de enero de dos mil veinticuatro, se 

emitió la Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias. Del proceso legislativo respectivo, se advierte que hubo 

consenso al reconocer que existía una omisión legislativa,19 por no 

 
19 Incluso, en la iniciativa de las Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos, Segunda del 4 de 
diciembre de 2023, se tomó como referencia la resolución del Amparo en Revisión 651/2022 resuelto 
por la otrora Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 9 de agosto de 2023, 
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haberse expedido la Ley General desde el año dos mil diecisiete hasta 

el año dos mil veinticuatro, por lo que resultaba imperante su urgente 

emisión.20 

 

57. De las iniciativas presentadas, se desprende que el Congreso Federal 

coincidió con los objetivos que se planteó el Poder Reformador en la 

reforma constitucional del dos mil diecisiete: (i) la creación de la 

legislación general deberá establecer un piso mínimo para la regulación 

de los mecanismos a nivel nacional y (ii) se deberá promover la 

implementación de dichos mecanismos para transformar el paradigma 

tradicional de justicia impartida exclusivamente por órganos 

jurisdiccionales, impulsando una participación más activa de la 

ciudadanía en la gestión de sus propios conflictos. 

 

58. No obstante, se advierte que el Congreso Federal planteó una razón 

adicional orientada a reconocer a los mecanismos alternativos de 

solución de controversias como un auténtico derecho humano. Al 

respecto, se reconoció que el artículo 17 constitucional no se limita a 

garantizar el acceso a los tribunales previamente establecidos, sino que 

 

donde se determinó que, al ser una competencia de ejercicio obligatorio a cargo del Congreso de la 
Unión:  

“69. Por lo tanto, en el caso concreto esta Segunda Sala concede el amparo para el efecto de que 
el Congreso de la Unión cumpla con la obligación contenida en el artículo segundo transitorio del 
Decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de cinco de febrero 
de dos mil diecisiete.  

70. Por ello, deberá iniciar el proceso legislativo correspondiente a la brevedad posible y de manera 
prioritaria, por conducto de la Cámara de Diputados y/o la Cámara de Senadores, durante el período 
de sesiones que se encuentre en curso o en el siguiente periodo ordinario.”  
20 Debe destacarse que este proceso legislativo se integra con 5 iniciativas: (i) Senadores Julio 
Menchaca Salazar, Ricardo Monreal Ávila y Rubén Rocha Moya -MORENA y PES- (20 de julio de 
2020); (ii) Senador Martí Batres Guadarrama -MORENA- (14 de octubre de 2020); (iii) Senador David 
Ortiz Salinas -Movimiento Ciudadano-; (iv) Senadora Olga María Sánchez Cordero Dávila -
MORENA- (24 de enero de 2023); y (v) Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos, Segunda 
(4 de diciembre de 2023) -esta iniciativa recogió las 4 previamente presentadas-. 
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también abre la posibilidad de que los conflictos puedan resolverse 

mediante vías alternas previstas en la ley.21 

 

59. En la misma lógica, se resaltó que el artículo 1º constitucional impone 

al Estado la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos, lo que incluye armonizar la legislación interna con 

los tratados internacionales. De ahí que el establecimiento de los 

mecanismos alternos se haya entendido como una manifestación 

concreta del derecho humano de acceso a la justicia, conforme lo 

reconocen el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos22 y el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos23. Así, los Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias se configuran no únicamente como instrumentos de 

política judicial, sino como parte de las garantías mínimas que deben 

estar al alcance de todas las personas para hacer efectivos sus 

derechos. 

 

 
21 Ver por ejemplo, las iniciativas de los Senadores Julio Menchaca Salazar, Ricardo Monreal Ávila 
y Rubén Rocha Moya; de la Senadora Olga María Sánchez Cordero Dávila; y de las Comisiones de 
Justicia y de Estudios Legislativos. 
22 “Artículo 8. Garantías Judiciales 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 
por un juez o tribunal competente independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

[…]” 
23 “Artículo 14 

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá 
derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de 
carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de 
carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por 
consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o 
cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en 
opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar 
a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, 
excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las actuaciones 
referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 

[…]” 
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60. El reconocimiento de estos mecanismos como derecho humano, fue 

confirmado en el Dictamen de las Comisiones respectivas del Senado 

de la República, en donde se acentuó este carácter: 

 
“TERCERA. El acceso a la jurisdicción del Estado es un derecho humano, los 
mecanismos alternativos de solución de controversias como la negociación, 
mediación y conciliación, se encuentran también reconocidos como un 
derecho humano a la dignidad de acceso a la jurisdicción del Estado, y pueden 
ser practicados válidamente siempre que sean procedentes y se encuentren 
reconocidos por la legislación. Los mecanismos alterativos de solución de 
conflictos cada vez están teniendo mayor uso; su flexibilidad, permite que las partes 
en conflicto vean resultados en menos tiempo, lo que no ocurre cuando estamos 
frente a un proceso preestablecido, como acontece en los juicios regulados por 
determinada norma jurídica procesal. 

[…] 

DÉCIMA. Los Derechos Humanos son los que posee la persona por el solo hecho 
de serlo, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar, de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Como se ha venido señalando, el artículo 17, segundo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contempla el derecho 
fundamental de acceso a la justicia como el derecho público subjetivo que toda 
persona tiene para que se le imparta justicia por tribunales expeditos, dentro de los 
plazos y términos previstos por las leyes, bajo principios de prontitud, justicia 
completa e imparcial. En el cuarto párrafo del mismo precepto constitucional, 
se han reconocido como un derecho humano para acceder a la justicia los 
mecanismos alternativos de solución de controversias. 

DÉCIMA SEGUNDA. En el contexto internacional, la Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptó la resolución 40/34 el 29 de noviembre de 1985, conocida 
como "Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas 
de Delitos y Abuso de Poder", que obliga a los Estados parte a establecer los 
arreglos institucionales necesarios para que las víctimas sean tratadas con 
compasión y respeto a su dignidad, otorgándoles acceso a los mecanismos de 
justicia, garantizando su reparación del daño. En dicha resolución se contempla 
la utilización cuando proceda, de mecanismos oficiosos para la solución de 
controversias, incluidos la mediación, el arbitraje y las prácticas de justicia 
consuetudinaria o autóctonas, a fin de facilitar la conciliación y la reparación a 
favor de las víctimas.  

Es relevante considerar que las obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos exigen que los Estados respeten, protejan y realicen los derechos 
humanos de las personas que se encuentran en su territorio y/o su jurisdicción, por 
lo que, resulta conveniente tomar en cuenta las fortalezas y las debilidades de los 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, a fin de consolidar el 
principio de progresividad, y con ello poder cumplir los parámetros 
convencionales de derechos humanos, ante retos tan grandes como lo es la 
pacificación, la eficacia de los órganos jurisdiccionales y la cultura de paz. 

DÉCIMA TERCERA. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
indica que los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, como la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la 
dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos 
iguales e inalienables. 
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DÉCIMA CUARTA. La Convención Americana sobre Derechos Humanos, señala a 
las garantías judiciales, como los lineamientos para llevar a cabo y tener acceso a 
un debido proceso o defensa, que consiste en el derecho que tiene toda persona a 
ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o 
tribunal competente, independiente e imparcial. 

Asimismo, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, adoptó una 
resolución que contiene un conjunto de "Principios Básicos sobre la Utilización de 
Programas de Justicia Restaurativa en Materia Penal", los cuales brindan una 
directriz para autoridades, organizaciones comunitarias y a los funcionarios de la 
justicia penal involucrados en el desarrollo de respuestas de justicia restaurativa a 
la delincuencia en su sociedad. 

Si bien es un precedente en lo que a materia penal se refiere, permitió ampliar el 
panorama respecto de lo que a programas de justicia restaurativa se trata, ya que 
pueden ser utilizados para reducir la carga del sistema de justicia y para desviar 
casos fuera del mismo. 

[…] 

DÉCIMA SÉPTIMA. El Poder Judicial de la Federación ha sustentado que la reforma 
al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, encuentra su telos en 
lograr que la justicia sea impartida de manera rápida y eficaz.  

En ese orden de ideas, señala que el Poder Reformador de la Constitución estimó 
que los justiciables tuvieran la posibilidad de acceder a los métodos alternativos de 
solución de conflictos como una opción al proceso jurisdiccional, para fomentar la 
cultura del diálogo, el respeto por el otro, la agilidad y eficacia, entre otros, que los 
medios alternativos tienen. 

En virtud de las consideraciones expuestas, el Poder Judicial Federal estima que 
con esa reforma constitucional, el Estado deja de tener el monopolio para dirimir las 
controversias entre particulares y da cabida a los medios alternativos para resolver 
los conflictos, para que de una forma expedita y de fondo, las partes con ayuda de 
terceros imparciales, resuelvan expedita, equitativa y flexiblemente los conflictos.  

Por tanto, la importancia y trascendencia de la citada reforma consiste en elevar a 
rango constitucional el derecho humano de acceso a los medios alternativos de 
justicia de naturaleza civil, para que los conflictos se resuelvan de una manera 
rápida, ágil, pacífica y eficaz, al ser herramientas para revolucionar el sistema 
tradicional de justicia, los cuales derivan de lo establecido en el párrafo quinto del 
artículo 17 de la Constitución Federal. 

[…] 

DÉCIMA NOVENA. En la Jurisprudencia 1a./J. 103/2017 (10a.) la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (SCJN) ha señalado que de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
deriva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición 
a determinados factores socioeconómicos y políticos, el derecho a una tutela 
jurisdiccional efectiva y, a los mecanismos de tutela no jurisdiccional que 
también deben ser efectivos y fundamentados constitucional y legalmente; siendo 
éstos últimos primordiales para garantizar el derecho de acceso efectivo a la justicia. 

[…] 

VIGÉSIMA QUINTA. El proyecto no pretende expedir únicamente la Ley General, 
sino que contiene un artículo segundo, que es parte del Proyecto de Decreto, 
mediante el cual se busca reformar el artículo 86 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, a fin de que Consejo de la Judicatura Federal pueda 
designar a las personas responsables de la Plataforma Nacional de Personas 
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Facilitadoras y del Sistema Nacional de Información de Convenios, así mismo lo 
relativo para su creación y actualización.  

Además, con ello se busca que el Poder Judicial de la Federación pueda impulsar, 
fomentar y difundir el uso de los mecanismos alternativos de solución de 
controversias como un derecho humano para garantizar el acceso efectivo a la 
justicia, así como estar en posibilidad de crear un Centro Público del ámbito federal.  

De conformidad con el régimen transitorio, el Consejo de la Judicatura Federal 
contará con un plazo máximo de 180 días naturales, para la creación de la 
Plataforma Nacional de Personas Facilitadoras y del Sistema Nacional de 
Información de Convenios (Tercero). […]” 

 

61. Además, en las iniciativas se destacó que conforme al Plan Nacional de 

Desarrollo 2019-2024 se impulsó como política para todo el país la 

cultura de la paz como una opción para erradicar la violencia y los 

conflictos en el país, lo cual ponía de manifiesto la importancia de la Ley 

General: 

 

“Al margen de la ley, nada; por encima de la ley, nadie. Ante el sistemático 
quebrantamiento de las leyes, tanto en su espíritu como en su letra, hemos de 
desempeñar el poder con estricto acatamiento al orden legal, la separación de 
poderes, el respeto al pacto federal, en observancia de los derechos sociales, 
colectivos y sociales, empezando por los derechos humanos, y el fin de la represión 
política; nada por la fuerza; todo, por la razón; solución de los conflictos mediante 
el diálogo; fin de los privilegios ante la ley y cese de los fueros. 

[…] 

La Estrategia Nacional de Seguridad Pública, aprobada recientemente por el 
Senado de la República, establece los siguientes objetivos:  

[…] 

6. Emprender la construcción de la paz. Como elementos consustanciales a la 
estrategia de seguridad se promoverá la adopción de modelos de justicia 
transicional, la cultura de paz y la recuperación de la confianza en la autoridad. Ante 
la imposibilidad de derrotar las diversas expresiones delictivas por medios exclusiva 
o preponderantemente policiales y militares y frente al absurdo de querer pacificar 
con métodos violentos, resulta imperativo considerar la adopción de modelos de 
justicia transicional que garanticen los derechos de las víctimas y que, al mismo 
tiempo, hagan posible el desarme y la entrega de los infractores, a quienes se les 
respetará sus derechos legales y se les propondrá un cambio de vida; se revisarán 
los expedientes de acusados y sentenciados a la luz de las lógicas de pacificación 
a fin de determinar si sus casos pueden ser objeto de amnistía o indulto, 
condicionados en todos los casos al cumplimiento de los cuatro ejes de la justicia 
transicional: verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición. Se establecerá 
lo antes posible el Consejo para la Construcción de la Paz, que será una instancia 
de vinculación y articulación entre todas las instituciones y actores de México y del 
extranjero que trabajen por la paz. El gobierno federal invitará en todas estas 
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acciones a representaciones de la CNDH y a observadores designados por la 
Organización de las Naciones Unidas.”24 

 

62. Lo anterior fue compartido en el Dictamen de las Comisiones de la 

Cámara de Senadores, donde se reconoció que la inclusión de los 

MASC era acorde con la política pública de impulsar la cultura de la paz, 

como una opción para erradicar la violencia y los conflictos en el país, 

específicamente se estableció: 

 

“VIGÉSIMA PRIMERA. Para estas Comisiones Legislativas, no pasa desapercibido 
que en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, el Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos estableció la obligación de impulsar la cultura de la paz como una 
opción para erradicar la violencia y los conflictos en el país; adicionalmente, como 
estado miembro de la ONU, se encuentra vinculado a la agenda 2030, que cuenta 
con 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible, que buscan poner fin a la pobreza, 
proteger el planeta y garantizar que todas las personas gocen de paz y prosperidad; 
destaca el ODS-16, Justicia, Paz e Instituciones Sólidas, en donde se busca 
"Promover el estado de derecho en los planos nacional e internacional y garantizar 
la igualdad de acceso a la justicia para todos"; en tal virtud, los mecanismos 
alternativos de solución de controversias son vitales en la pacificación del 
país, porque traen aparejada directamente su contribución a la paz y 
estabilidad de la sociedad. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. El mantenimiento de la Paz es uno de los Principales 
Objetivos de las Naciones Unidas, tal como lo señala el artículo 1o de la Carta de 
las Naciones Unidas. Como se expuso líneas arriba, este propósito encuentra 
equivalente en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 que ha trazado el objetivo 
claro de emprender la pacificación del País y que, además lo ha fijado como un eje 
transversal en diversas políticas de Estado. Como resultado de los lamentables 
sucesos que representó la Segunda Guerra Mundial, en 1945 surgió la idea de la 
existencia de un Derecho Humano a la Paz como precondición para el efectivo 
acceso y goce del resto de los derechos y como condición inherente a todos 
los humanos. Las últimas décadas se ha generado un intenso debate político y 
académico sobre la necesidad del reconocimiento de este Derecho, así como de la 
necesidad de regularlo en el ámbito internacional como en los sistemas jurídicos 
domésticos. […]” 

 

63. Por otro lado, se reiteró que la ley, al ser de carácter general, tenía por 

objeto: (i) distribuir las competencias entre los diversos órdenes de 

gobierno en la materia de mecanismos alternativos, por ello, será 

aplicada por autoridades federales, estaduales y municipales, por lo que 

incidirá positivamente en todo el territorio mexicano; y (ii) sentar las 

 
24 Ver iniciativa presentada por los Senadores Julio Menchaca Salazar, Ricardo Monreal Ávila y 
Rubén Rocha Moya de los Partidos Políticos de MORENA y PES, del 20 de julio de 2020. 
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bases para su regulación, homologando los estándares mínimos en los 

MASC que deberán ser considerados en la normatividad federal, estatal 

y municipal, según corresponda.25 

 

64. Bajo dicho contexto, con un amplio consenso, se aprobó la Ley General 

de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias,26 que se 

encuentra integrada por 144 artículos distribuidos bajo la siguiente 

estructura: 

 

• Capítulo l. Naturaleza y Objeto. 

• Capítulo II. De la Competencia, en donde se aborda lo relativo al 

Consejo Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias, los Centros de Mecanismos Alternativos de 

Solución de Controversias y el apartado relativo a la regulación de 

las Personas Titulares de los Centros Públicos. 

• Capítulo III. De las Personas Facilitadoras y su Certificación que 

contempla lo relativo a la Certificación, suspensión, y revocación 

de la misma. 

• Capítulo IV. De los Registros y la Plataforma Nacional, que 

establece los Registros de Personas Facilitadoras, tanto Federal, 

como el correspondiente de las entidades federativas; se 

comprende una sección relativa a la Plataforma Nacional de 

Personas Facilitadoras, administrada por el Consejo de la 

Judicatura Federal. 

• Capítulo V. De las Partes. 

• Capítulo VI. De la Tramitación de los Mecanismos Alternativos de 

Solución de Controversias, en donde se detalla el procedimiento 

 
25 Ver iniciativa de las Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos, Segunda. 
26 De la discusión en la Cámara de Senadores se advierte que el proyecto de decreto fue aprobado 
por 101 votos a favor; cero votos en contra y 2 abstenciones. Únicamente se plantearon dos reservas 
a los artículos 21 y 81, que finalmente fueron modificados en beneficio de los derechos de las 
personas. En el caso de la discusión en la Cámara Revisora, no hubo mayor discusión al respecto. 
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de los Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias; 

una sección novedosa de Justicia Restaurativa y sus Procesos y 

lo relativo a la Solución de Controversias en Línea. 

• Capitulo VII. Del Convenio, que regula los requisitos y efectos del 

Convenio; se regula el Sistema de Convenios y se crea el Sistema 

Nacional de Información de Convenios. 

• Capítulo VIII. De los Centros de Mecanismos Alternativos de 

Solución de Controversias en el ámbito administrativo, el cual 

aborda lo relativo a los Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias en el ámbito administrativo; la instalación de un 

Consejo de Justicia Administrativa, la regulación de las Personas 

Facilitadoras en el ámbito contencioso administrativo, la 

tramitación de los MASC en el ámbito administrativo, así como lo 

correspondiente al Convenio. 

• Capitulo IX. Régimen de Responsabilidades y Sanciones. 

 

65. Además, se aprobó un apartado con 17 artículos transitorios 

tendentes a regular el plazo para que las legislaturas locales realicen 

las adecuaciones normativas correspondientes, las reglas de transición 

para garantizar la continuidad de los procedimientos iniciados antes de 

la reforma, la vigencia de certificaciones de facilitadores hasta su 

renovación, la preservación de la información en registros y sistemas 

electrónicos existentes y la permanencia de titulares de centros públicos 

hasta concluir sus periodos de nombramiento. 

 

66. De igual forma, en el régimen transitorio se disponen los plazos para la 

instalación y funcionamiento de órganos como el Consejo Nacional y el 

Consejo de Justicia Administrativa, a quienes se asigna la tarea de 

emitir lineamientos y reglamentos internos; se ordena a los poderes 

judiciales federales y locales la creación de registros de facilitadores y 
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sistemas de convenios, así como la implementación de metodologías y 

lineamientos para la justicia restaurativa y terapéutica. Finalmente, se 

establece la obligación de prever en los presupuestos federales y 

locales los recursos necesarios para la implementación de las 

disposiciones, garantizando así la operatividad de la nueva normativa. 

 

E. Naturaleza de los MACS como parte del derecho humano de 

acceso a la justicia 

 

67. A partir del proceso legislativo que dio origen a la LGMASC impugnada, 

este Alto Tribunal considera necesario establecer su criterio respecto de 

la naturaleza de este tipo de mecanismos, que permitirá definir con 

claridad el parámetro a partir del cual deberá evaluarse su 

constitucionalidad. 

 

68. En primer término, este Alto Tribunal coincide en que el acceso a los 

mecanismos alternativos está estrechamente relacionado con el 

derecho humano que tienen todas las personas a acceder a la justicia. 

 

69. La incorporación de estos mecanismos en el orden constitucional 

mexicano no responde únicamente a razones de eficiencia institucional, 

sino que tiene un fundamento sólido en el marco constitucional y 

convencional de derechos humanos. Desde el artículo 17 

constitucional, se reconoce que el acceso a la justicia no se limita a la 

jurisdicción del Estado, sino que puede ejercerse mediante medios 

alternativos previstos legalmente, como la mediación, la conciliación 

o la negociación. Esa ampliación implica que el Estado mexicano cede 

parcialmente el monopolio exclusivo de resolución de conflictos, 

abriendo vías más ágiles, flexibles y accesibles para la ciudadanía. 
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70. Esta interpretación cobra especial relevancia si se considera que el 

derecho de acceso a la justicia debe entenderse en un sentido amplio, 

como el derecho de las personas a contar con medios efectivos y 

pacíficos para la resolución de sus controversias. 

 

71. Este entendimiento se desprende del propio texto constitucional del 

artículo 17 que, en su primer párrafo, prohíbe expresamente la 

autotutela y el uso de la violencia para reclamar derechos, 

estableciendo así que la función jurisdiccional –y, en general, los cauces 

institucionales de solución de conflictos– tienen como finalidad la 

preservación de la paz social mediante métodos racionales y no 

violentos. 

 

72. Por su parte, el artículo 1o. constitucional refuerza esa dimensión 

garantista, pues impone a todas las autoridades del Estado el deber de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos bajo 

los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. Por ello, la incorporación de mecanismos alternativos 

debe entenderse como parte del régimen en materia de derechos 

humanos reconocido en nuestro país.  

 

73. En ese sentido, diversos tratados internacionales de los que México es 

Parte –como la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(artículo 8) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

(artículo 14)–, si bien no regulan de manera expresa los MASC, sí 

exigen que los Estados garanticen vías efectivas, accesibles y no 

discriminatorias para la resolución de controversias. Ello refuerza la 

necesidad de contar con procedimientos institucionalizados que 

complementen la función jurisdiccional tradicional. 
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74. En la interpretación del Pacto de San José, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que los sistemas 

nacionales de justicia deben articular mecanismos restaurativos y 

alternativos para garantizar un acceso efectivo y real, no meramente 

formal, al sistema de justicia. En particular, su Informe sobre 

mecanismos nacionales de derechos humanos de 2023 reconoce que 

los sistemas jurisdiccionales deben complementarse con mecanismos 

institucionalizados de resolución de conflictos. Asimismo, que los MASC 

mejoran sustancialmente el acceso a la justicia, especialmente para 

grupos vulnerables, al ofrecer vías más ágiles y accesibles que los 

procedimientos jurisdiccionales ordinarios.27 

 

75. En el ámbito especializado, la Organización Internacional del Trabajo 

ha reconocido que la conciliación y el arbitraje voluntario forman 

parte de los estándares básicos de administración laboral, conforme a 

las Recomendaciones 92 (1951)28 y 158 (1978)29, lo cual evidencia que 

los mecanismos alternativos constituyen técnicas reconocidas 

internacionalmente para garantizar soluciones eficaces de conflictos. 

 

76. Asimismo, la Declaración de 1985 sobre los Principios 

Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso de 

Poder exhorta a los Estados a ofrecer mecanismos oficiosos, incluida 

la mediación y el arbitraje, para facilitar la conciliación y la reparación 

de las víctimas.30 

 

 
27 CIDH, Informe sobre mecanismos nacionales de derechos humanos, comunicado 28 mar. 2023; 
CIDH, Mecanismos, Mesas y Estrategias de Seguimiento (sitio oficial); A. Mera, Mecanismos 
Alternativos de Solución de Conflictos en América Latina, CEJA, 2016; Informe de cooperación Chile-
Honduras sobre mediación, 2022. 
28 OIT, Recomendación núm. 92 sobre la conciliación y el arbitraje voluntarios, 1951. 
29 OIT, Recomendación núm. 158 sobre la administración del trabajo, 1978. 
30 Asamblea General de la ONU, Resolución 40/34, Declaración sobre los Principios Fundamentales 
de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso de Poder, 29 nov. 1985. 
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77. De la misma forma, los Principios Básicos sobre Programas de Justicia 

Restaurativa adoptados por el Consejo Económico y Social de las 

Naciones Unidas mediante la resolución E/RES/2002/12, establecen 

lineamientos para garantizar que los mecanismos restaurativos sean 

voluntarios, imparciales y respetuosos de los derechos fundamentales, 

subrayando su función como vías efectivas de acceso a la justicia.31 El 

Manual de la UNODC sobre programas de justicia restaurativa 

subraya que estos métodos son herramientas esenciales para ofrecer 

acceso real a la justicia, sobre todo en contextos de saturación judicial 

y acceso desigual al sistema formal.32 

 

78. En materia mercantil, el marco internacional aplicable –particularmente 

la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias 

Arbitrales Extranjeras de 1958 (Convención de Nueva York) y la 

Convención Interamericana de Panamá de 1975– reconoce 

expresamente la validez y eficacia del arbitraje como mecanismo 

legítimo de solución de controversias, y obliga a los Estados parte a 

facilitar su utilización y a ejecutar los acuerdos y laudos arbitrales 

emitidos conforme a dichos instrumentos. 

 

79. De igual modo, el Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-

MEC) reconoce formalmente la solución de controversias mediante 

arbitraje internacional, imponiendo a los Estados la obligación de 

mantener marcos normativos que faciliten su operación y aseguren la 

eficacia de los convenios y laudos arbitrales, tanto en materia comercial 

como inversionista–Estado. 

 

 
31 ECOSOC, Resolución E/RES/2002/12, Basic Principles on the Use of Restorative Justice 
Programmes in Criminal Matters, 24 jul. 2002. 
32 UNODC, Handbook on Restorative Justice Programmes, 2ª ed., 2020. 
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80. En el ámbito comparado, la Directiva 2008/52/CE de la Unión Europea 

promueve que los Estados miembros faciliten el acceso a la mediación 

como mecanismo eficiente para la solución de controversias civiles y 

mercantiles, reforzando la convivencia entre los medios alternativos y 

los jurisdiccionales.33 

 

81. El origen moderno de los métodos alternativos también aporta 

credibilidad histórica a su reconocimiento. En Estados Unidos, desde la 

década de 1970 comenzaron a usarse mediadores en conflictos 

comunitarios: el Community Relations Service, creado bajo la Ley de 

Derechos Civiles de 1964, actuó ya en la década de 1970 como 

mediador en disputas civiles comunitarias (por ejemplo, en 1972 en 

casos penitenciarios) como mecanismo de gestión de conflictos 

locales.34 

 

82. Con el tiempo, estas prácticas evolucionaron y se institucionalizaron: 

cortes federales han adoptado formalmente alternativas de resolución 

de controversias (ADR) como mediación, que ahora es autorizada en la 

mayoría de distritos federales de los Estados Unidos Americanos35. La 

Alternative Dispute Resolution Act obliga a los tribunales federales a 

incorporar reglas de ADR en sus procedimientos internos.36 

 

83. Por su parte, en la doctrina se ha señalado que la solución amistosa 

permite articular remedios que respondan mejor a las necesidades de 

las víctimas y reparen integralmente las violaciones.37 Además, se ha 

sostenido que los mecanismos alternativos, cuando están bien 

diseñados, no solo complementan la justicia formal, sino que son 

 
33 Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008. 
34 Department of Justice, Community Relations Service (CRS), sitio oficial justice.gov/crs  
35 U.S. Courts, Alternative Dispute Resolution Now an Established Practice in Federal Courts, Judicial 
News, 2012. 
36 U.S. Congress, Alternative Dispute Resolution Act of 1998 (ADRA), Pub. L. 105–315. 
37 Dinah Shelton, Remedies in International Human Rights Law, 3ª ed., Oxford University Press, 2015. 

https://www.justice.gov/crs?utm_source=chatgpt.com
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extensión del derecho humano de tutela efectiva.38 También, se ha 

analizado el uso creciente de acuerdos amistosos ante el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos, subrayando sus ventajas de eficiencia 

y acceso, pero también los riesgos cuando no garantizan los derechos 

fundamentales.39 

 

84. Por otro lado, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 

que el derecho de acceso a la justicia incluye tanto la tutela jurisdiccional 

como la tutela no jurisdiccional, siempre que ambas sean eficaces y 

estén fundadas en la Constitución Federal y la ley.40  

 

85. En ese sentido, los MASC no pueden ser entendidos únicamente como 

instrumentos diseñados para aligerar la carga de trabajo de los 

tribunales o como medidas administrativas de descongestión judicial. 

Su verdadero alcance trasciende lo meramente pragmático, pues 

derivan directamente del reconocimiento constitucional del derecho de 

 
38 Jorge Contesse, “Settling Human Rights Violations,” Harvard International Law Journal, Vol. 57, 
2016. 
39 Veronika Fikfak, “Friendly Settlements before the European Court of Human Rights: Between 
Efficiency and Legitimacy,” International Journal of Constitutional Law, Vol. 20, 2022. 
40 SCJN, Jurisprudencia 1a./J. 103/2017 (10a.), Semanario Judicial de la Federación. DERECHO DE 
ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN. 

De los artículos 14, 17 y 20, apartados B y C, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, deriva el derecho de acceso 
efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición a determinados factores socioeconómicos y 
políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva y los mecanismos de tutela no jurisdiccional 
que también deben ser efectivos y estar fundamentados constitucional y legalmente. Ahora bien, en 
la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. SUS ALCANCES.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
definió el acceso a la tutela jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, 
dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a 
través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la 
defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión; de ahí que este derecho comprenda tres etapas, a las 
que corresponden tres derechos: (i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso 
a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las 
autoridades jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que va 
desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que concierne el derecho al debido 
proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las resoluciones emitidas. Ahora, 
los derechos mencionados alcanzan no solamente a los procedimientos ventilados ante Jueces y 
tribunales del Poder Judicial, sino también a todos aquellos seguidos ante autoridades que, al 
pronunciarse sobre la determinación de derechos y obligaciones, realicen funciones materialmente 
jurisdiccionales. 

javascript:void(0)
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acceso a la justicia. Como tales, constituyen garantías 

constitucionales que obligan al Estado a ofrecer procedimientos 

ágiles, imparciales y equitativos para resolver disputas, con 

independencia de que se activen o no los órganos jurisdiccionales 

tradicionales. 

 

86. Los mecanismos alternativos forman parte de la estructura normativa 

destinada a hacer efectivo el mandato del artículo 17 constitucional, que 

exige una justicia pronta, completa e imparcial. La inclusión de dichos 

mecanismos en el texto constitucional no responde a una lógica de 

eficiencia procesal aislada, sino a una visión de derechos humanos que 

reconoce la necesidad de diversificar los cauces institucionales para la 

resolución de conflictos. 

 

87. Dicho de otra forma, el acceso a la justicia no se agota en la posibilidad 

formal de acudir ante tribunales, sino que comprende también la 

existencia de procedimientos alternativos que permitan a las personas 

resolver sus diferencias de manera voluntaria, equitativa y pacífica, 

conforme a los principios de buena fe, confidencialidad e imparcialidad. 

 

88. Así, los mecanismos alternativos deben concebirse como parte del 

bloque de constitucionalidad de acceso a la justicia, lo que implica 

que su diseño, regulación y aplicación deben atender a los mismos 

estándares de igualdad, imparcialidad y debido proceso que rigen a los 

tribunales y los compromisos internacionales asumidos por el Estado 

mexicano. Solo así se garantiza que estas vías alternas no sean vistas 

como soluciones de segunda categoría, sino como expresiones 

legítimas y eficaces del derecho fundamental de todas las personas a 

resolver sus conflictos de manera justa, rápida y con respeto pleno a su 

dignidad. 
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89. Sentado el parámetro constitucional y convencional que rige a los 

mecanismos alternativos de solución de controversias, corresponde 

analizar los planteamientos formulados por la parte quejosa respecto 

del Primer Bloque de Impugnación, el cual se refiere a la inclusión y 

definición del arbitraje en los artículos 4 y 5 de la Ley General. 

 

VI.2 Primer Bloque: Alcance de la referencia al arbitraje en la 

LGMASC 

 

90. La parte quejosa sostiene que los artículos 4 y 5 de la LGMASC generan 

una contradicción normativa que vulnera el principio constitucional de 

seguridad jurídica. Afirma que el artículo 4 incluye al arbitraje dentro del 

catálogo de mecanismos alternativos de solución de controversias, 

mientras que el artículo 5 define a estos mecanismos como 

“procedimientos no jurisdiccionales cuyo objeto consiste en propiciar la 

avenencia […] a través de concesiones recíprocas”, lo que 

correspondería exclusivamente a mecanismos autocompositivos, como 

la mediación, la conciliación o la negociación. 

 

91. Desde esa óptica, la quejosa considera que dicha definición es 

incompatible con la naturaleza heterocompositiva del arbitraje, en la 

cual un tercero imparcial decide la controversia mediante un laudo 

vinculante. A su juicio, la LGMASC podría interpretarse en el sentido de 

someter al arbitraje a un régimen diseñado para mecanismos 

cooperativos de avenencia, con lo cual se desnaturalizaría su función y 

se generaría incertidumbre sobre el marco normativo aplicable. 

 

92. A partir de esa premisa, argumenta que la única interpretación 

constitucionalmente válida consiste en entender que la LGMASC 

únicamente menciona al arbitraje, pero no lo regula, de modo que su 

disciplina permanece íntegramente en el Código de Comercio y en los 
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tratados internacionales aplicables. Cualquier lectura que permita 

subsumir al arbitraje dentro de la definición general de MASC del 

artículo 5, sostiene, generaría confusión respecto a la forma en que la 

********** debe administrar procedimientos arbitrales y conduciría a la 

aplicación de reglas autocompositivas incompatibles con el modelo 

arbitral. 

 

93. Asimismo, la quejosa afirma que esta supuesta ambigüedad afecta 

directamente su situación jurídica, pues una parte sustancial de su 

actividad consiste en administrar arbitrajes con base en reglamentos 

internos alineados a la Ley Modelo de la CNUDMI. En su criterio, la 

LGMASC resultaría imprecisa respecto de si sustituye, complementa o 

compite con el marco arbitral comercial vigente, lo cual vulneraría el 

principio de seguridad jurídica. 

 

94. Finalmente, sostiene que el legislador federal habría excedido los 

límites de la facultad conferida por el artículo 73, fracción XXIX-A, al 

emitir definiciones genéricas de MASC, sin diferenciar claramente entre 

mecanismos autocompositivos y heterocompositivos, con lo cual se 

desnaturalizaría el arbitraje y se contrariarían los compromisos 

asumidos por México en la Convención de Nueva York de 1958, la 

Convención Interamericana de Panamá de 1975 y el Tratado entre 

México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC). 

 

95. Para analizar estos planteamientos, es necesario recordar que el 

arbitraje comercial se rige de manera principal por el Libro Quinto del 

Código de Comercio, el cual adopta la estructura y principios de la Ley 

Modelo sobre Arbitraje Comercial Internacional de la CNUDMI, así como 

por los tratados internacionales de los que México es parte, entre ellos 

la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias 

Arbitrales Extranjeras (Convención de Nueva York) y la Convención 
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Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional (Convención de 

Panamá). 

 

96. La decisión de armonizar el régimen interno con la Ley Modelo se 

desprende de la exposición de motivos del Decreto por el que se 

reformó el Libro Quinto del Código de Comercio41, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el cuatro de enero de mil novecientos ochenta 

y nueve, en la que se destacó la necesidad de contar con un sistema de 

arbitraje moderno, coherente con los instrumentos internacionales 

vigentes. Esa misma línea, se profundizó en la reforma de veintidós de 

julio de mil novecientos noventa y tres, en cuya exposición de motivos 

se subrayó que la Ley Modelo de la CNUDMI constituía una base idónea 

para uniformar el derecho procesal arbitral y promover a México como 

sede de arbitrajes comerciales internacionales, al incorporar principios 

como la autonomía de las partes, la flexibilidad procedimental, la 

neutralidad del foro, la mínima intervención judicial y la eficacia del 

laudo, como se desprende de la siguiente transcripción: 

 
“La modernización es, al exterior, una política activa, lo que significa no esperar sino 
adelantar iniciativas que contribuyan a aprovechar oportunidades para consolidar 
nuestro proyecto como nación. Iniciativas políticas que contribuyan a la distensión y 
al predominio de la negociación en el ámbito multilateral, en el arreglo de conflictos 
y diferencias entre los involucrados, configurando de esta manera un entorno más 
favorable para México. Asimismo, iniciativas económicas, técnicas y financieras que 
complementen y hagan rendir el esfuerzo interno y den expresión concreta a una 
mayor presencia y beneficio a México en su participación en los mercados 
internacionales. 

 
41 “En el Título Cuarto que se propone, se contiene las disposiciones fundamentales relativas al 
acuerdo de arbitraje, toda vez que existen algunas legislaciones estatales que no las contienen, por 
lo que resulta conveniente dar las normas básicas sobre el acuerdo arbitral y su procedimiento, las 
cuales reflejan los criterios dominantes en la materia contenidos en la legislación nacional. 

Especial comentario merecen las normas sobre arbitraje comercial e internacional, que son 
concordantes con las contenidas en las convenciones e instrumentos internacionales que a 
continuación se citan: 

La Convención sobre el Reconocimiento de las Sentencias Arbitrales Extranjeras, adoptada en 
Nueva York, Estados Unidos de América el 10 de junio de 1958 y publicada en el Diario Oficial de la 
Federación de 22 de junio de 1971; la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en 
el Extranjero, adoptada en Panamá el 30 de enero de 1975 y publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del 2 de mayo de 1978; y la Ley Modelo de la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional sobre Arbitraje Comercial Internacional, adoptada el 21 de junio de 
1985.” 
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A pesar de la incertidumbre proveniente del dinamismo con que se adapta y cambia 
en la actualidad el marco de las relaciones internacionales, se pude afirmar que en 
el futuro el desarrollo de los acontecimientos estará determinado por una creciente 
interdependencia a nivel regional y global. Ello se hace cada vez más evidente en 
diversas cuestiones como la del comercio, que se ha convertido en un elemento 
fundamental del Derecho Internacional. 

México está atento a estos avances en la integración, para adecuar sus acciones a 
las nuevas realidades, a partir del fortalecimiento de su soberanía. En respuesta a 
sus propios intereses, ha llevado a cabo importantes medidas de modernización que 
le permiten estar más preparado para competir internacionalmente e interactuar con 
mayor eficacia en un mundo cada vez más global, y para configurar una plataforma 
de acción conjunta con otros países y subregiones, en un momento en el que el 
cumplimiento de las normas básicas del Derecho Internacional podría estar 
amenazado por las aceleradas transformaciones políticas, económicas y sociales 
que se experimentan a nivel mundial. 

Como parte de su modernización económica, México vive hoy un importante 
proceso de cambio legislativo que facilita su completa incorporación al flujo del 
comercio mundial. Hemos entrado de lleno en una etapa de apertura comercial que 
nos está permitiendo aprovechar los beneficios de los mercados mundiales. Los 
tratados internacionales celebrados por el país, y los que están en vías de 
celebrarse, hacen necesario para su mejor aprovechamiento, que se proceda 
también a la actualización de las leyes comerciales, sobre todo las relativas a la 
contratación privada. 

En efecto, la intensa red de relaciones comerciales acerca cada vez más a los 
diferentes países, lo que ha dado a la figura del arbitraje comercial un mayor 
atractivo como instrumento práctico y expedito de solución de controversias 
mercantiles que llegan a presentarse en el curso de las relaciones comerciales. 
Destacan entre sus ventajas: celebridad, costo económico definido, así como una 
acentuada especialización, acordes con una sociedad en pleno desarrollo. 

En ese contexto, las lagunas legales en materia mercantil se pueden convertir en 
obstáculos al comercio cuando impiden o dilatan su desarrollo; es por ello que 
conviene, en la medida de lo posible, y cuidando siempre el respeto irrestricto del 
orden público, adecuar la legislación mercantil a las necesidades de la época. 

Con frecuencia se recurre al arbitraje comercial para la solución de controversias 
entre empresarios mercantiles; de modo principal para las que resultan de sus 
relaciones contractuales, sin excluir las que derivan las relaciones extra 
contractuales. 

La inserción de cláusulas de sometimiento al arbitraje en los contratos comerciales, 
así como los juicios arbitrales, se han multiplicado en las últimas décadas. 

El arbitraje comercial internacional ha probado su utilidad para la solución de los 
problemas que no reciben satisfacción adecuada a través de las soluciones 
tradicionales del Derecho Internacional Privado. En efecto, el método tradicional 
consiste en escoger a cuál o a cuales sistemas domésticos se debe recurrir para 
determinar tanto el Derecho aplicable al fondo de la controversia, como el foro donde 
se debe ventilar la misma. 

Hoy en día, dicho sistema, en general, resulta inadecuado para el tráfico 
internacional. Cuando las partes enfrentan estas controversias, es de lo más natural 
que cada parte prefiera que se aplique su derecho doméstico y que se escojan sus 
tribunales nacionales. En principio, se acepta y otorga plena validez al acuerdo de 
los interesados. Sin embargo, es frecuente que las partes hayan sido omisas, o que, 
no obstante que las partes estipulen el foro y el Derecho aplicable, prevalezca la 
incertidumbre acerca de cual será el foro que asuma competencia y cual el Derecho 
aplicable al fondo. En caso de conflicto de leyes o de competencias, no es raro que 
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los diferentes sistemas legales en conflicto la atribuyan, cada uno de ellos, a sus 
propios sistemas de Derecho, y que la competencia se surta en favor de los diversos 
países involucrados; e incluso, cabe la posibilidad de que, competencia y Derecho 
aplicable, se puedan dar en favor de un tercer país. 

El arbitraje ayuda a resolver estos problemas. En efecto, por acuerdo de voluntades, 
las partes, o en su caso, los árbitros, determinarían el Derecho aplicable a la relación 
concreta de que se trate. 

La tarea natural de los tribunales domésticos es la de aplicar sus leyes nacionales a 
casos de derecho interno. Cuando un tribunal judicial no aplica su derecho nacional 
encuentra que, con frecuencia, es casi insuperable la dificultad para probar, conocer 
e interpretar el derecho extranjero. Las partes sólo aportan al juez elementos para 
el conocimiento de determinadas reglas de ese derecho; es difícil exigir a los jueces 
de un país que apliquen el derecho extranjero como lo haría un juez de que se trate. 
Lo anterior se obvia con el arbitraje, ya que el tribunal arbitral se conforma 
normalmente por personas calificadas, especialistas en la rama del comercio que 
requiera el negocio. 

La dificultad para ejecutar las sentencias judiciales extranjeras es otra razón por la 
que en la actualidad se acude con frecuencia al arbitraje comercial internacional. Es 
más sencilla la ejecución de sus laudos arbitrales extranjeros que no son el producto 
de la actividad judicial de un tribunal extranjero, sino el resultado del encargo dado 
por las partes a los árbitros para que den solución a sus controversias. La 
experiencia ha demostrado que la mayoría de las veces las partes dan cumplimiento 
voluntario a los laudos arbitrales. Además, los países no imponen tantas reticencias 
porque no se trata de un acto proveniente de una autoridad judicial extranjera. 

De lo expuesto, pude concluirse que, en el comercio internacional es muy 
conveniente una legislación moderna sobre el arbitraje comercial, conocida 
universalmente, y de amplia aceptación en los medios comerciales internacionales; 
esas razones motivan la presente iniciativa de decreto que reforma y adiciona 
diversas disposiciones del Código de Comercio y del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 

De merecer la aprobación de ese honorable Congreso de la Unión, se incorporarían 
las disposiciones de la Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial Internacional de la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI), que es el resultado de una negociación universal realizada en el seno 
de las Naciones Unidas. La Asamblea General de este organismo recomendó a 
todos los países que examinaran debidamente la mencionada Ley Modelo y tomaran 
en cuanta la convivencia de uniformar el derecho procesal arbitral y las necesidades 
específicas de la práctica del arbitraje comercial internacional. 

Como lo hace notar la Secretaría de la CNUDMI, la Ley Modelo constituye una base 
sólida y alentadora para la armonización y el perfeccionamiento deseados de las 
leyes nacionales. Regula todas las etapas del proceso arbitral, desde el acuerdo de 
arbitraje, hasta el reconocimiento y la ejecución del laudo arbitral, y refleja el 
consenso mundial sobre los principios y aspectos más importantes de la práctica del 
arbitraje internacional. Resulta aceptable para los países de todas las regiones y 
para los ordenamientos jurídicos o sistemas económicos del mundo. 

En la elaboración de la Ley Modelo se tuvieron en cuenta las necesidades 
contemporáneas del tráfico internacional y las más importantes experiencias, como 
son; 

El Reglamento de Arbitraje de la propia CDNUDMI; 

La Convención de Nueva York de 1958 y otras convenciones sobre arbitraje 
vigentes; 
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La jurisprudencia arbitral generada en las últimas décadas; Las más importantes 
leyes nacionales de arbitraje en vigor; y 

Las aportaciones de las instituciones de arbitraje que participaron como 
observadores. 

Nuestro país participó activamente en la elaboración de la Ley Modelo, y de modo 
que las necesidades y peculiaridades de nuestras leyes y tradiciones fueron 
tomadas en cuenta en el momento de su elaboración. 

La incorporación a nuestra legislación de este instrumento, estaría en consonancia 
con la adopción, por México, de otros instrumentos emanados de las Naciones 
Unidas y de la CNUDMI, en particular: la Convención de Nueva York de 1958 sobre 
el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras; la 
Convención de las Naciones Unidas sobre Contratos de Compraventa Internacional 
de Mercaderías; la Convención de las Naciones Unidas sobre la Prescripción en 
Materia de Compraventa Internacional de Mercaderías y su Protocolo de 
Enmiendas; y la Convención de las Naciones Unidas sobre Letras de Cambio 
Internacionales y Pagarés Internacionales. Constituiría un paso más en el esfuerzo 
por contar con una regulación del arbitraje comercial lo más amplia posible, acorde 
con la Convención Interamericana de Arbitraje Comercial Internacional. 

Cabe señalar que ya desde 1988, se efectuaron reformas al propio Código de 
Comercio, con el objeto de introducir parcialmente disposiciones de la Ley Modelo 
de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
sobre Arbitraje Comercial Internacional, así como de la Convención sobre el 
Reconocimiento de las Sentencias Arbitrales Extranjeras, adoptada en Nueva York 
en 1958. La presente iniciativa representa un avance en esa dirección al incorporar 
las demás disposiciones de dicha propuesta de las Naciones Unidas. 

La principal virtud de la Ley Modelo es su reconocimiento internacional. Si al 
negociarse un contrato o la solución de una controversia, se propone la ley nacional, 
y ésta se asimila a la Ley Modelo de la CNUDMI, no se tendría que estudiar una ley 
nacional específica, eliminándose así temores y suspicacias. Una de las cuestiones 
que más interesa a las partes cuando determinan el lugar del arbitraje, es 
precisamente la ley aplicable al juicio arbitral; de modo que la reforma que se 
propone, promovería que México fuera sede de arbitrajes comerciales 
internacionales, ya sea que se trate de cuestiones en las que una parte mexicana 
esté interesada, o que se trate de arbitraje entre partes extranjeras. 

No obstante ser de fecha reciente, han promulgado leyes basadas en la Ley Modelo 
de la CNUDMI: Australia, Bulgaria, Canadá, Chipre, Escocia, Estados Unidos de 
América, Hong Kong, Nigeria, Perú; lo que confirma su adecuación a los sistemas 
políticos, jurídicos y económicos de las diversas regiones del globo. 

Por otro lado, se considera que en la actualidad, a la luz de la cada vez mayor 
globalización de los mercados mundiales, no se justifica la diferenciación, en materia 
comercial, entre el arbitraje comercial interno y el internacional; razón por la cual se 
mantendría como ámbito de aplicación tanto el arbitraje comercial nacional como el 
internacional, como ya se había establecido en las reformas legales de 1988.” 

 

97. En resumen, el sistema arbitral mexicano es un sistema inspirado en la 

Ley Modelo, diseñado para operar bajo sus principios fundamentales: la 

decisión de someterse al arbitraje deriva de la autonomía de la voluntad 

de las partes; el procedimiento se estructura con alta flexibilidad; la 
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intervención de los tribunales judiciales es excepcional y subsidiaria, y 

los laudos gozan de un régimen específico de reconocimiento y 

ejecución, articulado tanto en el Código de Comercio como en los 

tratados internacionales aplicables. 

 

98. Antes de la expedición de la LGMASC, esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación42 había destacado que el arbitraje, si bien tiene origen en 

la autonomía privada, no es un mero convenio contractual, sino un 

mecanismo institucionalizado de solución de controversias cuya 

relevancia se vincula directamente con el derecho de acceso a la justicia 

previsto en el artículo 17 constitucional. Bajo esta óptica, el arbitraje se 

concibe como una vía legítima para obtener decisiones vinculantes 

fuera de la jurisdicción estatal, siempre que la materia sea arbitrable y 

no se afecten derechos indisponibles, y la intervención de los órganos 

jurisdiccionales se limite a supuestos taxativos de apoyo o control. 

 

99. En la misma línea, este Alto Tribunal ha precisado que el arbitraje 

constituye un mecanismo heterocompositivo: la solución del conflicto no 

proviene de la avenencia entre las partes, sino de la decisión de un 

tercero imparcial –el árbitro o tribunal arbitral–, a quien las partes 

confieren competencia mediante un convenio o cláusula arbitral. Ello lo 

distingue estructuralmente de la mediación, conciliación o negociación, 

en donde el resultado se construye a partir de concesiones recíprocas 

entre los propios interesados. 

 

100. Desde esta perspectiva, la naturaleza constitucional del arbitraje exige 

que la legislación interna preserve su estructura y sus notas esenciales, 

evitando imponerle reglas diseñadas para mecanismos 

autocompositivos. El arbitraje opera bajo un esquema normativo 

 
42 Conforme a los criterios sostenidos por la extinta Primera Sala al resolver el amparo en revisión 
131/2009, en sesión de veintisiete de mayo de dos mil nueve y el amparo en revisión 755/2011, en 
sesión de trece de junio de dos mil doce. 
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específico orientado a garantizar neutralidad, imparcialidad y eficacia 

del laudo; cualquier regulación que desdibuje esa lógica o interfiera 

injustificadamente con su autonomía podría resultar incompatible con 

los artículos 5o. y 17 constitucionales y con los compromisos 

convencionales asumidos por el Estado mexicano. 

 

101. Sirve de apoyo el criterio que se comparte de la otrora Primera Sala, 

contenido en la tesis 1a. XXXVI/2017 (10a.) 43, de rubro siguiente: 

“ARBITRAJE. IMPLICACIONES NORMATIVAS DERIVADAS DE SU 

CONSTITUCIONALIZACIÓN A PARTIR DE LA REFORMA DE JUNIO 

DE 2008.” 

 

102. A partir de este marco, corresponde determinar si los artículos 4 y 5 de 

la LGMASC son compatibles con la naturaleza del arbitraje y con el 

régimen constitucional y convencional que lo sustenta. Tales preceptos 

disponen, en lo que aquí interesa, que: 

 
“Artículo 4. Son mecanismos alternativos de solución de controversias, de manera 
enunciativa y no limitativa, los siguientes: 

[…] 

V. Arbitraje. Proceso de solución de controversias o conflictos distinto a la 
jurisdicción estatal, mediante el cual las partes deciden voluntariamente, a través de 
un acuerdo o cláusula arbitral, someter todas o ciertas diferencias que hayan surgido 
o puedan surgir entre ellas, respecto de una determinada relación jurídica, con la 
participación de una persona tercera llamada árbitro quien dicta un laudo conforme 
a las normas establecidas en el Código de Comercio, el Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares, y los Tratados Internacionales de los que el 
Estado mexicano sea parte, según proceda.” 

“Artículo 5. Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 

[…] 

XI. Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. Procedimientos no 
jurisdiccionales cuyo objeto consiste en propiciar la avenencia entre las partes de 
manera voluntaria, pacífica y benéfica para ambas, a través de concesiones 
recíprocas, en una controversia o conflicto presente o futura; 

[…]” 

 

 
43 Consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 40, Marzo 
de 2017, Tomo I, página 438. Registro digital 2014010. 
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103. De esa transcripción se aprecia, en primer lugar, que el artículo 4 incluye 

al arbitraje dentro del catálogo general de mecanismos alternativos y lo 

describe como un procedimiento no jurisdiccional mediante el cual las 

partes, por decisión voluntaria, someten determinadas controversias a 

la decisión de un tercero imparcial, quien emite un laudo conforme a las 

reglas previstas en el Código de Comercio, el Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares y los tratados internacionales 

aplicables. 

 

104. Por su parte, el artículo 5 define a los mecanismos alternativos de 

solución de controversias como procedimientos no jurisdiccionales 

orientados a propiciar la avenencia entre las partes, mediante diálogo y 

concesiones recíprocas, con el fin de alcanzar una solución voluntaria, 

pacífica y mutuamente beneficiosa respecto de conflictos presentes o 

futuros. Esta descripción corresponde claramente al modelo 

autocompositivo tradicional y no al arbitraje, cuyo elemento definitorio 

es la decisión de un tercero ajeno a las partes. 

 

105. A partir de una lectura conjunta de ambos preceptos, se advierte que el 

legislador diseñó un sistema dual: por un lado, la LGMASC regula de 

manera exhaustiva los mecanismos autocompositivos; por otro, 

reconoce al arbitraje como un mecanismo alternativo en sentido amplio, 

pero remite expresamente su desarrollo normativo al marco 

especializado del Código de Comercio y de los tratados internacionales. 

En ese contexto, la definición contenida en el artículo 5 no puede 

entenderse como una redefinición del arbitraje ni como un intento de 

someterlo a reglas propias de los mecanismos de avenencia, sino como 

la delimitación del ámbito material regulado directamente por la Ley 

General. 
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106. Desde el marco constitucional, el principio de seguridad jurídica exige 

que las normas sean claras, previsibles y permitan a sus destinatarios 

identificar con certeza sus derechos y obligaciones. La estructura de la 

LGMASC satisface este estándar en relación con el arbitraje: el artículo 

4 reconoce su pertenencia al universo de los mecanismos alternativos, 

pero al mismo tiempo delimita su regulación mediante una remisión 

expresa y directa al Código de Comercio, al Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares y a los tratados internacionales de 

los que México es parte. 

 

107. Esa remisión opera como una cláusula de salvaguarda normativa: y 

excluye la posibilidad de interpretar que el arbitraje quede sujeto a los 

principios y reglas autocompositivos del artículo 5 y reafirma que su 

régimen permanece íntegro en la legislación especializada. De este 

modo, la LGMASC no genera ambigüedad respecto a la naturaleza 

heterocompositiva del arbitraje ni respecto de las disposiciones que lo 

rigen, sino que confirma su inserción en un marco jurídico propio, 

consolidado y reconocido tanto en el plano interno como en el 

internacional. 

 

108. En realidad, el diseño legislativo distingue con claridad entre los 

mecanismos autocompositivos desarrollados exhaustivamente por la 

ley general y el arbitraje, cuya disciplina normativa permanece en su 

régimen especial. No se advierte, por tanto, contradicción ni duplicidad 

de regímenes que origine confusión sobre el funcionamiento del 

arbitraje en México. 

 

109. Asimismo, se advierte que la LGMASC no genera incertidumbre 

operativa para las instituciones o centros que administran arbitrajes. 

Toda vez que las funciones relativas a la conducción de procedimientos, 

la designación de árbitros, la emisión de laudos y la tramitación de 
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solicitudes de reconocimiento o ejecución continúan rigiéndose 

exclusivamente por el marco especializado del Código de Comercio y 

de los tratados internacionales. La Ley General no introduce requisitos 

adicionales ni controles que interfieran con el modelo arbitral vigente; 

por el contrario, su texto confirma que el arbitraje mantiene su régimen 

propio y autónomo. 

 

110. Incluso si, en una lectura aislada y estrictamente literal, se considerara 

que la definición general de “mecanismos alternativos de solución de 

controversias” del artículo 5 podría abarcar a todos los mecanismos 

mencionados en el artículo 4, la interpretación conforme exige privilegiar 

la lectura que armonice ambas disposiciones con la Constitución y con 

los compromisos convencionales del Estado mexicano.  

 

111. Bajo este criterio, el artículo 5 debe entenderse como la definición de 

los mecanismos autocompositivos que la ley regula directamente, 

mientras que el arbitraje –identificado en el artículo 4– permanece sujeto 

a su régimen especializado. 

 

112. Esta interpretación sistemática y conforme es consistente, además, con 

el modelo constitucional dual delineado por los artículos 17 y 73, 

fracción XXIX-A, así como con las obligaciones derivadas de la 

Convención de Nueva York, la Convención de Panamá y el T-MEC, que 

exigen a los Estados parte favorecer el arbitraje y no imponer 

restricciones injustificadas que obstaculicen su utilización o 

comprometan la eficacia de los laudos. 

 

113. La conclusión anterior se ve reforzada por la propia exposición de 

motivos del Decreto mediante el cual se expidió la LGMASC. En ella, el 

legislador reconoció que la facultad conferida al Congreso de la Unión 

por el artículo 73, fracción XXIX-A, estaba orientada principalmente a 
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establecer bases y principios para mecanismos alternativos no 

adversariales –en particular, negociación, conciliación y mediación–, 

mientras que el arbitraje, por su naturaleza heterocompositiva, ya 

contaba con un régimen suficiente en el Código de Comercio y en otras 

normas sectoriales. Documento que en la parte que interesa se 

transcribe: 

 
“Por otra parte, el citado artículo 73 no excluye de manera expresa a alguno de los 
mecanismos alternativos.  

Podemos citar como ejemplo de la aplicación de los Mecanismos Alternativos de 
Solución de Controversias en materias diversas a la penal, su inclusión en la Ley 
Federal de Responsabilidad Ambiental,16 la cual regula la responsabilidad 
ambiental que nace de los daños ocasionados al ambiente, así como la reparación 
y compensación de dichos daños y que incluso, destina un capítulo a su regulación, 
precisando expresamente en el artículo 47 que “podrán resolver los términos del 
conflicto producido por el daño ocasionado al ambiente, mediante los mecanismos 
alternativos de mediación, conciliación y los demás que sean adecuados para la 
solución pacífica de la controversia, de conformidad a lo previsto por esta Ley, o las 
disposiciones reglamentarias del párrafo cuarto del artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 

Ahora, debemos determinar a qué mecanismos alternativos se refiere la ley general 
prevista en la fracción XXIX-A del artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

En lo conducente, los mecanismos alternativos de solución de controversias más 
comunes son: 

a) Negociación. 

b) Conciliación. 

c) Mediación. 

d) Arbitraje. 

Siendo que, tal como lo refieren Wendolyne Nava González y Jorge Antonio Breceda 
Pérez:17 “…se puede decir que los medios alternativos de solución de conflictos 
constituyen mecanismos convencionales, expeditos y económicos de solución de 
controversias; incluyen: i) los sistemas de negociación que buscan crear un 
ambiente que permitan a las partes alcanzar una solución razonable por sí mismos; 
ii) se extienden a los sistemas que cuentan con la intervención de un tercero ajeno 
a la disputa, que auxiliando (mediación) o proponiendo (conciliación) coopera para 
que éstas lleguen a un acuerdo por ellas mismas, y iii) alcanza a las modalidades 
adversariales a través de las cuales el tercero decide o resuelve (arbitraje).” 

En lo conducente al arbitraje, resulta ser una figura heterocompositiva adversarial, 
equivalente jurisdiccional en el cual un tercero, comúnmente de carácter particular 
(que no forma parte de las instituciones del Estado) decide o resuelve un conflicto 
por la voluntad de las partes, por tal razón, carece de la función coercitiva propia de 
las autoridades jurisdiccionales, así como de la facultad de ejecución, por ende, sus 
laudos solo son susceptibles de ser ejecutadas mediante la intervención de tal 
autoridad. 
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Tal arbitraje se encuentra expresamente regulado en algunas legislaciones, tal es el 
caso de diversas leyes adjetivas civiles locales, sin embargo, tiene mayor aplicación 
en el ámbito comercial al estar ampliamente previsto en el Código de Comercio 
incluso, de gran utilidad en el ámbito comercial internacional. 

No es óbice a lo anterior, el empleo del arbitraje en algunas otras materias a través 
de instituciones del Estado, tal es el caso del empleado por la Procuraduría Federal 
del Consumidor en conflictos entre consumidores y proveedores, así como por la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros (CONDUSEF) y por comisiones estatales y Federal de Arbitraje Médico. 

Al respecto, de la exposición de motivos de la Iniciativa que propició la reforma 
constitucional integral y que resultó también en la adición de la citada fracción XXIXA 
del artículo 73, refiere la necesidad de abordar los conflictos cotidianos a través de 
una solución pronta y que los resuelva de fondo a través de mecanismos 
colaborativos desde una manera distinta a la adversarial. 

En efecto, la adición a la fracción XXIX-A de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos obedeció ente otras circunstancias, a la necesidad de impulsar y 
fomentar el uso de mecanismos alternativos no adversariales como instrumentos de 
pacificación para la reconstrucción del tejido social, así como para impactar en la 
reducción de la tasa de litigiosidad, reduciendo los tiempos y los costos para llegar 
a la resolución del conflicto sin necesidad de acudir a la autoridad jurisdiccional, 
garantizando la accesibilidad a la justicia para toda la población. En ese orden de 
ideas, atendiendo a su naturaleza adversarial y a que ya se encuentra regulado en 
diversos ordenamientos legales acorde a la materia que corresponda, se arriba a la 
conclusión de que no es menester abordar al arbitraje en la citada ley general. 

En lo conducente a los procedimientos de negociación, conciliación y mediación, 
siendo mecanismos alternativos de solución de controversias no adversariales, 
deben ser incluidos en la ley general a la que se refiere la fracción XXIX-A del 
artículo 73 Constitucional.” 

 

114. En ese sentido, los Senadores pertenecientes a los Grupos 

Parlamentarios de Morena y del PES que presentaron dicha iniciativa 

destacaron que el arbitraje es una figura “heterocompositiva adversarial, 

equivalente jurisdiccional”, cuyo desarrollo normativo se ha dado, 

principalmente, en el ámbito comercial y en legislaciones especiales, de 

manera que la Ley General debía concentrarse en los mecanismos 

colaborativos y no adversariales. A partir de esa distinción, se concluyó 

expresamente que, atendiendo a la naturaleza adversarial del arbitraje 

y a su regulación ya existente en diversos ordenamientos legales, “no 

es menester abordar al arbitraje en la citada ley general”, mientras que 

los procedimientos de negociación, conciliación y mediación sí debían 

ser incluidos como objeto directo de la Ley General. 
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115. Esta evidencia legislativa confirma que la inclusión del arbitraje en el 

artículo 4 de la LGMASC tiene un carácter meramente enunciativo 

dentro del catálogo amplio de mecanismos alternativos reconocido por 

el artículo 17 constitucional, sin que se pretenda someterlo a la 

regulación material de la Ley General. La intención del legislador fue 

preservar el diseño normativo especializado del arbitraje, evitando 

duplicidades regulatorias o interferencias con su marco 

internacionalmente armonizado. 

 

116. A la luz de todo lo expuesto, este Alto Tribunal estima que la inclusión 

del arbitraje en el artículo 4 de la LGMASC no genera contradicción 

alguna con la definición general contenida en el artículo 5, pues esta 

última se refiere exclusivamente a los mecanismos autocompositivos 

que la ley desarrolla de manera directa, mientras que el arbitraje –por 

su naturaleza heterocompositiva y por su consolidado régimen 

especializado– se encuentra integrado en el Código de Comercio, en el 

Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares y en los 

tratados internacionales aplicables. 

 

117. En consecuencia, contrariamente a lo sostenido por la quejosa, la 

LGMASC no introduce incertidumbre normativa ni afecta la seguridad 

jurídica de las instituciones que administran procedimientos arbitrales, 

ni se advierte afectación alguna a la estructura, naturaleza o 

funcionamiento del modelo arbitral vigente.  

 

118. Por lo tanto, resultan infundados los planteamientos contenidos en el 

concepto de violación que sostiene la existencia de una antinomia 

normativa o una desnaturalización del arbitraje. 

 

VI. 3 Segundo Bloque: Prohibición del arbitraje en materia de 

justicia administrativa 
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119. En este segundo bloque, la quejosa impugna el artículo 115, último 

párrafo, de la LGMASC, que dispone que: “En ningún caso será 

aplicable el arbitraje en materia de justicia administrativa”. Sostiene que 

dicha prohibición es inconstitucional porque: (i) carece de claridad y 

certeza sobre el alcance de la expresión “justicia administrativa”; (ii) 

desconoce que el orden jurídico mexicano y la jurisprudencia de este 

Alto Tribunal permiten la arbitrabilidad de ciertas controversias 

vinculadas con la actividad administrativa; (iii) contraviene los 

compromisos internacionales de México en materia de arbitraje 

(Convención de Nueva York, Convención de Panamá y T-MEC); (iv) 

restringe indebidamente la autonomía de la voluntad protegida por el 

artículo 5o. constitucional; y (v) establece un trato discriminatorio e 

injustificado respecto del arbitraje frente a otros MASC, en 

contravención del artículo 17 constitucional. 

 

120. En síntesis, la ********** sostiene que la cláusula impugnada: a) viola el 

principio de seguridad jurídica y de interdicción de la arbitrariedad, al no 

precisar si la prohibición se limita a las materias tradicionalmente no 

arbitrables o si amplía el catálogo de temas excluidos; b) se aparta de 

un marco legal y jurisprudencial que ha reconocido la posibilidad de 

someter a arbitraje disputas en las que intervienen entes públicos, 

particularmente en el ámbito contractual; c) es incompatible con la 

promoción y protección del arbitraje previstas en los tratados 

internacionales de los que México es parte; y d) carece de motivación 

reforzada para justificar una restricción específica al arbitraje que no se 

impone a los demás mecanismos alternativos. 

 

121. Para resolver estos planteamientos, este Alto Tribunal considera 

necesario: (i) delimitar el contenido y alcance del artículo 115 de la 

LGMASC, a partir de una interpretación sistemática y conforme; (ii) 
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examinar la noción de “justicia administrativa” a la luz del sistema 

contencioso-administrativo mexicano y de la distinción entre actos de 

autoridad y actuación en plano de coordinación; (iii) analizar la 

compatibilidad de la norma con los artículos 5o., 14, 16, 17, 73 y 133 de 

la Constitución Federal, así como con los tratados internacionales 

invocados; y (iv) valorar si la prohibición impugnada constituye una 

restricción arbitraria o desproporcionada al arbitraje, o si responde a una 

finalidad constitucionalmente legítima y razonable 

 

i) Alcance normativo del artículo 115 

 

122. El artículo 115 de la LGMASC es de contenido siguiente: 

 

“Capítulo VIII 

De los Centros de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en el 
ámbito administrativo 

Sección Primera 

De los Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en el ámbito 
administrativo 

Artículo 115. Los mecanismos alternativos de solución de controversias a que se 
refiere este Capítulo son aplicables: 

I. En sede administrativa, conforme a esta Ley y las leyes de la materia, o ante el 
Centro Público de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en 
materia de Justicia Administrativa, antes o durante la tramitación de los 
procedimientos administrativos, que se encuentren pendientes de solución, y 

II. Durante la sustanciación de los procedimientos en materia de justicia 
administrativa, o en ejecución de sentencias, con las condiciones y límites que 
establece esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

En todos los casos se determinará la procedencia de la aplicación de los 
mecanismos alternativos de solución de controversias considerando: 

a) Que la materia del conflicto o controversia sea susceptible de transacción, y 

b) Que la autoridad administrativa haya autorizado, mediante Dictamen Técnico 
Jurídico, la viabilidad de la participación del organismo administrativo o del órgano. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por dictamen técnico-jurídico al documento 
debidamente fundado y motivado que contiene el análisis jurídico, sobre 
responsabilidades de servidores públicos y de viabilidad presupuestaria que 
determina la procedencia sobre la participación de un organismo en un mecanismo 
alternativo de solución de controversias. 

En ningún caso será aplicable el arbitraje en materia de justicia 
administrativa.” 
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123. Como se observa, dicho precepto legal se inserta en el Capítulo VIII, 

relativo a “Los mecanismos alternativos de solución de controversias en 

materia administrativa”. En sus primeros párrafos, regula la posibilidad 

de que, en el ámbito administrativo, se utilicen mecanismos alternativos 

para resolver conflictos entre particulares, o entre éstos y autoridades 

administrativas, en determinadas condiciones y materias. En su último 

párrafo, el precepto establece que “en ningún caso será aplicable el 

arbitraje en materia de justicia administrativa”, sin definir en el propio 

texto qué debe entenderse por esta expresión. 

 

124. Ahora bien, el artículo 12844 del mismo ordenamiento prevé, de manera 

general y para todos los MASC, un catálogo de materias respecto de 

las cuales “no se dará trámite” a mecanismos alternativos, entre ellas: 

sanciones administrativas a servidores públicos; ciertas materias 

agrarias y de comercio exterior; controversias laborales con la 

administración pública; supuestos en que se afecte el orden público, los 

programas o metas de la administración; o cuando se trate de 

resoluciones favorables a un particular que la propia autoridad estime 

 
44 Artículo 128. Sin perjuicio del análisis de procedencia, no se dará trámite a los mecanismos 
alternativos de solución de controversias tratándose de lo siguiente: 

I. Resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones administrativas a los servidores 
públicos, así como contra las que decidan los recursos administrativos en dicha materia, salvo 
tratándose la modalidad, forma, monto o plazos para el pago de las sanciones económicas, así como 
el periodo de la suspensión, destitución o inhabilitación que se hubiere determinado; 

II. En materia agraria, que se tramitarán de conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

III. Las materias previstas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior, salvo las relativas a los 
actos de aplicación de las cuotas compensatorias definitivas, o la modalidad, plazos o facilidades de 
pago y condonación de multas y accesorios; 

IV. Se afecten los programas o metas de la Administración Pública Centralizada, Descentralizada en 
el ámbito Federal y Local, así como tratándose de los Órganos Constitucionales Autónomos; 

V. Se atente contra el orden público; 

VI. Se afecten derechos de terceros; 

VII. En controversias laborales con la Administración Pública, deban tramitarse de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
Federal del Trabajo, y 

VIII. Cuando la controversia sea planteada por las autoridades administrativas, respecto de las 
resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la Ley.” 



AMPARO EN REVISIÓN 60/2025 

66 
 

contrarias a la ley. Este precepto legal opera como una cláusula 

transversal de límites materiales al uso de los MASC, sin distinguir entre 

negociación, mediación, conciliación u otros mecanismos. 

 

125. La quejosa interpreta que, frente a este catálogo general, la prohibición 

específica del artículo 115, último párrafo, constituye una restricción 

adicional, absoluta y desproporcionada al arbitraje, que ampliaría de 

facto el conjunto de materias no arbitrables más allá de los criterios 

tradicionales de “derechos disponibles” y de la distinción entre actuación 

de autoridad y actuación en plano de coordinación. Desde su 

perspectiva, ello generaría incertidumbre jurídica al no precisar si la 

prohibición se refiere únicamente a materias que ya eran no arbitrables, 

o si pretende excluir nuevas categorías de controversias en las que 

interviene la administración pública. 

 

126. Este Tribunal Pleno estima que la lectura propuesta por la quejosa no 

es la única posible ni la que mejor se ajusta al texto de la norma, a su 

contexto sistemático ni a la estructura del sistema de control de actos 

administrativos en México.  

 

127. En efecto, a partir de una interpretación conforme con la Constitución 

Federal, el artículo 115, último párrafo, debe entenderse como una regla 

específica que reitera la imposibilidad de someter a arbitraje las 

controversias que integran la “justicia administrativa” en sentido estricto, 

esto es, el conjunto de procedimientos jurisdiccionales a través de los 

cuales se controla la legalidad de actos, resoluciones y omisiones 

dictados en ejercicio de potestades públicas. Así interpretada, la norma 

no amplía el universo de materias no arbitrables, sino que explicita una 

consecuencia necesaria de la reserva constitucional de funciones 

jurisdiccionales en materia administrativa. 
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ii) Justicia administrativa, arbitrabilidad y jurisprudencia 

constitucional 

 

128. Para atender los planteamientos de la parte quejosa respecto de la 

prohibición contenida en el artículo 115 de la LGMASC, resulta 

necesario precisar el significado técnico de la expresión “justicia 

administrativa”, pues de esta delimitación depende determinar si la 

prohibición legal se refiere a todo conflicto en el que interviene la 

administración pública o únicamente a aquellos que, por su naturaleza, 

constituyen actos de autoridad cuya revisión corresponde de manera 

exclusiva a tribunales administrativos. 

 

129. La doctrina ha destacado que el concepto de justicia administrativa 

posee un carácter amplio y no se identifica necesariamente con la 

jurisdicción administrativa. Al respecto, Héctor Fix-Zamudio45 explica 

que el término se utiliza “de manera ambigua, lo mismo para 

comprender los instrumentos jurídicos para la solución de conflictos 

administrativos que para señalar a la jurisdicción administrativa”, 

elementos que –advierte– no son equivalentes. 

 

130. Para dicho autor, la justicia administrativa constituye una categoría 

general que comprende todas las instituciones jurídicas destinadas a 

resolver controversias derivadas del actuar público. Así lo sostiene: “la 

justicia administrativa es un concepto mucho más amplio, ya que abarca 

las controversias que surgen entre los órganos administrativos y éstos 

con los particulares”, entre las cuales se encuentran cuestiones de 

responsabilidad administrativa, responsabilidad patrimonial, contratos 

administrativos y omisiones de autoridad. 

 
45 Héctor Fix-Zamudio, “Concepto y contenido de la Justicia Administrativa”. DR © 2005. Universidad 
Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas. Consultable en 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/4/1624/9.pdf 
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131. De ello se desprende que la justicia administrativa es el género del cual 

la jurisdicción contencioso-administrativa es solo una de sus especies. 

En términos de Fix-Zamudio, la primera “es más amplia”, mientras que 

la segunda se refiere de forma estricta al control judicial de los actos 

administrativos de autoridad. 

 

132. Esta delimitación coincide con la arquitectura constitucional: el control 

de legalidad de actos de autoridad se encuentra reservado a los 

tribunales administrativos, mientras que otros ámbitos del actuar público 

–especialmente los derivados de actividades contractuales o relaciones 

de coordinación– no implican ejercicio de potestad pública y, por tanto, 

no integran propiamente la “justicia administrativa” en sentido estricto. 

 

133. En la exposición de motivos de la LGMASC se recoge expresamente 

esta doble dimensión del actuar estatal. Ahí se precisa que, en materia 

administrativa, la ley general “solo será aplicable a los conflictos entre 

particulares en sede administrativa o bien, cuando el Estado actúe como 

tal [sujeto de derecho privado]”, y se aclara que los mecanismos 

alternativos “no tendrán lugar en asuntos de materia administrativa 

cuando la controversia surja por las relaciones de supraordenación del 

Estado o al tenor del ius imperium del mismo”. Esta referencia confirma 

que el legislador distinguió entre la actuación del Estado como 

autoridad, investido de imperio, y su actuación en un plano de 

coordinación, como persona moral de derecho privado. 

 

134. En efecto, la parte conducente de la exposición de motivos es del tenor 

siguiente: 

 
“b) PROCEDIMIENTOS QUE DEBEN INCLUIRSE EN LA LEY GENERAL DE 
MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS Y 
MATERIAS DE APLICACIÓN. 
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El artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la 
fracción XXIX-A establece un caso de excepción por razón de la materia, al excluir 
de tal disposición a la materia penal, puesto que esta tiene un tratamiento especial 
en el quinto párrafo del artículo 17 Constitucional, razón por la cual se expidió la Ley 
Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia 
Penal, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 29 de diciembre de 2014. 
En esa tesitura, considerando que la citada disposición solo refiere de manera 
expresa un caso de excepción en razón de la materia sobre la cual deberá versar la 
ley general que regule las bases y principios de mecanismos alternativos, se infiere 
que esta deberá referirse al resto. 
No obstante lo anterior, respecto a la materia administrativa, la ley general solo será 
aplicable a los conflictos entre particulares en sede administrativa o bien, cuando el 
Estado actúe como tal. 
Atendiendo a que el Estado tiene una doble personalidad, en tanto que puede actuar 
como ente de derecho público, investido de imperio en sus relaciones frente a los 
gobernados, así como una persona moral y por ende, sujeto de derecho privado, 
caso en el cual su actuación trasciende al ámbito particular frente a otros sujetos de 
la misma naturaleza, circunstancia por la cual los mecanismos alternativos de 
solución de controversias no tendrán lugar en asuntos de materia administrativa 
cuando la controversia surja por las relaciones de supra ordenación del Estado o al 
tenor del ius imperium del mismo. 
Sobre la doble personalidad del Estado, se han pronunciado diversas autoridades 
federales, tal es el caso del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, quien en la Tesis de Jurisprudencia (Común, Laboral) III.4o.T. J/3 
de la Décima Época13 sostiene el siguiente criterio: 
AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO. NO TIENE ESE CARÁCTER EL 
ENTE DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA O EL ORGANISMO PÚBLICO 
DESCENTRALIZADO QUE ES OMISO EN EL PAGO DEL SALARIO O QUE 
INCUMPLE PRESTACIONES DE ÍNDOLE LABORAL, AL ACTUAR COMO 
PATRÓN EN UNA RELACIÓN DE COORDINACIÓN. […]” 

 

135. De esta fuente legislativa válidamente se desprende que la prohibición 

de someter a arbitraje la “justicia administrativa” no pretende abarcar 

toda controversia vinculada con la administración, sino únicamente 

aquellas que derivan de relaciones de supraordenación en las que el 

Estado ejerce potestad pública. Las controversias en las que el Estado 

actúa en posición de coordinación, como sujeto de derecho privado, 

continúan regidas por el régimen general de arbitrabilidad en materias 

disponibles. 

 

136. A partir de estas premisas, es posible identificar dos categorías 

distintas: 
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a) Actos materialmente administrativos, originados en el ejercicio 

de potestad pública (por ejemplo, imposición de sanciones, 

permisos, licencias, determinaciones fiscales, actos discrecionales y 

resoluciones administrativas). Estos actos no son arbitrables, pues la 

Constitución reserva su revisión a tribunales administrativos. 

 

b) Actuación contractual del Estado, en la que las autoridades 

actúan en posición de coordinación y la relación jurídica es de 

derecho privado. En estos casos, la controversia versa sobre 

derechos disponibles y sí puede ser sometida a arbitraje. 

 

137. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha desarrollado 

consistentemente esta distinción. En el Amparo Directo 71/201446, la 

otrora Primera Sala sostuvo que el arbitraje constituye un ejercicio 

legítimo de la autonomía de la voluntad y que el Estado, cuando actúa 

como particular, puede pactar válidamente cláusulas arbitrales. El 

arbitraje, afirmó la Sala, no vulnera el orden público cuando se limita a 

materias dispositivas. 

 

138. De manera concordante, en el Amparo Directo 10/202247, la misma Sala 

confirmó que entes como PEMEX, la CNDH y la SHCP pueden pactar 

arbitraje en contratos regulados, precisando que ello no desplaza el 

control judicial sobre actos de autoridad, sino que opera únicamente 

respecto de controversias contractuales, donde el Estado participa en 

un plano de coordinación. 

 
46 Resuelto en sesión de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis, por mayoría de tres votos de los 
Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (quien se reserva el derecho a formular voto concurrente), 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Ponente y Presidente de esta Primera 
Sala. El Ministro José Ramón Cossío Díaz y la Ministra Norma Lucía Piña Hernández votaron en 
contra y se reservaron el derecho de formular voto particular. 
47 Resuelto en sesión de quince de noviembre de dos mil veintitrés, por mayoría de tres votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf (ponente) y Presidente Alberto Pérez Dayán. 
Los Ministros Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek emiten su voto en contra y 
manifestaron que formularán voto de minoría. 
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139. Por su parte, en el Amparo en Revisión 595/202348, la extinta Segunda 

Sala reiteró expresamente que los mecanismos alternativos pueden 

utilizarse en materia administrativa, pero precisó que la esencia del 

contencioso administrativo –esto es, el control judicial sobre actos de 

autoridad– no puede trasladarse a un mecanismo alternativo, pues ello 

implicaría una renuncia constitucionalmente inadmisible a la potestad 

de control judicial. 

 

140. De este cuerpo doctrinal, jurisprudencial y legislativo se desprende una 

conclusión uniforme: 

 

• La justicia administrativa, entendida como control de legalidad de 

actos de autoridad, no es arbitrable. 

 

• Las controversias derivadas de la actuación contractual de la 

administración, cuando esta actúa en posición de coordinación, sí 

pueden someterse a arbitraje, siempre que versen sobre derechos 

disponibles, entendidos como aquellos susceptibles de ser objeto 

de transacción, renuncia o modificación por voluntad de las 

partes. 

 

141. Bajo estos parámetros, la prohibición contenida en el artículo 115 de la 

LGMASC no puede interpretarse como una cláusula absoluta que 

excluya del arbitraje toda controversia vinculada con la administración 

pública. Una lectura conforme exige entender que la norma se refiere 

exclusivamente a los actos materialmente administrativos cuya revisión 

está reservada a tribunales contenciosos. 

 
48 Resuelto en sesión de ocho de noviembre de dos mil veintitrés, por mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Presidente Alberto 
Pérez Dayán con el primer punto resolutivo. El Ministro Luis María Aguilar Morales votó en contra. Y 
por unanimidad de cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa (ponente), Luis María Aguilar 
Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Presidente Alberto Pérez Dayán con los puntos 
resolutivos segundo y tercero. 
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142. En consecuencia, la expresión “justicia administrativa” contenida en 

dicho precepto debe interpretarse en su sentido técnico: como 

referencia al control judicial de actos de autoridad, mas no a las 

controversias contractuales o de derecho privado en las que el Estado 

actúa sin ejercer potestad pública. Bajo esta interpretación, la 

prohibición del artículo 115 es constitucional y no afecta la arbitrabilidad 

de materias que, conforme a la doctrina, la jurisprudencia y la propia 

exposición de motivos, sí son disponibles. 

 

iii) Interpretación del artículo 115 de la LGMASC y alcance 

constitucional de la prohibición 

 

143. A partir de los elementos, corresponde analizar el sentido y alcance del 

artículo 115, último párrafo, de la LGMASC, cuyo texto establece que 

“en ningún caso será aplicable el arbitraje en materia de justicia 

administrativa”. Una lectura aislada podría sugerir que el legislador 

estableció una prohibición absoluta que abarcaría toda controversia 

vinculada con la administración pública, incluidas aquellas de 

naturaleza contractual en las que el Estado actúa en posición de 

coordinación. Sin embargo, dicha interpretación sería incompatible con 

el parámetro constitucional y convencional previamente descrito. 

 

144. En primer lugar, el principio de interpretación conforme previsto en el 

artículo 1o. constitucional exige privilegiar la lectura de las normas 

legales que armonice su contenido con los derechos fundamentales y 

con la jurisprudencia constitucional vigente. Este Alto Tribunal ha 

reiterado que cuando una disposición admite más de una interpretación, 

debe adoptarse aquella que preserve la validez constitucional del 

precepto y que sea más favorable a la eficacia de los derechos. 
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145. Sirve de apoyo el criterio emitido por este Alto Tribunal en la tesis P. 

II/2017 (10a.)49, de rubro: “INTERPRETACIÓN CONFORME. SUS 

ALCANCES EN RELACIÓN CON EL PRINCIPIO DE 

INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA.” 

 

146. Aplicado al caso, ello implica que la prohibición del artículo 115 debe 

entenderse en sentido técnico y no en sentido literal. La expresión 

“justicia administrativa”, como se estableció previamente, alude 

exclusivamente a los actos materialmente administrativos dictados en 

ejercicio de potestad pública –sanciones, determinaciones fiscales, 

permisos, autorizaciones, resoluciones definitivas, actos discrecionales 

o de autoridad– y cuya revisión corresponde de manera exclusiva a los 

tribunales administrativos. En consecuencia, la norma debe 

interpretarse en el sentido de que no puede someterse a arbitraje la 

legalidad de los actos de autoridad, por tratarse de una función 

jurisdiccional reservada constitucionalmente. 

 

147. Esta interpretación conforme se ve reforzada por la exposición de 

motivos de la LGMASC, en la que se precisa que los MASC no proceden 

“cuando la controversia surja por las relaciones de supraordenación del 

Estado o al tenor del ius imperium del mismo”, dejando a salvo la 

posibilidad de utilizarlos –incluido el arbitraje– cuando el Estado actúa 

en posición de coordinación y como sujeto de derecho privado. Lejos de 

carecer de motivación, la medida se inserta en una justificación expresa 

sobre la doble personalidad del Estado y la necesidad de preservar el 

contencioso administrativo como mecanismo de control de legalidad de 

sus actos de autoridad. 

 

 
49 Consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 42, Mayo 
de 2017, Tomo I, página 161. Registro digital 2014204. 
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148. Bajo esta interpretación, el artículo 115 no impide ni restringe la 

posibilidad de que la administración pública pacte arbitraje en 

controversias que deriven de relaciones contractuales o de naturaleza 

dispositiva. Como se ha determinado por esta Suprema Corte, los entes 

públicos pueden someterse voluntariamente al arbitraje cuando actúan 

en posición de coordinación, pues en tales casos no ejercen potestad 

pública, sino que intervienen como sujetos de derecho privado. 

 

149. Por tanto, la prohibición que establece el artículo 115, interpretada en 

su sentido constitucionalmente válido, se limita a excluir del arbitraje 

aquellas materias que por su propia naturaleza no pueden ser objeto de 

disposición por particulares, y que se encuentran sujetas a un régimen 

de control jurisdiccional especializado. De este modo, la disposición 

legal preserva la arquitectura constitucional del contencioso 

administrativo sin restringir indebidamente la autonomía de la voluntad 

ni el acceso a mecanismos alternativos en materias disponibles. 

 

iv) Compatibilidad del artículo 115 con los artículos 5o. y 17 

constitucionales 

 

150. La parte quejosa sostiene que la prohibición contenida en el artículo 

115, último párrafo, vulnera el derecho humano de acceso a los 

mecanismos alternativos previsto en el artículo 17 constitucional, así 

como la autonomía de la voluntad protegida por el artículo 5o. Sin 

embargo, tales afirmaciones no pueden prosperar si la disposición se 

interpreta conforme al parámetro constitucional previamente 

establecido. 

 

151. En relación con el artículo 17, este Alto Tribunal ha sostenido que los 

mecanismos alternativos –incluido el arbitraje– forman parte del 

derecho de acceso a la justicia, pero ello no implica que todas las 
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materias sean arbitrables. La propia Constitución exige que la solución 

de conflictos se realice por medios racionales y no violentos, y establece 

un ámbito reservado a la jurisdicción estatal cuando están en juego 

actos de autoridad o potestades públicas que afectan el interés general. 

En consecuencia, el derecho de acceso a los MASC no es absoluto, 

sino que debe ejercerse dentro de los límites constitucionales 

establecidos por el orden público y la indisponibilidad de ciertas 

materias. 

 

152. Interpretado en sentido técnico, el artículo 115 no limita el acceso a 

mecanismos alternativos en materias disponibles; únicamente reafirma 

que la legalidad de los actos de autoridad no puede sustraerse del 

control judicial especializado. Así entendida, la norma resulta 

plenamente compatible con el artículo 17, pues preserva la función 

jurisdiccional indelegable del Estado y no restringe el uso del arbitraje 

en el ámbito contractual o de coordinación. 

 

153. Por lo que hace al artículo 5o. constitucional50, la autonomía de la 

voluntad incluye la libertad de contratar y de elegir las condiciones que 

regirán las relaciones jurídicas entre particulares y entre éstos y el 

Estado cuando actúa como particular. No obstante, dicha libertad no es 

absoluta, pues se encuentra condicionada por el orden público, la 

supremacía constitucional y las materias que no pueden ser objeto de 

disposición. Este Alto Tribunal ha señalado que la autonomía privada 

no permite pactar sobre materias que involucren potestades públicas o 

control de legalidad, ya que en esos supuestos el legislador está 

 
50 “Art. 5o. A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o 
trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por 
determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, 
dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie 
puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial. 

[…]” 
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facultado para establecer límites legítimos a fin de asegurar la validez, 

eficacia y seguridad del sistema jurídico. 51 

 

154. Así, la prohibición del artículo 115 no comporta una restricción arbitraria 

a la libertad contractual, sino una consecuencia necesaria de la 

naturaleza de los actos materialmente administrativos. Cuando el 

Estado actúa en ejercicio de autoridad, no se encuentra en posición de 

autonomía privada ni puede pactar válidamente la sustitución del control 

jurisdiccional mediante un mecanismo alternativo. Por el contrario, 

cuando actúa como particular, la norma no limita la autonomía de la 

voluntad para pactar arbitraje, de modo que el contenido esencial del 

artículo 5o. permanece incólume. 

 

155. En efecto, el artículo 115, último párrafo, de la LGMASC no vulnera los 

artículos 5o. ni 17 constitucionales si se interpreta conforme a la 

estructura constitucional del contencioso administrativo, la exposición 

de motivos de la ley general y la jurisprudencia consolidada de este Alto 

Tribunal. La disposición únicamente reafirma los límites intrínsecos de 

la arbitrabilidad objetiva, sin restringir indebidamente el acceso a los 

MASC ni impedir que la administración pacte arbitraje en materias 

disponibles. 

 

v) Compatibilidad del artículo 115 con los compromisos 

internacionales en materia de arbitraje 

 

 
51 Sirven de apoyo las jurisprudencias 1a./J. 220/2025 (11a.) y 1a./J. 100/2023 (11a.), de rubros 
siguientes: “LIBERTAD DE TRABAJO, AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD Y LIBRE 
CONTRATACIÓN. LA OBLIGACIÓN DE LOS CONCESIONARIOS DE DESIGNAR A UNA 
PERSONA INGENIERA RESPONSABLE PARA ASEGURAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS 
NORMAS DE SEGURIDAD EN LAS MINAS, NO VULNERA DICHAS PRERROGATIVAS.” y 
“COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LAS REGLAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 
1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO NO SON VIOLATORIAS DEL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA 
DE LA VOLUNTAD, NI DE LA LIBERTAD CONTRACTUAL DE LAS PARTES.”. Consultables en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Undécima Época. Libro 52, Agosto de 2025, 
Tomo V, Volumen 1, página 814 y Libro 28, Agosto de 2023, Tomo II, página 1120. Registros digitales 
2031100 y 2026909, respectivamente. 
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156. La parte quejosa argumenta que la prohibición contenida en el artículo 

115, último párrafo, de la LGMASC contraviene obligaciones 

internacionales derivadas de la Convención sobre el Reconocimiento y 

Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (Convención de 

Nueva York, 1958), la Convención Interamericana sobre Arbitraje 

Comercial Internacional (Convención de Panamá, 1975) y el Tratado 

entre México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC), particularmente su 

artículo 31.22. Sin embargo, tal interpretación desconoce el alcance 

normativo real de dichos instrumentos y el marco constitucional que rige 

la arbitrabilidad en México. 

 

157. La Convención de Nueva York tiene por objeto garantizar el 

reconocimiento y la ejecución de acuerdos y laudos arbitrales 

extranjeros en materias que sean arbitrables conforme al derecho 

interno del Estado requerido. El propio artículo II, párrafo 152, condiciona 

el reconocimiento de los acuerdos arbitrales a que versen sobre “una 

determinada relación jurídica […] concerniente a un asunto que pueda 

ser resuelto por arbitraje”.  

 

158. De manera concordante, el artículo V, párrafo 2, inciso a) 53, establece 

expresamente que un Estado puede denegar la ejecución si “el objeto 

de la diferencia no es susceptible de solución por vía de arbitraje”. En 

consecuencia, la Convención reconoce que cada Estado define, 

 
52 “Artículo II 

1. Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá el acuerdo por escrito conforme al cual las 
partes se obliguen a someter a arbitraje todas las diferencias o ciertas diferencias que hayan surgido 
o puedan surgir entre ellas respecto a una determinada relación jurídica, contractual o no contractual, 
concerniente a un asunto que pueda ser resuelto por arbitraje. 

[…]” 
53 “Artículo V 

[…] 

2. También se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de una sentencia arbitral si la autoridad 
competente del país en que se pide el reconocimiento y la ejecución, comprueba: 

a) Que, según la ley de ese país, el objeto de la diferencia no es susceptible de solución por vía de 
arbitraje; o 

[…]” 
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conforme a su orden público interno, los límites de la arbitrabilidad 

objetiva. No existe, por tanto, obligación internacional alguna de permitir 

el arbitraje respecto de actos de autoridad o materias propias del 

contencioso administrativo. 

 

159. La Convención de Panamá reproduce esta misma regla. Su artículo 154 

condiciona la arbitrabilidad a que la controversia recaiga sobre 

“diferencias que pudiesen surgir o que hayan surgido […] con relación 

a un negocio de carácter mercantil” y conforme a su artículo 5, punto 2, 

letras a y b55, remite expresamente a la ley interna del Estado para 

determinar los límites del orden público y aquellas materias que no son 

disponibles. Ambas convenciones, por tanto, no imponen la obligación 

de permitir el arbitraje respecto de actos materialmente administrativos, 

sino que preservan la facultad soberana de los Estados para definir su 

régimen interno de arbitrabilidad. 

 

160. Por lo que hace al T-MEC, el artículo 31.2256 promueve el uso del 

arbitraje y otros mecanismos alternativos para controversias 

 
54 “Artículo 1 

Es válido el acuerdo de las partes en virtud del cual se obligan a someter a decisión arbitral las 
diferencias que pudiesen surgir o que hayan surgido entre ellas con relación a un negocio de carácter 
mercantil. El acuerdo respectivo constará en. el escrito firmado por las partes o en el canje de cartas, 
telegramas o comunicaciones por telex” 
55 “Artículo 5 

[…] 

2. También se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de una sentencia arbitral si la autoridad 
competente del Estado en que se pide el reconocimiento y la ejecución comprueba: 

a. Que, según la ley de este Estado, el objeto de la diferencia no es susceptible de solución por vía 
de arbitraje; o 

b. Que el reconocimiento o la ejecución de la sentencia sean contrarios al orden público del mismo 
Estado.” 
56 “Artículo 31.22: Medios Alternativos para la Solución de Controversias 

1. Cada Parte, en la medida de lo posible, fomentará, facilitará y promoverá a través de la educación 
el uso del arbitraje, la mediación, la solución de disputas en línea y otros procedimientos para la 
prevención y solución de controversias comerciales internacionales entre particulares en la zona de 
libre comercio. 

2. A tal fi n, cada Parte dispondrá procedimientos adecuados que aseguren la observancia de los 
acuerdos de arbitraje y el reconocimiento y ejecución de los laudos arbitrales y arreglos conciliatorios 
en aquellas controversias, y para facilitar y promover los procedimientos de mediación. 

3. Se considerará que una Parte cumple con lo dispuesto en el párrafo 2, si es parte y se ajusta a 
las disposiciones de la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales 
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comerciales internacionales entre particulares. Sin embargo, dicha 

disposición no incluye actos de autoridad, potestades públicas ni 

materias propias del derecho administrativo interno. Su ámbito material 

se limita a disputas comerciales entre particulares o entre particulares y 

el Estado cuando éste actúa en relaciones contractuales, tal como se 

desprende del encabezado del capítulo 31 y del propio texto del artículo 

31.22. En ningún caso el tratado establece una obligación de permitir el 

arbitraje respecto de actos que, conforme al orden constitucional 

mexicano, deben ser revisados por tribunales administrativos. 

 

161. La interpretación sistemática de estos instrumentos evidencia que el 

derecho internacional del arbitraje reconoce expresamente la 

prerrogativa de los Estados para definir qué materias pueden ser 

sometidas a arbitraje, especialmente cuando están en juego funciones 

de imperio o potestades reguladoras. Este criterio es coincidente con el 

parámetro constitucional destacado y que ha distinguido entre 

controversias contractuales –arbitrables– y actos administrativos –no 

arbitrables–. 

 

162. En consecuencia, el artículo 115, último párrafo, de la LGMASC, 

interpretado conforme a la Constitución, no contraviene los 

compromisos internacionales del Estado mexicano. La norma 

únicamente reitera un límite intrínseco a la arbitrabilidad objetiva: la 

imposibilidad de sustraer del control judicial la legalidad de los actos de 

 

Extranjeras, hecha en Nueva York el 10 de junio de 1958, o de la Convención Interamericana sobre 
Arbitraje Comercial Internacional, hecha en Panamá el 30 de enero de 1975. 

4. La Comisión establecerá y mantendrá un Comité Consultivo de Controversias Comerciales 
Privadas integrado por personas que tengan conocimientos especializados o experiencia en la 
solución de controversias comerciales internacionales privadas. El Comité, en la medida de lo 
posible, fomentará, facilitará y promoverá a través de la educación, el uso del arbitraje, la mediación, 
la solución de controversias en línea y otros procedimientos para la prevención y solución de 
controversias comerciales internacionales entre particulares en la zona de libre comercio. El Comité 
informará y proporcionará recomendaciones a la Comisión sobre temas generales con respecto a la 
disponibilidad, el uso y la efi cacia del arbitraje, la mediación, la solución de controversias en línea y 
otros procedimientos de solución de controversias para la prevención y solución de aquellas 
controversias en la zona de libre comercio.” 
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autoridad. Tal limitación no solo es compatible con los tratados, sino que 

se encuentra expresamente reconocida por ellos. 

 

163. En resumen, la prohibición contenida en el artículo 115 no implica 

discriminación, restricción injustificada al arbitraje ni incumplimiento de 

obligaciones internacionales. Por el contrario, preserva un diseño 

normativo plenamente coherente con el artículo 17 constitucional, con 

la estructura del contencioso administrativo y con las convenciones 

internacionales que rigen la materia. 

 

164. Con base en lo anterior, dicha prohibición no implica una restricción 

desproporcionada, una discriminación injustificada entre mecanismos 

alternativos ni una afectación indebida a la autonomía de la voluntad. 

Por el contrario, constituye un límite constitucionalmente necesario para 

salvaguardar la distribución de competencias entre los mecanismos 

alternativos y la función jurisdiccional administrativa, especialmente 

tratándose del control judicial de actos de autoridad. 

 

165. Finalmente, bajo la interpretación conforme aquí desarrollada, el 

artículo 115 no impide ni restringe el uso del arbitraje en materia 

administrativa cuando la administración actúa como particular o en 

relaciones de derecho privado. La prohibición se refiere exclusivamente 

a los actos donde interviene la función pública en su dimensión de 

imperio. Por ello, no se acredita la existencia de inseguridad jurídica, 

violación a la autonomía de la voluntad, desconocimiento del artículo 17 

constitucional ni contravención a tratados internacionales; motivos por 

los cuales, resulta infundado el concepto de violación en estudio. 

 

VI.4 Tercer Bloque: Regulación de la mediación en la LGMASC y 

alcances constitucionales 
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166. En este tercer bloque, la quejosa impugna diversos artículos de la 

LGMASC, principalmente los relativos a: la definición de persona 

facilitadora (artículo 5, fracción XIV); el requisito de certificación para 

intervenir en los MASC (artículo 5, fracción V); la sanción prevista para 

quienes practiquen un MASC sin certificación (artículo 142, fracción 

VIII); la ausencia de un régimen transitorio específico para la mediación 

privada (régimen transitorio); y la exigencia de nacionalidad mexicana 

para obtener la certificación (artículo 40, fracción II). 

 

167. Preceptos legales que establecen lo siguiente: 

 
“Artículo 5. Para efectos de esta Ley, se entenderá por: […] 

V. Certificación. Documento mediante el cual se hace constar la autorización de las 
personas facilitadoras públicas o privadas, así como de las personas abogadas 
colaborativas, para su intervención en los mecanismos alternativos de solución de 
controversias, otorgada por los Poderes Judiciales Federal o de las entidades 
federativas; así como en los Tribunales de Justicia Administrativa federal y locales; 
[…] 

XIV. Persona Facilitadora. La persona física certificada, para el ejercicio público o 
privado, cuya función es propiciar la comunicación y avenencia para la solución de 
controversias entre las partes a través de los mecanismos alternativos de solución 
de controversias, previstos en esta Ley y demás que resulten aplicables; […]” 

“Artículo 40. Son requisitos para obtener la Certificación como persona facilitadora: 
[…] 

II. Contar con nacionalidad mexicana en pleno goce y ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos; […]” 

“Artículo 142. Las personas facilitadoras públicas y privadas serán acreedoras a la 
imposición de una sanción en los términos del artículo anterior, en caso de 
actualizarse alguno de los siguientes supuestos: […] 

VIII. Desempeñarse como persona facilitadora sin contar con la certificación vigente; 
[…]” 

“Artículos Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, contará con un 
plazo máximo de un año para expedir las actualizaciones normativas 
correspondientes, para el cumplimiento del presente Decreto. 

Tercero. Las Legislaturas de las entidades federativas, contarán con un plazo 
máximo de un año para expedir las actualizaciones normativas correspondientes, 
para el cumplimiento del presente Decreto. 

Cuarto. En caso de que el Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos o 
las Legislaturas de las entidades federativas omitan total o parcialmente realizar las 
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adecuaciones legislativas a que haya lugar dentro del plazo establecido en los 
artículos transitorios anteriores, resultará aplicable de manera directa la Ley General 
de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. 

Quinto. Los procedimientos en materia de mecanismos alternativos de solución de 
controversias iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, 
continuarán su tramitación de conformidad con las disposiciones vigentes al 
momento de su inicio. 

Sexto. La persona titular del Consejo de la Judicatura Federal deberá convocar a 
las personas que integrarán el Consejo Nacional dentro de un plazo de noventa días 
naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para efectos de su 
instalación. 

Séptimo. Una vez designado el Titular del Centro Público de Mecanismos 
Alternativos de Solución de Controversias del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, acorde con lo dispuesto en el Capítulo VIII de la presente Ley, éste 
deberá convocar a las personas que integrarán el Consejo de Justicia Administrativa 
dentro de un plazo de noventa días naturales a partir de su designación, para efectos 
de su instalación. 

Octavo. Los Poderes Judiciales de la Federación y de las entidades federativas, a 
través de los Consejos de la Judicatura o instancia equivalente, deberán llevar a 
cabo las acciones necesarias para la creación y funcionamiento del Registro de 
Personas Facilitadoras y del Sistema de Convenios en su respectivo ámbito de 
competencias. 

Noveno. La información que a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto 
obre en los sistemas electrónicos, bases de datos y registros de los Centros 
Públicos, Instituciones u órganos especializados en Justicia Alternativa formará 
parte de sus sistemas informáticos como memoria histórica de los mismos y deberá 
preservarse de conformidad con lo dispuesto por las leyes de Archivos y demás 
disposiciones que resulten aplicables. 

Décimo. Las certificaciones que hayan sido expedidas a las personas facilitadoras 
previo a la entrada en vigor del presente Decreto, seguirán siendo vigentes hasta su 
vencimiento. 

Décimo Primero. En caso de que haya concluido la vigencia de la Certificación y los 
Poderes Judiciales de las entidades federativas no emitan la Convocatoria que 
corresponda para la renovación o recertificación en los términos previstos en la Ley 
General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias prevista en el 
presente Decreto, ésta continuará vigente hasta en tanto se lleven a cabo los actos 
y procedimientos dispuestos para tal fin. 

Décimo Segundo. Los Titulares de los Centros Públicos de Mecanismos Alternativos 
de Solución de Controversias, continuarán en sus funciones hasta agotar el plazo 
previsto por su nombramiento. En los casos de personas Titulares cuyo 
nombramiento o designación no contemple un plazo de vigencia en el mismo, se 
estará a lo dispuesto en la Sección Tercera del Capítulo II de la presente Ley. 

Décimo Tercero. El Consejo Nacional contará con un plazo máximo de 180 días 
naturales, posteriores a su instalación, para expedir los Lineamientos previstos en 
el presente Decreto, así como para elaborar y aprobar su reglamento interno. 

Décimo Cuarto. El Consejo de Justicia Administrativa contará con un plazo máximo 
de ciento ochenta días naturales, posteriores a su instalación, para expedir los 
Lineamientos previstos en el presente Decreto, así como para elaborar y aprobar su 
reglamento interno. 

Décimo Quinto. Los Poderes Judiciales de la Federación y de las entidades 
federativas mediante acuerdos generales, establecerán la metodología y los 
lineamientos para el acceso efectivo a los procesos de justicia restaurativa y 
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terapéutica, de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VI de la Ley. Para tal 
efecto podrán celebrar convenios de colaboración con entes públicos y privados. 

Décimo Sexto. Los ejecutores de gasto correspondientes contemplarán, en su caso, 
en sus proyectos de presupuesto de los ejercicios fiscales posteriores a la 
publicación del presente Decreto, una asignación de recursos presupuestarios para 
el cumplimiento del presente Decreto en el ámbito federal, considerando las 
disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y los 
Criterios de Política Económica. 

Los Congresos locales realizarán las previsiones presupuestales para el 
cumplimiento del presente Decreto en cada una de las entidades federativas en los 
ejercicios fiscales posteriores a la publicación del presente Decreto. 

Décimo Séptimo. La Federación y las entidades federativas, en su respectivo ámbito 
de competencia, proveerán los recursos humanos, materiales, tecnológicos y 
financieros que requiera la implementación del presente Decreto, conforme a los 
presupuestos autorizados en los términos del artículo transitorio Décimo Sexto.” 

 

168. Al respecto, la quejosa plantea la inconstitucionalidad del modelo de 

mediación previsto en la LGMASC. Afirma, en esencia, que el legislador: 

(i) suprimió o prohibió implícitamente la mediación privada no 

certificada; (ii) impuso un régimen de certificación excesivo que 

obstaculiza el acceso a los MASC y vulnera la autonomía de la voluntad 

y la libertad de comercio; (iii) incurrió en una omisión legislativa al no 

prever un régimen transitorio aplicable a quienes realizaban mediación 

privada antes de la entrada en vigor de la ley; y (iv) estableció un 

requisito de nacionalidad que constituye una distinción discriminatoria 

incompatible con el artículo 1o. constitucional y los compromisos 

internacionales del Estado mexicano.  

 

169. Para abordar ordenadamente estos planteamientos, se inicia con el 

análisis del concepto de violación relativo a la “prohibición implícita” 

de la mediación privada. 

 

A. prohibición de la mediación privada 

 

170. En el tercer concepto de violación la quejosa plantea que la LGMASC 

prohíbe de manera implícita la mediación privada no certificada, lo que 
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estima vulnera la autonomía de la voluntad, la libertad de contratación, 

la libertad de comercio, la seguridad jurídica, el derecho de acceso a los 

MASC y diversos compromisos internacionales, particularmente el 

artículo 31.22 del T-MEC. 

 

171. Dichos planteamientos resultan infundados. 

 

172. A fin de evidenciar lo anterior, es indispensable precisar que la 

mediación es un mecanismo autocompositivo mediante el cual las 

partes, con la asistencia de un tercero neutral, construyen 

voluntariamente una solución al conflicto –el acuerdo emanado de ella 

no deriva de decisión del tercero, sino del consenso entre las partes–. 

El mediador no sustituye la voluntad de éstas ni emite un 

pronunciamiento obligatorio; su papel consiste en facilitar el diálogo, 

estructurar la comunicación y conducir el proceso hacia posibles 

avenencias.  

 

173. A diferencia del arbitraje, no implica delegación jurisdiccional ni emisión 

de una decisión vinculante por parte del facilitador. Su esencia radica 

en la voluntariedad, flexibilidad y autonomía de las partes. 

 

174. Al respecto, el artículo 4, fracción IV, de la LGMASC, define a la 

conciliación de la siguiente manera: 

 
“Artículo 4. Son mecanismos alternativos de solución de controversias, de manera 
enunciativa y no limitativa, los siguientes: 
[…] 
IV. Conciliación. Procedimiento voluntario por el cual las partes involucradas en una 
controversia o conflicto acuerdan resolver en forma parcial o total, de manera 
pacífica, o prevenir uno futuro, con la asistencia y participación activa de una 
persona facilitadora, y […]” 
 

175. Desde la reforma constitucional de 2008, este Alto Tribunal ha 

reconocido que los MASC forman parte del derecho de acceso a la 

justicia contenido en el artículo 17 constitucional; asimismo, que 
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comparten la misma dignidad que los procedimientos jurisdiccionales y 

que el legislador tiene facultades para organizar su funcionamiento, 

siempre que no se impongan formalismos desproporcionados que 

inhiban su uso. 

 

176. Sin embargo, el artículo 17 no impone un modelo único de MASC ni 

obliga al legislador a regular todas las prácticas sociales de 

autocomposición. Su mandato es de carácter estructural: exige 

garantizar mecanismos eficaces de solución alternativa, pero otorga un 

margen de configuración amplio para definir los requisitos, modalidades 

y estándares aplicables a los mecanismos institucionales que pretende 

integrar a un sistema nacional. 

 

177. Resulta relevante que, antes de la expedición de la LGMASC, el 

panorama normativo nacional mostraba una diversidad importante de 

esquemas de mediación. En términos generales coexistían tres 

modalidades: 

 

a) Mediación pública o administrativa. 

 

b) Mediación certificada. 

 

c) Mediación privada estrictamente contractual. 

 

178. En primer lugar, la mediación pública o administrativa se realiza ante 

centros u órganos de justicia alternativa creados por los poderes 

judiciales o por entidades públicas, en los que la autoridad participa 

como parte del proceso de gestión del conflicto, ya sea a través de sus 

facilitadores o de estructuras institucionales que supervisan y validan 

los acuerdos. En este modelo, los convenios que se celebran en el 
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marco del procedimiento pueden elevarse a la categoría de cosa 

juzgada y gozar de fuerza ejecutiva directa. 

 

179. En segundo término, la mediación certificada se caracteriza por ser 

conducida por personas acreditadas por los poderes judiciales o por 

centros de justicia alternativa, bajo esquemas formales de registro, 

control y seguimiento. Los convenios alcanzados en estos 

procedimientos se integran a sistemas de registro y pueden producir 

efectos jurídicos reforzados, incluida la ejecutividad inmediata o el 

reconocimiento equiparable al de una resolución jurisdiccional, 

sujetándose a estándares de capacitación, evaluación y 

responsabilidad profesional. 

 

180. Finalmente, la mediación privada estrictamente contractual constituye 

un mecanismo completamente autónomo, en el que las partes, sin 

acudir a un centro institucional ni pretender la emisión de un convenio 

certificado, acuerdan la intervención de un tercero neutral para facilitar 

la comunicación, explorar opciones de solución y, en su caso, plasmar 

un acuerdo que ponga fin a su disputa. En estos supuestos, el resultado 

de la mediación se traduce en un convenio u obligación de naturaleza 

civil o mercantil, cuya fuerza vinculante deriva de las reglas generales 

del derecho privado y no de un régimen especial. 

 

181. La diferencia esencial entre estas modalidades radica, por un lado, en 

el grado de intervención institucional y, por otro, en la naturaleza y 

efectos del convenio resultante. Mientras que en la mediación pública e 

institucional la autoridad –a través de centros públicos o de personas 

facilitadoras certificadas– participa como engranaje del sistema de 

justicia y otorga a los convenios un estatus reforzado, en la mediación 

privada contractual la intervención del tercero se agota en la facilitación 
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de la comunicación, y el acuerdo resultante tiene la misma eficacia que 

cualquier contrato celebrado al amparo de la autonomía de la voluntad. 

 

182. Aunado a ello, la mediación pública e institucional se encuentra sujeta 

a requisitos de certificación, registro y supervisión derivados de la 

legislación específica. De este modo, solo las dos primeras modalidades 

forman parte del sistema jurisdiccional ampliado que otorga efectos 

ejecutivos especiales a los convenios; la tercera permanece en el 

ámbito del derecho común y no requiere habilitación previa ni 

certificación estatal. 

 

183. La distinción entre estas modalidades es constitucionalmente relevante. 

La mediación certificada produce un resultado (el convenio) susceptible 

de ejecución inmediata ante la autoridad judicial, lo que justifica la 

intervención del legislador para establecer estándares de 

profesionalización, control, registro y neutralidad. 

 

184. Por el contrario, la mediación privada funciona como un método de 

negociación asistida cuyo resultado produce efectos obligacionales 

ordinarios, sin necesidad de un control previo estatal. Esta categoría se 

desarrolla bajo el ámbito de la autonomía privada. 

 

185. A partir de esta distinción, corresponde verificar si la LGMASC suprimió 

o prohibió la mediación privada contractual o si, por el contrario, su 

estructura normativa revela que se limita a regular los mecanismos 

alternativos institucionales.  

 

186. Al respecto, de la lectura sistemática de sus disposiciones –en 

particular, de los artículos 2, 4, fracción III, 5, fracciones IV, V, IX, XIV, 

38, 39, 40, 97, 98 y 139 a 144– se advierte que la Ley General está 

diseñada para ordenar un sistema nacional de MASC que opera a 
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través de centros públicos y privados, personas facilitadoras 

certificadas, registros de convenios y esquemas de control y 

responsabilidad. 

 

187. En efecto, la LGMASC: i) define a la persona facilitadora como la 

persona física certificada para el ejercicio público o privado, cuya 

función es propiciar la comunicación en los mecanismos previstos en la 

propia ley; ii) regula la organización y funcionamiento de centros 

públicos y privados de MASC; iii) establece un registro de personas 

facilitadoras y un sistema de convenios; y iv) prevé un régimen de 

responsabilidad y sanciones vinculado al incumplimiento de los deberes 

de quienes actúan dentro de ese sistema institucional. 

 

188. Ninguna de estas disposiciones se proyecta expresamente sobre la 

mediación privada contractual que las partes puedan celebrar fuera de 

los esquemas certificados. 

 

189. De este diseño se desprende que la LGMASC no pretende absorber 

todo el universo de prácticas autocompositivas existentes en la realidad 

social, sino únicamente estructurar y profesionalizar aquellos 

mecanismos que, por decisión del legislador, se integran al sistema 

institucional con vocación de ejecutividad y reconocimiento 

jurisdiccional. La mediación privada que no busca esos efectos 

especiales permanece regulada por el derecho común, sin que la Ley 

General la someta a certificación ni la convierta en ilícita. 

 

190. En este contexto, la afirmación de la quejosa de que la definición de 

persona facilitadora contenida en el artículo 5, fracción XIV, y la sanción 

prevista en el artículo 142, fracción VIII, de la LGMASC implican que 

únicamente puede realizarse mediación por conducto de personas 

certificadas, no se sostiene a la luz de una interpretación sistemática. 
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191. Dichas disposiciones se refieren exclusivamente a quienes pretenden 

actuar como operadores del sistema regulado por la LGMASC, no a 

cualquier tercero que intervenga en un proceso de negociación o 

mediación privado. 

 

192. El propio texto legal acota su ámbito de aplicación al vincular la 

certificación con la autorización para intervenir en los mecanismos 

alternativos “previstos en esta Ley y demás que resulten aplicables”. Por 

tanto, la sanción prevista en el artículo 142, fracción VIII, recae sobre 

quien se desempeñe como persona facilitadora sin contar con 

certificación vigente, es decir, sobre quien se presenta como operador 

del sistema institucional diseñado por la LGMASC, no sobre quien, al 

margen de ese sistema, auxilie un proceso autocompositivo de 

naturaleza estrictamente contractual. 

 

193. Así, del hecho de que la LGMASC exija certificación para actuar como 

persona facilitadora en los MASC institucionales no significa, ni expresa 

ni implícitamente, la prohibición de que las partes recurran a terceros no 

certificados para conducir procesos de mediación privada que no 

pretendan la emisión de convenios registrados ni la obtención de 

efectos ejecutivos especiales. La consecuencia jurídica de no sujetarse 

a la LGMASC no es la ilicitud del acuerdo, sino simplemente que el 

convenio no ingresa al régimen reforzado de ejecutividad y control 

institucional que la propia ley establece. 

 

194. Este entendimiento es coherente con el carácter de ley general de la 

LGMASC y con el ámbito de la facultad prevista en el artículo 73, 

fracción XXIX-A, que faculta al Congreso de la Unión para fijar principios 

y bases en materia de MASC, pero no le obliga a regular 

exhaustivamente todas las formas de autocomposición disponibles en 
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el ámbito jurídico. El legislador federal optó por establecer un piso 

común para los mecanismos institucionales, dejando a salvo el espacio 

de configuración que corresponde a los particulares y a las entidades 

federativas. 

 

195. Interpretada de esta manera, la LGMASC es compatible con el artículo 

17 constitucional. El derecho de acceso a los mecanismos alternativos 

no se ve restringido por el hecho de que exista un sistema institucional 

con certificación y registro; por el contrario, se amplía la oferta de vías 

formales para resolver conflictos, sin impedir que subsistan prácticas 

privadas de mediación, negociación o conciliación al amparo de la 

autonomía de la voluntad. 

 

196. Tampoco se acredita una vulneración al artículo 5o. constitucional. La 

libertad de trabajo, profesión y comercio no resulta afectada, porque la 

ley no prohíbe dedicarse a la mediación privada ni sanciona a quienes, 

fuera del sistema institucional, facilitan acuerdos entre particulares. Lo 

que hace es someter a un régimen de certificación y responsabilidad 

específica a quienes desean actuar como personas facilitadoras en los 

MASC regulados por la LGMASC, cuyos convenios pueden tener 

efectos semejantes a los de una resolución jurisdiccional –cosa 

juzgada–. 

 

197. Bajo este marco, la mediación privada no certificada continúa siendo 

jurídicamente posible, lícita y válida, en tanto que sus efectos se rigen 

por las normas generales del derecho civil y mercantil. La LGMASC no 

la elimina ni la excluye del ordenamiento; simplemente no la integra al 

sistema institucional que construye, lo que no puede confundirse con 

una prohibición. 
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198. En consecuencia, la premisa de la que parte la quejosa –esto es, que la 

LGMASC prohíbe o excluye implícitamente la mediación privada– 

resulta incorrecta. Toda vez que, del análisis del texto legal, de su 

estructura y de la finalidad de la Ley General se advierte que la 

certificación es un requisito para la actuación dentro del sistema 

institucional de MASC, pero no una condición de existencia o validez de 

los acuerdos alcanzados mediante mediaciones privadas contractuales. 

 

199. En ese mismo sentido, no le asiste razón a la recurrente cuando 

sostiene que, al no reconocer expresamente la mediación privada no 

certificada, la LGMASC infringe el derecho de acceso a los MASC 

previsto en el artículo 17 constitucional y desconoce los compromisos 

asumidos por México en el artículo 31.22 del T-MEC, el cual –desde su 

perspectiva– obligaría al Estado mexicano a “asegurar” o “autorizar” la 

mediación privada no certificada. 

 

200. Como ya se explicó en el bloque previo, la cláusula convencional se 

refiere a la existencia de marcos normativos eficaces para la mediación 

en controversias comerciales internacionales; no exige la creación de 

un sistema único ni prohíbe la coexistencia de esquemas institucionales 

y modalidades privadas. El propio texto reconoce un margen de 

apreciación legislativa para definir “procedimientos adecuados” a nivel 

interno. En consecuencia, el artículo 31.22 no convierte la mediación 

privada en materia obligatoria de regulación legal, ni impone su 

incorporación al sistema nacional previsto por la LGMASC. 

 

201. En segundo término, la LGMASC sí cumple con la obligación 

internacional de fomentar la mediación: crea un sistema institucional 

robusto, accesible y uniforme a nivel nacional; profesionaliza a sus 

operadores; dota de ejecutividad a los convenios; y consolida 

estructuras administrativas y jurisdiccionales que promueven 
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activamente el uso de mecanismos autocompositivos. Estas medidas 

son plenamente compatibles con el artículo 31.22, cuyo objetivo es 

fortalecer y facilitar la resolución alterna de controversias, no petrificar 

modelos previos ni impedir que los Estados delimiten el ámbito 

institucional de la mediación. 

 

202. Por las razones expuestas, este Pleno determina que la LGMASC no 

prohíbe ni restringe la mediación privada no certificada y que, por tanto, 

el tercer concepto de violación resulta infundado. 

 

B. Régimen transitorio y análisis de la alegada omisión respecto de 

la mediación privada 

 

203. En el cuarto concepto de violación, la quejosa sostiene que el 

régimen transitorio de la LGMASC es inconstitucional porque no prevé 

de manera expresa la situación jurídica de quienes practicaban 

mediación privada no certificada antes de la entrada en vigor de la ley. 

A su juicio, esta omisión provoca incertidumbre, genera un “vacío legal” 

y produce un trato desigual respecto de quienes ya contaban con 

certificación, con lo cual se vulnerarían los artículos 1o., 5o., 14, 16, 17, 

73 y 134 constitucionales, así como el artículo 31.22 del T-MEC. 

 

204. El argumento parte de la premisa de que la mediación privada habría 

quedado en suspenso o, al menos, en un estado de indefinición jurídica 

mientras se implementaban las reformas derivadas de la LGMASC, ya 

que los transitorios únicamente se refieren a los MASC institucionales 

(centros públicos y privados, certificaciones vigentes, procedimientos ya 

iniciados), pero no mencionan de forma expresa a los mediadores 

privados no certificados. 

 



AMPARO EN REVISIÓN 60/2025 

93 
 

205. Sin embargo, dicho planteamiento no se sostiene a la luz del parámetro 

de regularidad constitucional ni de la doctrina de esta Suprema Corte 

de Justicia de la Nación en materia de omisión legislativa.  

 

206. Al respecto, este Tribunal Pleno ha establecido que las omisiones 

legislativas pueden clasificarse de acuerdo con dos criterios: 1) en 

función del grado de vinculación u obligatoriedad de legislar; y 2) en 

función de la manera o grado en que fue ejercida (o no) dicha atribución. 

 

207. Dentro de la primera clasificación existen dos tipos de omisiones: las 

obligatorias y las potestativas. Existe una omisión en ejercicio de 

competencia obligatoria cuando existe a cargo del órgano parlamentario 

una obligación o mandato irrenunciable de ejercer su función legislativa 

respecto de una materia determinada. Por su parte, existe una omisión 

legislativa en ejercicio de competencia potestativa cuando la facultad de 

legislar es, en realidad, discrecional. 

 

208. Dentro de la segunda clasificación se encuentran dos tipos de 

omisiones: las absolutas y las relativas. Las omisiones legislativas 

absolutas se presentan cuando el órgano legislativo, a pesar de estar 

vinculado para legislar sobre determinada materia, no ha cumplido con 

su obligación en ningún sentido. Por su parte, las omisiones relativas 

existen cuando el órgano legislativo ha ejercido su competencia, es 

decir, ha legislado, pero no lo ha hecho de manera completa e integral, 

sino únicamente de forma parcial57. 

 

209. De esta doctrina se desprende que sólo habrá una omisión legislativa 

propiamente dicha cuando exista un mandato constitucional o 

convencional que establezca de manera precisa el deber de legislar en 

 
57 Tesis 1a. XVIII/2018 (10a.), de rubro: “TIPOS DE OMISIONES COMO ACTOS DE AUTORIDAD 
PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 52, marzo de 2018, tomo I, página 1107, registro digital 2016428. 
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determinado sentido y dicho mandato haya sido incumplido, total o 

parcialmente. En caso contrario, la inactividad del legislador carecería 

de relevancia jurídica para efectos del control constitucional58. 

 

210. Así, el criterio actualmente sostenido por este Tribunal establece que, 

cuando la Constitución o los tratados internacionales imponen un deber 

concreto de legislar sobre determinada materia, el ejercicio de dicha 

facultad se convierte en una competencia de ejercicio obligatorio. En 

consecuencia, los tribunales constitucionales tienen el deber de 

garantizar que la omisión legislativa no derive en la vulneración de los 

derechos fundamentales de las personas59. 

 

211. De igual forma, la doctrina constitucional ha reconocido que las 

omisiones legislativas pueden tener su origen no sólo en mandatos de 

la propia Constitución, sino también en obligaciones de fuente 

internacional asumidas por el Estado mexicano. Esta comprensión 

responde al nuevo paradigma constitucional instaurado con la reforma 

en materia de derechos humanos de dos mil once, que integra los 

tratados internacionales como parte del parámetro de regularidad 

constitucional. 

 

212. En ese marco, las obligaciones convencionales en materia de derechos 

humanos generan deberes positivos para todas las autoridades del 

Estado –administrativas, judiciales y legislativas–, quienes deben 

adoptar las medidas necesarias para respetar, proteger y garantizar los 

derechos reconocidos por la Constitución y los tratados internacionales, 

 
58 Tesis 1a. XX/2018 (10a.), de rubro: “OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES 
DEL JUICIO DE AMPARO”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 52, marzo de 2018, tomo I, página 1100, registro digital 2016424. 
59 Véase la tesis 1a. XXII/2018 (10a.) de rubro "OMISIONES LEGISLATIVAS. LOS TRIBUNALES 
DE AMPARO TIENEN FACULTADES PARA ORDENAR LA RESTITUCIÓN DE LOS DERECHOS 
DE LOS QUEJOSOS CUANDO ÉSTOS HAYAN SIDO VIOLADOS POR”, publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, marzo de 2018, tomo I, página 
1099, registro digital 2016423. 
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conforme al principio pro persona. Lo anterior, porque el artículo 1o. de 

la Constitución Federal impone una obligación general activa de 

respetar y garantizar los derechos humanos, con independencia de su 

ámbito de competencia, y con independencia de su fuente. 

 

213. En el caso del legislador, ello significa que el deber de legislar puede 

derivar no sólo de mandatos expresos del texto constitucional o de sus 

transitorios, sino también de compromisos internacionales que exijan 

adecuar el marco normativo interno a los estándares internacionales de 

derechos humanos. 

 

214. Este Tribunal Pleno ha sostenido que puede configurarse una omisión 

legislativa fundada en una obligación convencional cuando exista un 

mandato claro y vinculante, derivado de los compromisos 

internacionales asumidos por el Estado mexicano, que imponga la 

necesidad de adecuar la legislación interna, y dicha adecuación haya 

sido incumplida total o parcialmente. 

 

215. De la línea jurisprudencial consolidada por esta Suprema Corte se 

desprenden tres conclusiones relevantes para el análisis del presente 

caso: 

 

a) Que el juicio de amparo procede contra omisiones legislativas 

cuando éstas implican el incumplimiento de un mandato 

constitucional o convencional expreso o implícito. 

 

b) Que para su actualización es necesario identificar un deber 

concreto de legislar, derivado del texto constitucional o de los 

compromisos internacionales del Estado mexicano. 
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c) Que el parámetro de control no se limita al análisis formal de la 

inactividad, sino que comprende la valoración material del 

cumplimiento del mandato de legislar, atendiendo a su suficiencia, 

congruencia y razonabilidad con los fines constitucionales y 

convencionales. 

 

216. Asimismo, conforme a dicho respaldo jurisprudencial, concluimos que 

existe omisión normativa inconstitucional cuando concurren, al menos, 

tres elementos: i) la existencia de un mandato constitucional o 

convencional específico, claro y delimitado que imponga al legislador un 

deber de regular cierto aspecto; ii) la ausencia total o parcial de 

regulación en ese punto, de modo que no exista norma alguna que 

permita el ejercicio del derecho; y iii) una afectación directa al contenido 

esencial de un derecho fundamental. 

 

217. En consecuencia, estos principios y categorías desarrollados 

constituyen el marco conceptual para el examen de la omisión 

legislativa reclamada en el presente asunto, en coherencia con el 

mandato de protección reforzada de los derechos humanos reconocido 

por el artículo 1o. constitucional. 

 

218. En el presente caso, el punto de partida consiste en verificar si, a partir 

de la Constitución Federal, existe un mandato claro, específico y 

delimitado que obligue al Congreso de la Unión a regular de manera 

particular la situación transitoria de la mediación privada no certificada. 

Solo si se acreditara la existencia de ese deber concreto de legislar 

podría tener sentido analizar los otros dos elementos del estándar de 

omisión legislativa; en caso contrario, la queja carecería de base desde 

su primer presupuesto. 
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219. Desde esta perspectiva, se advierte que el artículo 73, fracción XXIX-A, 

faculta al Congreso de la Unión para expedir una ley general que 

establezca “los principios y bases en materia de mecanismos 

alternativos de solución de controversias”, con excepción de la materia 

penal. Se trata de un mandato de configuración normativa general, 

orientado a diseñar un marco común para los MASC, pero que no 

impone al legislador la obligación específica de regular todas las 

modalidades privadas de autocomposición existentes en el tráfico 

jurídico, ni, en particular, de establecer un régimen transitorio detallado 

para la mediación privada no certificada. 

 

220. En términos de dicho precepto, la expresión “establecer las bases” 

alude a un deber de resultado de carácter general: el legislador debe 

asegurar que el ordenamiento contenga principios, estructuras e 

instrumentos suficientes para el adecuado funcionamiento de un 

sistema nacional de mecanismos alternativos. Ese mandato puede 

satisfacerse mediante la creación y articulación de un régimen 

institucional, sin que de su texto pueda desprenderse la exigencia de 

incorporar, dentro de la propia ley general o de sus artículos transitorios, 

una regulación específica de la mediación privada contractual o de la 

situación transitoria de quienes la practican. 

 

221. Algo similar ocurre con el artículo 31.22 del T-MEC, que impone a los 

Estados parte el deber de fomentar, facilitar y promover el uso de la 

mediación y otros mecanismos para la solución de controversias 

comerciales, pero no ordena diseñar un modelo único ni obliga a 

integrar todas las formas de mediación al sistema institucional previsto 

en la ley general. En consecuencia, ni del texto constitucional ni del 

parámetro convencional invocado se desprende un mandato concreto 

de legislar sobre un régimen transitorio específico para la mediación 
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privada; por ello, el primer elemento exigido para que exista una omisión 

legislativa inconstitucional no se actualiza en este asunto. 

 

222. Aunado a lo anterior, aun cuando la LGMASC no contiene una 

referencia expresa a la mediación privada contractual en sus artículos 

transitorios, ello no significa que la actividad quede sin regulación. Como 

se explicó en el apartado anterior, la mediación privada no certificada 

se sustenta en el derecho común –civil y mercantil–, en la autonomía de 

la voluntad y en la disponibilidad de los derechos involucrados. Sus 

efectos se rigen por las normas generales sobre contratos y 

obligaciones, que no fueron derogadas ni suspendidas por la entrada 

en vigor de la Ley General. 

 

223. Por lo tanto, no existe un “vacío normativo” en el sentido técnico que 

utiliza este Tribunal. La actividad de mediación privada conserva su 

regulación de origen en la legislación Civil y de Comercio, así como las 

disposiciones aplicables, sin que la ausencia de una mención específica 

en los transitorios de la LGMASC la deje sin cobertura normativa, ya 

que ello no implica su derogación ni su suspensión, sino simplemente 

que no se integra al sistema institucional objeto de la Ley General. 

 

224. En ese sentido, la queja relativa a la “incertidumbre” sobre la mediación 

privada parte de un presupuesto equivocado: asumir que toda práctica 

social de solución de controversias debe encontrar necesariamente un 

anclaje en la LGMASC y en sus transitorios. Como ya se explicó, la Ley 

General tiene un ámbito material acotado a los MASC institucionales. 

Lo que no integra expresamente a ese sistema no queda proscrito ni 

suspendido; simplemente continúa regulado por el derecho común. 

 

225. Tampoco se actualiza una violación a los artículos 14 y 16 

constitucionales por supuesta inseguridad jurídica, debido a que la 
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entrada en vigor de la LGMASC y de sus transitorios no genera 

incertidumbre sobre la situación de la mediación privada: antes de la 

Ley General, esta se sustentaba en la autonomía de la voluntad y en el 

derecho privado; después de la Ley General, continúa bajo el mismo 

régimen. No hay una zona intermedia en la que la actividad quede sin 

reglas claras; por el contrario, las normas civiles y mercantiles que 

sustentan su validez permanecen incólumes. 

 

226. En cuanto al alegato de trato desigual y discriminatorio en perjuicio de 

los mediadores privados frente a los certificados, en la jurisprudencia 

1a./J. 44/2018 (10a.)60 se estableció que la metodología de análisis de 

planteamientos en los que se argumente discriminación como 

consecuencia de un tratamiento normativo diferenciado, la cual se 

divide en dos etapas sucesivas y no simultáneas: la primera en la que 

se debe revisar si las situaciones a comparar en efecto pueden 

contrastarse o si existen diferencias importantes que impidan su 

comparación al no implicar realmente un trato diferenciado; y la 

segunda, en la que debe establecerse si las distinciones de trato son 

admisibles o legítimas, justificación objetiva y razonable. 

 

227. En cuanto a la primera etapa, se ha explicado que para la procedencia 

del análisis es necesario que el recurrente proporcione el parámetro o 

término de comparación para demostrar, en primer lugar, la existencia 

de un trato diferenciado, pues de lo contrario su alegación resultará 

inoperante; lo anterior tiene por finalidad que el tribunal constitucional 

esté en aptitud de juzgar si existe o no el trato desigual que se aduce y, 

 
60 Jurisprudencia 1a./J. 44/2018 (10a.), de rubro: “DERECHOS FUNDAMENTALES A LA 
IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. METODOLOGÍA PARA EL ESTUDIO DE CASOS QUE 
INVOLUCREN LA POSIBLE EXISTENCIA DE UN TRATAMIENTO NORMATIVO 
DIFERENCIADO.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 56, Julio de 2018, Tomo I, página 171. Registro digital 2017423. 
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con base en ello, llevar a cabo el control de constitucionalidad del 

precepto reclamado. 

 

228. Asimismo, se ha destacado que el análisis debe realizarse con cautela, 

pues es común que diversas situaciones que se estiman incomparables 

por provenir de contextos distintos conllevan diferencias razonables de 

trato. Esta primera etapa, por tanto, busca excluir casos donde no pueda 

hablarse de discriminación, al no existir un tratamiento diferenciado 

entre sujetos en igual situación61. 

 

229. En cuanto a la segunda etapa, para calificar la legitimidad en la 

diferencia de trato que, en su caso, se haya advertido en la etapa previa, 

esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha desarrollado a través 

de su jurisprudencia dos niveles de escrutinio62: el estricto, aplicable 

cuando la distinción normativa se basa en categorías sospechosas          

–factores prohibidos de discriminación– enumeradas en los artículos 1º, 

párrafo quinto, de la Constitución63, 1.1 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos64 y 2.1 del Pacto Internacional de Derechos 

 
61 Consideraciones que encuentran sustento en la jurisprudencia 1a./J. 47/2016 (10a.) de rubro: 
“IGUALDAD. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN LOS QUE SE ALEGUE 
VIOLACIÓN A DICHO PRINCIPIO, SI EL QUEJOSO NO PROPORCIONA EL PARÁMETRO O 
TÉRMINO DE COMPARACIÓN PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA IMPUGNADA OTORGA 
UN TRATO DIFERENCIADO”. Consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, página 439. Registro digital 2012603. 
62 Véase la jurisprudencia 2a./J. 10/2019 (10a.) de rubro: “TEST DE PROPORCIONALIDAD. AL 
IGUAL QUE LA INTERPRETACIÓN CONFORME Y EL ESCRUTINIO JUDICIAL, CONSTITUYE 
TAN SÓLO UNA HERRAMIENTA INTERPRETATIVA Y ARGUMENTATIVA MÁS QUE EL 
JUZGADOR PUEDE EMPLEAR PARA VERIFICAR LA EXISTENCIA DE LIMITACIONES, 
RESTRICCIONES O VIOLACIONES A UN DERECHO FUNDAMENTAL”. Publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Febrero de 2019, Tomo I, página 
838. Registro digital 2019276. 
63 “Artículo 1o. […] 
[…] 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga 
por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.” 
64 “Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social. 
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Civiles y Políticos65; y el ordinario, aplicable en los demás casos, en el 

que se analiza la legitimidad, racionalidad y proporcionalidad de la 

medida legislativa. 

 

230. Siguiendo dicha metodología, se procede a determinar si las dos 

categorías que la quejosa contrapone –personas facilitadoras 

certificadas del sistema LGMASC y mediadores privados contractuales–

se encuentran en una situación equivalente. 

 

231. En principio, se debe analizar si el parámetro de contraste propuesto 

denota la existencia de una categoría de sujetos que, a pesar de 

ubicarse en posiciones análogas, son tratados de manera diferente por 

el legislador; pues si los sujetos que se proponen contrastar no se 

ubican en una situación comparable, no podrá existir un trato desigual, 

y mucho menos una discriminación en los términos del artículo 1o. 

constitucional. 

 

232. El agravio formulado descansa en la premisa de que la LGMASC, a 

través de sus artículos transitorios, establece un trato desigual entre dos 

grupos que, a juicio de la quejosa, se encontrarían en una situación 

equivalente: i) las personas facilitadoras certificadas, cuyas 

certificaciones previas se reconocen y mantienen vigentes durante la 

transición al nuevo sistema; y ii) las personas que practicaban 

mediación privada no certificada, respecto de las cuales no se prevé un 

régimen transitorio específico, lo que –según sostiene– implicaría una 

 

[…]” 
65 “Artículo 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a 
todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos 
reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social. 
[…]” 
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exclusión injustificada del sistema de MASC y un detrimento en su 

posición jurídica. 

 

233. A partir de esa premisa, la quejosa afirma que ambos grupos 

compartirían una misma posición jurídica básica, en tanto todos ellos 

participaban, antes de la entrada en vigor de la LGMASC, en actividades 

de mediación o solución colaborativa de controversias; de ahí concluye 

que el reconocimiento transitorio de las certificaciones previas, frente al 

silencio respecto de la mediación privada no certificada, configuraría un 

trato desigual en perjuicio de esta última. 

 

234. Frente a este planteamiento, corresponde analizar, a partir del sistema 

normativo vigente, si las categorías identificadas por la quejosa 

efectivamente comparten una situación jurídica equivalente, o si, por el 

contrario, pertenecen a planos normativos distintos dentro del modelo 

de MASC diseñado por la LGMASC, lo que excluiría, desde la primera 

etapa del escrutinio, la existencia de un trato desigual inconstitucional. 

 

235. Como se explicó en apartados previos, las personas facilitadoras 

certificadas forman parte del sistema institucional regulado por la Ley 

General: actúan ante centros públicos o privados autorizados, se 

encuentran inscritas en registros formales, están sujetas a estándares 

de profesionalización y control, y los convenios que se celebran en los 

procedimientos que conducen pueden adquirir efectos ejecutivos 

equiparables a los de una resolución jurisdiccional. Se trata, por tanto, 

de operadores de un régimen público e institucionalizado de MASC. 

 

236. En contraste, quienes realizan mediación privada estrictamente 

contractual actúan en un plano normativo diverso: su intervención se 

agota en el ámbito del derecho civil y mercantil, los acuerdos que 

facilitan producen efectos obligacionales ordinarios, no pretenden, por 
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sí mismos, fuerza ejecutiva inmediata ni integración al sistema 

institucional previsto por la LGMASC, y su actividad se sostiene en la 

autonomía de la voluntad y en la disponibilidad de los derechos 

patrimoniales involucrados. No son, pues, operadores del sistema 

institucional de MASC, sino sujetos que participan en mecanismos 

privados de autocomposición al margen de dicho sistema. 

 

237. A la luz de estas diferencias estructurales –en cuanto a la naturaleza del 

régimen, la fuente de las facultades, el tipo de control al que están 

sujetos y los efectos jurídicos de los convenios que se celebran–, las 

personas facilitadoras certificadas y los mediadores privados 

contractuales no se ubican en una situación jurídicamente comparable. 

El legislador no está frente a un mismo tipo de sujeto respecto del cual 

haya decidido otorgar ventajas a unos y negar beneficios a otros; más 

bien, regula de manera distinta categorías normativas diversas, insertas 

en planos regulatorios diferentes. 

 

238. En esa medida, el parámetro de contraste propuesto por la quejosa se 

revela incorrecto desde la primera etapa del análisis de igualdad: al no 

existir sujetos en situación equivalente, no puede hablarse de trato 

desigual en el sentido proscrito por el artículo 1o. constitucional. Lo que 

los artículos transitorios de la LGMASC hacen es ordenar la transición 

del sistema institucional –incluida la vigencia y renovación de 

certificaciones–, sin que ello suponga, por sí mismo, una decisión 

legislativa de degradar o excluir a quienes participan en esquemas de 

mediación privada contractual. 

 

239. Por ello, tampoco se acredita vulneración al artículo 1o. constitucional. 

Las dos categorías que la quejosa contrapone –personas facilitadoras 

certificadas del sistema LGMASC y mediadores privados contractuales– 

no se encuentran en una situación equivalente: las primeras operan 
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dentro de un esquema institucional cuyos convenios pueden tener 

fuerza ejecutiva y requieren control público reforzado; los segundos 

actúan en un plano estrictamente contractual, cuyos efectos se agotan 

en el ámbito del derecho privado. La diferencia de trato, entonces, 

responde a una distinción objetiva y razonable, basada en la naturaleza 

y efectos de la actividad que desempeñan, y no es producto de una 

exclusión arbitraria. 

 

240. Por otra parte, tampoco puede sostenerse que la ausencia de un 

régimen transitorio específico para la mediación privada vulnere el 

derecho de acceso a los MASC previsto en el artículo 17 constitucional 

ni los compromisos contenidos en el artículo 31.22 del T-MEC, toda vez 

que el acceso a los mecanismos alternativos no queda restringido, pues 

quienes deseen operar dentro del sistema institucional previsto por la 

LGMASC pueden obtener la certificación correspondiente y sujetarse a 

sus reglas; quienes prefieran mantenerse en esquemas privados no 

certificados pueden continuar haciéndolo con base en la autonomía de 

la voluntad, sin que la Ley General los prohíba o condicione. 

 

241. En realidad, el régimen transitorio de la LGMASC amplía las opciones 

institucionales para quienes quieran acudir a centros públicos o privados 

certificados, sin cerrar la puerta a las modalidades privadas. El artículo 

31.22 del T-MEC, por su parte, exige a las Partes fomentar, facilitar y 

promover el uso de mecanismos como el arbitraje y la mediación, pero 

no les impone un diseño único ni las obliga a incorporar todas las 

variantes privadas en una ley general. La creación de un sistema 

nacional de MASC institucionales, con certificación y registro, es 

perfectamente compatible con ese mandato internacional, siempre que 

no se prohíban los mecanismos privados, lo cual –como se ha dicho– 

no ocurre en el caso. 
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242. Finalmente, la alegada afectación a la libertad de comercio, industria y 

profesión (artículos 5o. y 134 constitucionales) tampoco se actualiza a 

partir del régimen transitorio. La LGMASC no impide que personas 

físicas o morales continúen ofreciendo servicios de mediación privada 

no certificada ni clausura la posibilidad de que instituciones administren 

procedimientos contractuales al margen del sistema institucional de la 

Ley General. Lo único que establecen los transitorios es la forma en que 

se implementará el nuevo régimen de certificación y centros de MASC; 

quienes decidan no incorporarse a dicho régimen conservan intacta su 

facultad para celebrar y administrar acuerdos privados, con los efectos 

propios del derecho común. 

 

243. Bajo este marco, no puede afirmarse que los artículos transitorios de la 

LGMASC generen un “vacío legal” o un periodo de suspensión de la 

mediación privada, ni que coloquen a los mediadores no certificados en 

una situación de discriminación frente a los certificados. Los transitorios 

cumplen la función de articular la entrada en vigor del sistema 

institucional de MASC sin alterar, por sí mismos, la posición jurídica de 

quienes desarrollan actividades de mediación en el plano estrictamente 

contractual. 

 

244. En consecuencia, esta Suprema Corte concluye que el régimen 

transitorio de la LGMASC no es inconstitucional por no prever de 

manera expresa la situación de la mediación privada no certificada. La 

omisión alegada no reúne los elementos para configurarse como una 

omisión legislativa contraria a la Constitución, ni se acredita violación a 

los derechos de igualdad, seguridad jurídica, acceso a los MASC, 

autonomía de la voluntad o libertad de comercio invocados por la 

quejosa. 
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C. Regulación excesiva y desproporcionada del requisito de 

certificación 

 

245. En el quinto concepto de violación, la quejosa sostiene que la LGMASC 

establece un régimen “excesivo y desproporcional” para la mediación, 

centrando su reclamo en el requisito de certificación que deben cumplir 

las personas facilitadoras del sistema. Afirma que dicho requisito 

obstaculiza el acceso a los MASC reconocido en el artículo 17 

constitucional, restringe la autonomía de la voluntad y la libertad de 

comercio previstas en el artículo 5o., constituye un formalismo 

incompatible con la naturaleza flexible de la mediación y contraviene los 

compromisos del artículo 31.22 del T-MEC. A partir de ello, estima que 

la certificación es constitucionalmente inválida. 

 

246. Dichos argumentos son infundados. 

 

247. Para resolver este planteamiento, resulta imprescindible recordar el 

parámetro constitucional ya delineado en esta sentencia. Como se 

explicó, la reforma constitucional publicada el quince de septiembre de 

dos mil diecisiete tuvo por finalidad fortalecer el sistema nacional de 

justicia alternativa, dotándolo de criterios homogéneos que aseguraran 

calidad, profesionalización y accesibilidad en el territorio nacional. La 

Exposición de Motivos es explícita al señalar que, antes de dicha 

reforma, México enfrentaba un problema estructural: coexistían 

veintitrés legislaciones estatales distintas, con diferencias profundas en 

principios rectores, perfiles profesionales, modalidades de certificación, 

efectos de los convenios y estándares mínimos de operación. Esta 

heterogeneidad generaba desigualdades territoriales y un acceso 

fragmentado a los MASC. 
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248. En efecto, la Exposición de Motivos afirmó que “no existe unidad de 

criterios o estándares mínimos aplicables en cuanto a la formación y 

requisitos de certificación de mediadores y conciliadores …” y que ello 

impedía consolidar un lenguaje común sobre mediación y conciliación 

en el país.  

 

249. De manera concordante, el Dictamen de las Comisiones Unidas de 

Justicia y Estudios Legislativos identificó que, aunque las entidades 

federativas habían desarrollado marcos jurídicos, “para que dichas 

leyes permitan el ejercicio efectivo de estos mecanismos alternativos, 

resulta necesario que se homologuen los … requisitos que deben 

cumplir las personas que fungen como mediadores, facilitadores o 

conciliadores”. Esta uniformidad no pretendía suprimir modalidades 

privadas, sino asegurar que los MASC institucionales –aquellos cuyos 

convenios pueden desplegar efectos ejecutivos– operaran bajo 

parámetros mínimos comunes. 

 

250. En este contexto es que se analiza el esquema de certificación previsto 

en la LGMASC, al respecto, en el análisis del concepto de violación 

anterior, se estableció que la LGMASC regula únicamente los MASC 

institucionales, es decir, aquellos que se tramitan ante centros públicos 

o privados autorizados, que son dirigidos por personas facilitadoras 

certificadas y que pueden concluir con convenios dotados de fuerza 

ejecutiva. Las modalidades de mediación estrictamente privadas              

–aquellas diseñadas contractualmente entre las partes, sin pretensión 

de ejecutividad inmediata y sin intervención de centros autorizados– 

permanecen íntegramente bajo el ámbito del derecho civil y mercantil. 

 

251. A partir de esta distinción constitucionalmente relevante, se advierte que 

la certificación no es, como pretende la quejosa, un requisito general 

para “practicar mediación”, sino un mecanismo para profesionalizar y 
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garantizar confiabilidad dentro del sistema institucional cuya vocación 

es producir efectos equiparables a una sentencia.  

 

252. En este tipo de procedimientos, la intervención de terceros neutrales no 

es una actividad puramente privada; está estrechamente vinculada con 

la esfera pública por las consecuencias ejecutivas del convenio. Por 

ello, el legislador puede legítimamente establecer estándares de 

profesionalización y control. 

 

253. Bajo esta lógica, la certificación cumple un fin constitucionalmente 

válido. El propio artículo 17 reconoce que los MASC forman parte del 

derecho de acceso a la justicia, en ese contexto, la profesionalización 

de los operadores institucionales persigue asegurar que los convenios 

alcanzados se construyan con neutralidad, imparcialidad, conocimiento 

técnico y respeto a estándares uniformes, evitando prácticas 

heterogéneas que puedan comprometer la validez o ejecutividad del 

acuerdo. 

 

254. En este sentido, la certificación es una medida idónea, toda vez que 

homologa los perfiles profesionales, identifica a las personas 

autorizadas para generar convenios con efectos ejecutivos y permite 

establecer mecanismos de control disciplinario y de responsabilidad. La 

experiencia comparada y los diagnósticos de la Agenda de Justicia 

Cotidiana reforzaron que la calidad y eficacia de los MASC depende, en 

gran medida, de la formación y profesionalismo de quienes los 

conducen. 

 

255. Asimismo, la certificación es necesaria, pues no existe una medida 

alternativa igualmente eficaz para garantizar estandarización y 

trazabilidad dentro del sistema institucional. La alternativa sugerida por 

la quejosa –permitir mediación institucional sin certificación– replicaría 
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precisamente el problema que motivó la reforma constitucional: la 

multiplicidad de criterios, perfiles y procedimientos que impedían la 

consolidación de un sistema nacional homogéneo. 

 

256. La certificación también supera un examen de proporcionalidad estricta. 

Su exigencia se constriñe exclusivamente a quienes voluntariamente 

desean intervenir en el sistema institucional de la Ley General; no 

elimina ni restringe las modalidades privadas de mediación, ni impide a 

los particulares pactar procedimientos flexibles en el ámbito contractual. 

Tampoco constituye una barrera desmedida para quienes buscan 

incorporarse al sistema institucional, pues los requisitos establecidos 

por la ley –formación, evaluación, actualización, responsabilidad y 

supervisión– guardan una relación razonable con la vocación ejecutiva 

de los convenios. 

 

257. Por ello tampoco se actualiza vulneración a la autonomía de la voluntad. 

Las partes son libres de celebrar convenios, diseñar procesos 

autocompositivos, nombrar terceros neutrales privados y resolver sus 

conflictos sin certificación cuando su objetivo no sea obtener efectos 

ejecutivos conforme a la LGMASC. La certificación únicamente se exige 

cuando las partes desean acceder a un sistema institucional cuyo 

resultado tendrá fuerza vinculante reforzada. 

 

258. Tampoco se acredita vulneración de la libertad de comercio o profesión 

prevista en el artículo 5 constitucional. La actividad de las personas 

facilitadoras certificadas implica, por su naturaleza, la posibilidad de 

producir documentos ejecutables ante autoridad judicial, lo que justifica 

la existencia de un régimen jurídico especial. En este caso, la 

certificación no impide ejercer actividades privadas de mediación, ni 

excluye a profesionales del mercado; solamente regula el acceso a un 

ámbito institucional específico. 
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259. Bajo esa lógica, la certificación no constituye un obstáculo, sino un 

mecanismo razonable de supervisión pública, necesario para asegurar 

que quienes actúan en procedimientos con efectos reforzados cuenten 

con la preparación, neutralidad y estándares mínimos exigibles en un 

sistema nacional que pretende brindar confianza pública. 

 

260. De igual forma, el argumento relativo al artículo 31.22 del T-MEC carece 

de sustento. Como se ha explicado, el tratado exige promover, facilitar 

y fomentar mecanismos como la mediación, pero no prohíbe que los 

Estados establezcan estándares profesionales para quienes participan 

en sistemas institucionales con vocación ejecutiva. Se insiste, la 

LGMASC, lejos de obstaculizar la mediación, crea condiciones para que 

los convenios alcanzados en centros públicos y privados sean 

confiables, uniformes y ejecutables, lo cual favorece su utilización. 

 

261. En ese sentido, resultan infundados contenidos en el concepto de 

violación en estudio. 

 

D. Requisito de nacionalidad mexicana para obtener la certificación 

 

262. En el sexto concepto de violación, la quejosa sostiene que el artículo 

40, fracción II, de la LGMASC –que exige contar con nacionalidad 

mexicana para obtener la certificación como persona facilitadora– 

constituye una distinción discriminatoria basada en origen nacional, 

prohibida por el artículo 1o. constitucional y por los tratados 

internacionales en materia de igualdad y no discriminación. Afirma que 

la medida carece de justificación, que limita irrazonablemente la 

participación de personas extranjeras en los MASC y que desconoce la 

realidad de la mediación y conciliación en ámbitos mercantiles donde 

suelen intervenir terceros de diversas nacionalidades. 
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263. Esta Suprema Corte estima que los planteamientos resultan 

infundados. 

 

264.  Para realizar el examen de constitucionalidad es necesario precisar, de 

entrada, que la LGMASC regula únicamente el sistema institucional de 

mecanismos alternativos, cuyos procedimientos se desarrollan ante 

centros públicos o privados autorizados, bajo control judicial y con la 

posibilidad de generar convenios que tengan fuerza ejecutiva. La 

certificación prevista en el artículo 40 se inserta exclusivamente en este 

ámbito institucional. No regula, restringe ni afecta en modo alguno la 

mediación privada contractual ni los procesos autocompositivos 

estrictamente privados, los cuales permanecen plenamente abiertos a 

cualquier persona –mexicana o extranjera– con base en la autonomía 

de la voluntad y en el derecho civil y mercantil aplicable. 

 

265. Desde esta perspectiva, la distinción normativa creada por el artículo 

40, fracción II, opera únicamente respecto de quienes pretenden 

desempeñar funciones institucionales dentro del sistema nacional de 

MASC. En ese plano, corresponde analizar si la diferencia de trato entre 

personas mexicanas y extranjeras constituye una discriminación 

constitucionalmente prohibida. 

 

266.  Para ello debe reconocerse, a diferencia de otros argumentos 

revisados en bloques anteriores, que el parámetro de comparación 

válido es, en efecto, el que se construye entre personas de nacionalidad 

mexicana y personas de nacionalidad extranjera, pues es a partir de esa 

categoría que el precepto impone el requisito cuestionado. 

 

267. Identificado el parámetro, es claro que el requisito de nacionalidad 

constituye una distinción basada en un factor sospechoso –el origen 

nacional–, lo que exige la aplicación de un escrutinio constitucional 
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estricto. Bajo este estándar, deben examinarse: la finalidad perseguida, 

la idoneidad de la medida, su necesidad y su proporcionalidad en 

sentido estricto. 

 

268. En cuanto a la finalidad, esta Suprema Corte considera que el requisito 

responde a un objetivo constitucionalmente válido. Como se explicó en 

el análisis contextual del presente asunto, la reforma constitucional de 

dos mil diecisiete en materia de justicia cotidiana tuvo como propósito 

habilitar al Congreso de la Unión para establecer, mediante una ley 

general, las bases mínimas homogéneas para la operación de los 

MASC, especialmente en materia de profesionalización, certificación, 

control público y efectos jurídicos de los acuerdos.  

 

269. En ese sentido, tanto la exposición de motivos como el dictamen 

legislativo destacaron la ausencia de criterios uniformes en la formación 

y actuación de mediadores y conciliadores, lo que generaba asimetrías 

territoriales y riesgos para la calidad y confiabilidad del servicio. En este 

contexto, la definición de requisitos para quienes ejercerán funciones 

institucionales dentro del sistema nacional constituye una herramienta 

de profesionalización y de fortalecimiento del derecho de acceso a la 

justicia alternativa reconocido en el artículo 17 constitucional. 

 

270. A ello debe añadirse la dimensión normativa prevista en el artículo 32, 

párrafo segundo66, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

 
66 “Art. 32.-. La Ley regulará el ejercicio de los derechos que la legislación mexicana otorga a los 
mexicanos que posean otra nacionalidad y establecerá normas para evitar conflictos por doble 
nacionalidad. 
El ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente Constitución, se 
requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra 
nacionalidad. Esta reserva también será aplicable a los casos que así lo señalen otras leyes del 
Congreso de la Unión. 
En tiempo de paz, ningún extranjero podrá servir en la Fuerza Armada permanente, ni en las fuerzas 
de policía o seguridad pública. Para pertenecer al activo del Ejército en tiempo de paz y al de la 
Armada o al de la Fuerza Aérea o al de la Guardia Nacional en todo momento, o desempeñar 
cualquier cargo o comisión en ellos, se requiere ser mexicano por nacimiento. 
Esta misma calidad será indispensable en capitanes, pilotos, patrones, maquinistas, mecánicos y, 
de una manera general, para todo el personal que tripule cualquier embarcación o aeronave que se 
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Mexicanos, que expresamente faculta al Congreso de la Unión para 

establecer reservas de nacionalidad en aquellos casos en que “así lo 

señalen otras leyes del Congreso de la Unión”. Este enunciado confiere 

al legislador federal un margen de configuración para exigir vínculos 

jurídicos plenos con el Estado mexicano cuando se trate de funciones 

institucionales, incluso si no se ubican dentro del catálogo clásico de 

cargos públicos previstos en la Constitución. La función del facilitador 

certificado se inscribe precisamente en esta categoría: se trata de una 

actuación regulada, sometida a registro, susceptible de generar efectos 

ejecutivos y sujeta a responsabilidad administrativa y control judicial. 

Esa naturaleza institucional justifica que el legislador exija un vínculo de 

nacionalidad como elemento que refuerza la sujeción a los principios del 

sistema jurídico nacional. 

 

271. Bajo este marco, la medida resulta idónea para alcanzar el fin 

constitucional identificado. Exigir nacionalidad mexicana garantiza que 

quienes desempeñen funciones institucionales dentro del sistema de 

MASC se encuentren plenamente vinculados al orden jurídico nacional 

y sujetos, de modo inmediato y permanente, a los mecanismos de 

control, responsabilidad y supervisión derivados del ejercicio 

institucional de su labor. La nacionalidad constituye un elemento 

razonable para asegurar dicho vínculo, especialmente en 

procedimientos que pueden generar efectos ejecutivos y que forman 

parte del servicio público de administración de justicia en su dimensión 

alternativa. 

 

 

ampare con la bandera o insignia mercante mexicana. Será también necesaria para desempeñar los 
cargos de capitán de puerto y todos los servicios de practicaje y comandante de aeródromo. 
Los mexicanos serán preferidos a los extranjeros en igualdad de circunstancias, para toda clase de 
concesiones y para todos los empleos, cargos o comisiones de gobierno en que no sea indispensable 
la calidad de ciudadano.” 
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272. Asimismo, la medida resulta necesaria. El legislador optó por un 

requisito que recae exclusivamente sobre quienes eligen incorporarse 

al sistema institucional regulado por la LGMASC, sin afectar la 

mediación privada contractual ni impedir que particulares –mexicanos o 

extranjeros– actúen como terceros neutrales en procedimientos 

privados o mercantiles. La distinción opera únicamente en el ámbito 

institucional, donde existen cargas específicas de control y 

responsabilidad, y donde resulta indispensable asegurar 

profesionalización, uniformidad y sujeción plena al ordenamiento 

jurídico mexicano. No existe una alternativa menos restrictiva que 

asegure, con igual eficacia, ese nivel de vinculación institucional. 

 

273. Finalmente, la medida es proporcional en sentido estricto. La reserva de 

nacionalidad no impide el acceso general a los MASC; tampoco excluye 

a las personas extranjeras de participar en mecanismos 

autocompositivos ni del ejercicio profesional de la mediación privada; 

solo requiere nacionalidad mexicana para intervenir como facilitadores 

certificados dentro del sistema institucional que puede producir efectos 

ejecutivos y que se inserta en el servicio público de justicia alternativa. 

El beneficio constitucional –a profesionalización del sistema, la calidad 

de los procedimientos y la sujeción reforzada a responsabilidades 

institucionales– supera claramente la restricción impuesta. 

 

274. En relación con los compromisos internacionales invocados, debe 

destacarse que ninguno de los instrumentos citados por la quejosa            

–incluido el artículo 31.22 del T-MEC– impone a los Estados la 

obligación de permitir la participación de personas extranjeras en 

funciones institucionales de sus sistemas de MASC. Dicho precepto 

legal promueve la mediación en materia comercial internacional, pero 

no prohíbe que los Estados regulen, con criterios propios, la 

organización interna de los mecanismos institucionales que generan 
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efectos ejecutivos. La mediación privada permanece plenamente 

accesible a cualquier persona, sin distinción de nacionalidad. 

 

275. En ese contexto, la reserva de nacionalidad prevista en el artículo 40, 

fracción II, de la LGMASC supera el escrutinio constitucional estricto: 

persigue una finalidad legítima derivada del artículo 17 y de la reforma 

constitucional de dos mil diecisiete; se encuentra habilitada por el 

artículo 32 constitucional; es idónea y necesaria para asegurar 

profesionalización, control y responsabilidad institucional; y es 

proporcional, pues no afecta el ejercicio de la mediación privada ni 

excluye a las personas extranjeras del ámbito autocompositivo no 

institucional. En consecuencia, el concepto de violación resulta 

infundado. 

 

VIII. DECISIÓN 

 

276. Dadas las conclusiones alcanzadas, al no prosperar los planteamientos 

de la parte quejosa, aquí recurrente, en la materia del recurso de 

revisión, se niega el amparo y la protección de la Justicia de la 

Unión solicitados por la parte quejosa **********, contra la Ley General 

de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiséis de enero de 

dos mil veinticuatro, particularmente sus artículos 4, fracción V; 5, 

fracciones VI, IX y XIV; 40; 115, último párrafo; 142, fracción VIII; 

así como el Capítulo III “De las Personas Facilitadoras y su 

Certificación”, así como los artículos transitorios. 

 

Por lo antes expuesto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

resuelve: 
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ÚNICO. En la materia del recurso de revisión de la competencia 

originaria de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, se niega el 

amparo y la protección de la Justicia de la Unión, por los 

razonamientos expuestos en el apartado VI de esta ejecutoria. 

 

Notifíquese conforme a derecho corresponda; devuélvanse los autos 

al tribunal colegiado del conocimiento y, en su oportunidad, archívese 

el toca como asunto concluido. 


